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no se acompaña de la respuesta de la administración.
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pero que dormía en el sueño de los justos desde 1980. De esta forma, nos encontramos
con la paradoja de que el sistema de concertación y participación local (gobernanza) se
ve limitado por la falta de reconocimiento local. Sin embargo, estas mismas estrategias
de gobernación se asientan sobre una lógica territorial y sobre el reconocimiento de la
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Ganbara.
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Introducción

Este texto parte de la constatación de la poca presencia de trabajos consagrados a
las formas de elaboración de las políticas públicas en el País Vasco francés (de aho-
ra en adelante País Vasco). En efecto, la mayor parte de las investigaciones de so-
ciología o de ciencia política que afectan a este territorio han privilegiado el estu-
dio de los movimientos sociales, de la cultura vasca o del nacionalismo. Así, el
sociólogo Jokin Apalategi está en el origen de un amplio trabajo sobre el naciona-
lismo que se ha concretado en numerosas obras. En cierta línea de continuidad, se
han realizado algunas investigaciones centradas en los movimientos sociales. Este es
el caso del estudio de URTEAGA (1996) sobre el movimiento antimilitarista vasco
contemporáneo. De la misma forma, y desde una perspectiva multi-disciplinar, es
necesario citar las obras editadas por el antropólogo Pierre BIDART o los trabajos re-
alizados en torno al papel de la iglesia vasca en Iparralde (ITÇAINA, 2000).

Simultáneamente, autores como Jean-Daniel Chaussier han centrado su análisis en
la institucionalización del territorio. En su obra Quel territoire pour le Pays Bas-
que? Les cartes de l’identité, éste subraya el hecho de que «tras la Revolución, el
País Vasco de Francia expresa un deseo de territorialización propia, rechazando
su inclusión en el Departamento de los Pirineos-Atlánticos, criticando la inade-
cuación y heterogeneidad que obstaculiza su propia identidad» (CHAUSSIER,
1996): en consecuencia, la reivindicación vasca asume la forma de un departamen-
to. Y aunque este politólogo nos introduce en el estudio de las políticas públicas
que se ponen en marcha en la década de los noventa, éstas son analizadas a la luz de
las estrategias llevadas a cabo por muchos actores del territorio.

Siguiendo la pista del análisis desarrollado por Chaussier, hemos tratado de dar un
salto en el estudio de este territorio. Así, en el libro Iparralde entre la frustración
y la esperanza: políticas de desarrollo e institucionalización, AHEDO (2003),
combina el estudio de los movimientos sociales con el de las políticas públicas. Más
concretamente, se analiza la forma en que interactúan las estrategias de institucio-
nalización con las políticas de desarrollo que se inician en los 90 de la mano de las
autoridades. Y, sobre todo, se muestra la forma en que el nacionalismo y el movi-
miento departamental se ve afectado y afecta a las estrategias de regeneración del
espacio vasco. Así, se pasa paulatinamente del debate sobre el cómo garantizar el
desarrollo del País Vasco (francés), al quién debe dinamizarlo.

Precisamente, este Cuaderno se inserta dentro de esta reflexión. En él, trataremos
de combinar estas dos dimensiones de análisis que permiten un acercamiento a los
debates claves del territorio –políticas públicas de desarrollo y acción contenciosa
en demanda de la institucionalización local–, fundamentalmente en el periodo
2000-2004. Pero también avanzaremos un nuevo paso abordando dos implicaciones
que subyacen a la dinámica que presentamos.
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Por una parte, apuntaremos las fórmulas desde las que se aborda el desarrollo en el
País Vasco. Un modelo original que permite la concertación entre los representan-
tes de los diferentes niveles de la administración, los electos y los actores sociales,
que «sentados en la misma mesa» se ven ante la obligación de consensuar una es-
trategia de desarrollo a largo plazo que tiene implicaciones en varios ámbitos como
la política lingüística, el medio-ambiente, etc. En este sentido, el País Vasco (francés)
se convierte en la punta de lanza de un modelo sui géneris de definición de las po-
líticas públicas sobre la base de una estrategia de gobernación sin parangón a este
lado de la frontera. Un modelo que se pone en marcha con la creación del Consejo
de Desarrollo (CDPB) y el Consejo de Electos (CEPB) en 1994 y 1995 respectiva-
mente, pero que se complementa con la puesta en marcha de otras estructuras
como el Consejo de la Lengua Vasca o los diferentes organismos implementadores.
En definitiva, creemos que este análisis puede enriquecer la –en la mayoría de los
casos– deficitaria participación social que se observa en la definición de las políti-
cas públicas supra-municipales en la CAPV y la CFN.

Por otra parte, en este Cuaderno se muestra como una evidencia creciente la para-
doja sobre la que se asientan las políticas públicas y la estrategia de gobernación en
este territorio: mientras que ambas se fundamentan en una lógica espacial vasca, de
forma que las políticas públicas son territorializadas a escala local, el territorio
continúa careciendo de reconocimiento institucional.

El cruce de ambas dimensiones evidencia, como veremos, un callejón sin salida que
explica las posiciones que actualmente están asumiendo los actores que intervienen
en Iparralde. Así, a pesar de las potencialidades de la gobernación, este modelo se
ve limitado ya que las redes locales carecen de competencias en la implementación
de las políticas definidas. De la misma forma, esta falta de capacidad ejecutiva se une
a la creciente visualización del espacio vasco, de forma que el debate institucional
recobra una fuerza desconocida. Así, desde el comienzo de este siglo, saltan las ba-
rreras a la demanda departamental, de forma que todas las instituciones locales re-
claman al Estado francés una respuesta que zanje el debate definitivamente. Y como
esta respuesta no llega, los sectores institucionalistas radicalizan su discurso.

En consecuencia, los dos ejes sobre los que asentamos nuestro trabajo –goberna-
ción y territorialización– son tanto una fuente de dinamismo local, como el espejo
en el que los actores ven reflejados sus límites.

12

Gobernanza y Territorio en Iparralde



Primera Parte
Las estrategias de desarrollo



1. Oportunidades en los años 1990

Cuando menos hasta la década de los noventa, cualquier descripción del sistema
vasco (francés) debe partir de su identificación como un espacio fuertemente des-
vertebrado y limitado. Una des-estructuración que se manifiesta en un modelo de
desarrollo económico que presenta grandes diferencias entre la costa –donde se
concentra la mayor parte de la industria y de los servicios– y el interior –eminente-
mente rural y con un modelo en declive–. Nos encontramos, a su vez, con una es-
tructura dependiente del sector terciario, basada en micro-empresas, con un alto
grado de subordinación al exterior y una débil capacidad de regeneración endóge-
na (HEMEN, 2002; CDPB, 2003).

Desde el punto de vista cultural, este territorio va a presentar una especificidad que
se deriva de la existencia de una lengua propia. Sin embargo, y al igual que sucede
en el ámbito económico, la fortaleza del euskera y las modalidades de desarrollo cul-
tural van a diferenciarse entre el litoral y el mundo agrario, en función de la mayor
o menor permeabilidad de cada uno de estos espacios respecto de las influencias
externas. Además, este panorama cultural se encuentra también fuertemente con-
dicionado como consecuencia de la pérdida de peso del mundo rural o la llegada de
oleadas de inmigrantes (franceses) sin ningún tipo de ligazón sentimental al territo-
rio, más allá de los paisajes y el clima. Finalmente, la lengua vasca conoce dificulta-
des, fundamentalmente derivadas de la falta de una política de normalización lin-
güística, provocada, a su vez por su inexistencia institucional.

Políticamente, el País Vasco va a constituirse como un bastión de la derecha, donde
la izquierda trata de implantarse con bastantes dificultades hasta fechas recientes
(AHEDO, 2005; BRIGÑON, 2005). El papel de los notables dentro del entramado po-
lítico determina un tipo de relación mutuamente dependiente entre el espacio local
y el central, sobre la base de la doble ligazón de estos electos con su territorio de re-
ferencia y con los círculos de poder estatales. A su vez, la limitación temporal y te-
rritorial del poder del notable condiciona la puesta en marcha de las políticas pú-
blicas. La necesidad de revalidar su poder le incita a dinámicas corto-placistas,
contradictorias con la filosofía de unas estrategias de desarrollo que se sitúan en el
medio plazo. El carácter territorial de su poder, por otra parte, le obliga a maximi-
zar sus resultados en el cantón, municipio, o a lo sumo circunscripción en la que es
electo, imposibilitando una lógica territorial de escala vasca, vertebradora del País
Vasco (FOURQUET, 1990). Los límites, finalmente, se aprecian en la exasperante es-
tabilidad del sistema, asociada a altas tasas de absentismo político y desmovilización
social. A este respecto, la tardía expresión política del nacionalismo se ha visto sa-
cudida, y profundamente debilitada, como consecuencia de una serie de luchas in-
testinas en cuyo epicentro se encuentra la extensión de estrategias, discursos y pau-
tas de la CAPV y la CFN hacia el norte.
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Por último, la configuración institucional y administrativa es el más evidente testi-
monio de la desvertebración de dicho territorio, que carece de reconocimiento ofi-
cial, estando dividido internamente en dos estructuras desconcentradas (sub-pre-
fecturas) que potencian la polarización entre la costa y el interior. En cualquiera de
los casos, Lapurdi, Zuberoa y Baja-Navarra constituyen una realidad notoriamente
diferenciada respecto del Béarn, de forma que el departamento de los Pirineos-
Atlánticos presenta una estructura bicéfala concretada en la clara división de los or-
ganismos territorializados del Estado. Finalmente, los límites de las estructuras inter-
comunales son claros: o no representan a la totalidad del territorio o sus
competencias se reducen al mero diagnóstico, sin capacidad efectiva para imple-
mentar políticas (AHEDO, 2003).

1.1. Iparralde como territorio de oportunidades

A pesar de todo, estos hándicaps del sistema cultural, económico, institucional y
administrativo vasco se convierten en la década de los 90 en oportunidades que
eclosionan trastocando una realidad que había permanecido inmutable durante dé-
cadas.

Como ya apuntamos en un trabajo precedente (AHEDO, 2003) una serie de ele-
mentos abren esas policy windows (ventanas políticas) que permiten que la apues-
ta por el desarrollo del País Vasco se incorpore a la agenda de las autoridades y de
los actores: (a) la consolidación del proceso de construcción europeo abre las puer-
tas a nuevas formas de relación transfronteriza entre este territorio y la CAPV y la
CFN, explicitando unos intereses locales (en muchas ocasiones) diferenciados de
los del Bearn y Aquitania; (b) la aceptación por parte de la ciudadanía del papel de
los departamentos y de los órganos de cooperación intercomunal como instrumen-
tos clave en el desarrollo local y la ordenación territorial rompe la lógica de laissez
faire que había caracterizado a la actitud de la mayoría de los actores durante déca-
das; (c) la consolidación del proceso de descentralización puesto en marcha por los
socialistas en los años ochenta, que dota de mayores competencias a las colectivi-
dades territoriales, genera paulatinamente ciertas expectativas de desarrollo insti-
tucional; (d) la paulatina entrada en el escenario político de un cuerpo electivo mo-
dernizante comienza a romper con las anteriores relaciones clientelares;
finalmente, (e) la asunción por parte de las autoridades de una situación tan crítica
permite que cuajen las dinámicas de reflexión que posibilitan que Iparralde co-
mience a renacer de su a-historia (CHAUSSIER, 1997).

1.1.1. Las políticas de desarrollo y de ordenación territorial

Sobre estas bases, a principios de 1992, y bajo el auspicio de las autoridades estata-
les, se inicia la política de ordenación territorial que cristaliza en la puesta en mar-
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cha de un organismo cuasi-institucional bicéfalo formado por el Consejo de Desa-
rrollo (Julio de 1994) y el Consejo de Electos (febrero de 1995). Estas dos para-ins-
tituciones –la primera aglutina a la práctica totalidad de los actores sociales, cultu-
rales, económicos y políticos del País Vasco, y la segunda a los cargos electos
municipales, departamentales, regionales y estatales– se configuran conjuntamente
como la policy network –red de políticas públicas– responsable de la regeneración
del espacio vasco. Para ello, estas dos estructuras establecen desde su constitución
unas ricas relaciones intergubernamentales junto al resto de niveles de la adminis-
tración: Estado, región de Aquitania y departamento de los Pirineos-Atlánticos.

La primera función de la red local, como veremos, es la elaboración de un diagnósti-
co de la situación en dicho territorio. Como resultado de este trabajo se concreta el
Esquema de Ordenación y de Desarrollo Territorial del País Vasco (1997), en el que
se presentan un centenar de propuestas concretas que garantizarían una evolución co-
herente y positiva del sistema vasco. La realización de este diagnóstico supone un au-
téntico ejercicio de ingeniería política, ya que goza del consenso de la práctica totali-
dad de los actores, e incluso recoge postulados de los sectores euskaltzales –hasta ese
momento marginados de círculos de reflexión–. Desde entonces se inicia un proceso
que concluye con la aceptación del Esquema por parte de las autoridades departa-
mentales, regionales y estatales. Para dar cuerpo a esa dinámica, las 157 comunas del
País Vasco constituyen a partir de 1997, y tras el visto bueno prefectoral, el pays Pays
Basque: lo que supone su primer reconocimiento político-administrativo. Sin em-
bargo, ninguna de estas estructuras posee competencias para implementar las pro-
puestas diseñadas, lo que restringe el éxito de la dinámica.

1.1.2. Las estrategias de institucionalización

Lo limitado de esta «concesión» estatal y, sobre todo, la falta de concreción de me-
canismos y recursos económicos para implementar las propuestas del Esquema,
provocan a partir de 1997 una cierta crisis en la legitimidad de las políticas de con-
certación, con lo que se refuerza a los colectivos departamentalistas que despiertan
de su letargo al calor del proceso. Unos grupos que interactúan con la network lo-
cal de forma tan complementaria –al participar en el Consejo de Desarrollo– como
contradictoria –ya que en última instancia, su acción deslegitima a estas redes al ne-
garles su capacidad para llevar a buen puerto las estrategias de regeneración terri-
torial–.

En consecuencia, a partir de ese momento se observa una clara apertura de la es-
tructura de oportunidad política a escala local, que contrasta con el absoluto cierre
de las autoridades en el ámbito nacional: lo que, en última instancia, incentiva al mo-
vimiento pro-departamento País Vasco. Así, en 2000 asistimos al clímax de un ciclo
de protesta (TARROW, 1997) caracterizado por: (a) una clara intensificación del
conflicto gracias a la presión continuada de los nacionalistas, los representantes del
PS y determinados electos del centro-derecha por una parte, y de los sectores eco-
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nómicos vanguardizados por la CCI y los sindicatos ELB y CFDT por otra; (b) una
profunda difusión sectorial de la demanda, que pasa a ser apoyada por el Biltzar
(Asamblea) de Alcaldes primero, por la mayoría de los consejos municipales des-
pués, y por el Consejo de Desarrollo finalmente; (c) la superación de los límites geo-
gráficos de la acción contenciosa, que se extiende también a un ámbito como el ru-
ral, que tradicionalmente se sitúa al margen de estas dinámicas; (d) la aparición de
contra-movimientos como expresión de la fortaleza de los sectores escisionistas; (e)
la ampliación de los repertorios de acción del movimiento social, que protagoniza
desde acciones convencionales y masivas, hasta estrategias de desobediencia civil;
(f) la aparición de marcos (frames) de significado compartidos que vinculan la di-
mensión económica, política e identitaria en la misma reivindicación (aunque la ar-
gumentación económica presente, por entonces, un mayor peso); y (g) el aumento
de interacción entre los disidentes y las autoridades, aunque sea para que éstos ex-
presen su rechazo a la institucionalización del País Vasco (AHEDO, 2003).

De esta forma, entre 1997 y 2002 cristaliza una dinámica dual –políticas públicas de
desarrollo y estrategia reivindicativa de un movimiento social pro-departamentalis-
ta–, a pesar de la cual la totalidad de los actores sociales, culturales, económicos y
políticos de este territorio llegan a una serie de consensos. Entre ellos destaca (a) la
necesidad de superar las tendencias conservadoras por parte de los cargos electos,
(b) la obligación de continuar con los mecanismos de concertación entre éstos y los
demás responsables socio-económicos y culturales, (c) el intento de superar las ló-
gicas localistas planteando políticas públicas desde una perspectiva territorial vas-
ca, (d) la asunción del papel de la lengua vasca y el sentimiento de pertenencia
como factor de cohesión social y regeneración local, y (e) el acuerdo sobre la pues-
ta en marcha de estructuras institucionales representativas del territorio que posi-
biliten la concreción de los anteriores acuerdos.
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2. De la descentralización a la gobernación

Resulta paradójico observar cómo uno de los Estados más centralizados del mundo
presenta una dinámica constante de reflexión y reforma de su modelo de organiza-
ción territorial, hasta el punto de que se haya edificado un complejísimo modelo
multi-nivel, que sin embargo, no ha afectado todavía a los principios republicanos
según los cuáles la soberanía del pueblo reside en la ciudadanía, y por emanación,
en la Asamblea Nacional; con lo que se niega capacidad legislativa a los niveles sub-
estatales.

A continuación analizaremos dos procesos de descentralización puestos en marcha
en Francia, protagonizados respectivamente por los socialistas en 1982 y en 1995-
1999. Así, mientras que el primero se centra en la consolidación de las regiones, el
segundo se fundamenta en la cooperación inter-comunal. De la misma forma, abor-
daremos los rasgos diferenciales de la dinámica que se inicia en Iparralde en 1992.
Previamente, habremos de adelantar las características que diferencian dos proce-
sos como descentralización y desconcentración, los rasgos de una colectividad te-
rritorial, y los mecanismos de contractualización desde los que se posibilita la fi-
nanciación de las políticas de desarrollo local.

2.1. La primera descentralización

En la actualidad, cuando nos referimos a Estados unitarios –como Francia– estamos
englobando una amplia categoría que incluye formas de organización territorial que
están bastante alejadas entre sí. El elemento que los caracteriza es la existencia de
un único centro de poder que adopta todas las decisiones políticas y detenta el mo-
nopolio de la creación de las normas jurídicas, aplicables a todo el territorio y a to-
dos los ciudadanos (GARCÍA, 1997). Pero esta definición de Estado unitario puro se
ve matizada en la práctica ya que, de una u otra manera, la mayoría se han visto obli-
gados a realizar procesos de descentralización.

En una primera aproximación podemos destacar tres argumentaciones desde las
que se replantea la distribución territorial del poder: las motivaciones de carácter
democrático, las histórico-políticas y las administrativas. Las primeras implican un
acercamiento de las decisiones políticas a la ciudadanía con el objetivo de lograr
una mayor capacidad democrática; en consecuencia, la distribución del poder se
constituye como forma de control sobre sí mismo, de carácter vertical, y su expre-
sión más acabada es el federalismo. Las motivaciones histórico-políticas son aque-
llas que derivan de la existencia de colectividades con fuerte personalidad política
dentro de un determinado Estado-nación. Sin embargo, por su carácter disgregador,
no son incentivadas por los Estados, y éstos aceptan soluciones específicas a las de-
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mandas periféricas en forma de regímenes especiales de autogobierno únicamente
cuando no es posible otra alternativa. Pero la más común de las motivaciones en los
procesos de redefinición de la distribución territorial del poder suelen ser las téc-
nico-administrativas. Teniendo en cuenta la complejidad de la vida moderna, así
como el enorme cúmulo de decisiones que deben ser tomadas, lo más aconsejable
es la existencia de algún tipo de distribución territorial del poder. De esta forma, y
a partir del criterio de eficacia, se ceden poderes desde el centro a una diversidad
de ámbitos territoriales de decisión. En cualquier caso, este tipo de unidades des-
centralizadas no responden a una lógica del reparto vertical del poder, como en los
dos primeros casos, sino que son niveles territoriales de administración carentes
–en principio– de poder político (RIBÓ y PASTOR, 1999).

A la hora de acercarnos al proceso de regionalización francés tenemos que aproxi-
marnos a las características y evolución del mismo. El punto de inflexión más im-
portante se produce tras el establecimiento de la V República. Así la constitución de
1958 –que da carta de naturaleza a la nueva República– señala en su título XII cómo
las colectividades territoriales de la República son únicamente los municipios,
los departamentos y los territorios de ultramar. De esta forma, cualquier otra co-
lectividad territorial debería ser creada por ley. A pesar de ello, el artífice de esta
Constitución, el General De Gaulle, intenta iniciar un proceso de regionalización
que superase los estrechos límites marcados tras la Revolución. Dos intentos se su-
ceden en 1964 y 1969. En esta última fecha, el General presenta un proyecto de des-
centralización regional que también pretendía mejorar la funcionalidad del Senado,
y que somete a Referéndum, condicionando su continuidad al frente de la Presi-
dencia de la República a su aprobación. En el fondo del proyecto presentado se in-
tentaba dotar a las Regiones de personalidad jurídica, ampliando a éstas el carácter
de «colectividad territorial». La Región, según el proyecto de De Gaulle, debía ser
administrada por Consejos Regionales no elegidos directamente por el pueblo, com-
puestos por la Asamblea de Electos en esta región, por los consejeros regionales te-
rritoriales elegidos por los consejeros generales y municipales y por consejeros re-
gionales socio-profesionales designados por organismos representativos. Así, el
consejero regional debía definir las perspectivas de desarrollo de la región a partir
de las orientaciones del Plan Nacional, siendo responsable de la ejecución de pro-
gramas plurianuales concernientes a la Región. En cualquier caso, como conse-
cuencia del sentimiento centralista existente entre la población, y de la considera-
ción de este referéndum como un plebiscito sobre la figura del General, el proyecto
es rechazado, lo que supone la dimisión del Presidente. A pesar de todo, su cese no
finaliza el debate, sino que a partir de este momento se enriquece por medio de nu-
merosos estudios y publicaciones (TAJADURA, 1997).

De esta forma, teniendo en cuenta las necesidades antes descritas, en gran parte de-
rivadas de la crisis del Estado de bienestar, en la década de los setenta se inicia un
proceso de regionalización que permite la definitiva instauración, con la Ley Pom-
pidou de 1972, de una estructura administrativa intermedia entre los departamen-
tos y el Estado: las regiones. Esta ley participa de la concepción según la cual la re-
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gión no debe atacar a la institución departamental, respondiendo a una lógica cen-
tralizadora que se acompaña de un refuerzo del Estado en estos territorios por me-
dio de unos Prefectos regionales caracterizados como representantes del centro.
Nos encontramos, pues, ante la más clara manifestación de lo que podría denomi-
narse como un regionalismo funcional (PALARD, 1994).

Con esta ley, la región aparece como un establecimiento público territorial, dota-
do de órganos de gestión, con lo que se aprecia un retroceso respecto del proyec-
to de ley de 1969, no sólo por la naturaleza jurídica concedida, sino también por sus
competencias y organización. Así, esta estructura aparece como un mero órgano
desconcentrado al servicio de un modelo centralista de Estado.

Sin embargo, en 1981 se inicia un segundo proceso de descentralización con la lle-
gada de los socialistas al poder, cuyo resultado en sólo 10 años son más de 71 leyes
y 748 decretos de aplicación; no en vano el Ministro de Interior es Ministro de In-
terior y Descentralización entre los años 1981 y 1986 (TAJADURA, 1997).

Pero también es un proceso que, en palabras de algunos autores, supone la consa-
gración de los grandes notables (LOUGHLIN, 1999). Así, a pesar de que Francia ha
sido uno de los países más centralizados de la Unión Europea, cuando menos desde
el punto de vista constitucional y formal, históricamente ha existido una rica rela-
ción entre el nivel local y estatal, regida por un sistema complejo de vínculos entre
el prefecto y sus administradores dependientes del centro por una parte, y los polí-
ticos locales por otra. Como veremos, este proceso funciona en los dos sentidos: los
notables garantizan la lealtad de la población, mientras que el Estado asegura la ca-
nalización de los recursos hacia la localidad. Como señala LOUGHLIN (1999), este
sistema de relaciones imbricadas entre los niveles central y local se ve reforzado por
el cumul des mandats, que permite a los políticos ocupar de forma simultánea car-
gos en ambos niveles. Finalmente, con la descentralización de 1981, el poder de los
grandes notables se ve, en cierta manera, reforzado por la transferencia de compe-
tencias del prefecto a los responsables de los Departamentos y de las Regiones, en
manos de estos electos.

2.1.1. Principios de la Administración territorial y del proceso
de descentralización

2.1.1.1. Descentralización y desconcentración

A la hora de analizar la organización territorial en el Estado francés debemos dife-
renciar el proceso de descentralización de la desconcentración. Mientras que el pri-
mero es un fenómeno institucional y político, el segundo es interno a la adminis-
tración. Ambas técnicas, por tanto, se diferencian: (a) por su naturaleza, ya que los
órganos desconcentrados son el reflejo e instrumento del poder central, frente a los
descentralizados que gozan de identidad propia, y (b) por la implicación adminis-
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trativa que suponen: Estado en la desconcentración, y administración local en la des-
centralización.

En este sentido, la desconcentración no erosiona el poder central, sino que lo ra-
cionaliza y territorializa; no es más que una ordenación territorial del poder estatal
por medio de los agentes e instituciones desconcentradas, las cuales se encuentran
en una situación de subordinación jerárquica a cuya cabeza se sitúa el Estado: la re-
lación que se establece entre autoridad superior central y autoridad desconcen-
trada es una relación de orden, que implica obediencia del subordinado local.
Esta subordinación se caracteriza por un poder jerárquico que permite al supe-
rior disponer de enormes prerrogativas sobre las personas y los actos descon-
centrados (Iriondo, 1997: 89). En estos órganos, el control del centro se establece
de forma férrea, tanto por medio de mecanismos «a priori» –aprobación y autoriza-
ción previa–, como «a posteriori» –poder de reformar, suspender o anular, tanto por
motivos de legalidad u oportunidad, las decisiones y actos de estas unidades–.

Por contra, como señala Iriondo (1997), por medio de la descentralización se con-
fieren o transfieren a una o varias colectividades territoriales competencias has-
ta entonces ejercidas por el poder central. Con la descentralización, la división del
trabajo administrativo reposa sobre una verdadera concepción democrática del
poder, al permitir a los interesados la dirección de sus trabajos de forma más o
menos autónoma. Supone, por tanto, (a) dotar a las unidades descentralizadas de
personalidad jurídica, (b) reconocer que comparten intereses específicos, y (c) per-
mitir que sean gestionadas por órganos elegidos por los ciudadanos para cada mar-
co territorial, de forma «autónoma» y sin ser sometidos al férreo y absoluto control
por parte del Estado Central.

Sin embargo, en el Estado Francés, el marco de la descentralización presenta una se-
rie de rasgos específicos que lo delimitan claramente.

a) Por una parte, la descentralización en Francia impide la delegación del poder
normativo a las colectividades territoriales1.

b) Por otra parte, estas medidas preservan el carácter unitario del Estado –que con-
tinúa siendo el único soberano, respetándose al legislador nacional la capacidad
de determinar la extensión de las competencias de estas colectividades descen-
tralizadas–. La descentralización permite la transferencia de competencias que
hasta ese momento pertenecían exclusivamente al centro, pero sin que esto su-
ponga un cuestionamiento de la autoridad del Estado, sino más bien la acepta-
ción por parte de éste de la necesidad de un cierto reparto del poder.

c) A su vez, el concepto de descentralización se ve limitado en la medida que per-
mite la auto-administración de estos entes, pero no su autogobierno.
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d) Se impide cualquier tipo de tutela entre estas colectividades, reservándose ex-
clusivamente para el Estado este derecho.

e) Y, por último, posibilita la independencia de las autoridades locales a la hora de
tomar decisiones respecto de sus competencias por medio de una asamblea elec-
ta y un poder ejecutivo propio (IRIONDO, 1997).

En definitiva, la desconcentración trata de descongestionar las administraciones
centrales confiriendo a los servicios exteriores del Estado un cierto margen de ac-
ción que puede ser cuestionado en cada momento. Por ello, la desconcentración
está íntimamente ligada al concepto centralista de Estado y a la figura de la autori-
dad prefectoral. Por el contrario, la descentralización confiere a las colectividades
territoriales o a los establecimientos públicos una autonomía de gestión, y un do-
minio propio de intervención dirigido por una autoridad legítima e independiente,
generalmente electa (Chagnollaud y Quermonne, 1996).

2.1.1.2. La Colectividad Territorial

Como ya hemos apuntado, el artículo 72 de la Constitución de 1958 establece que
las «colectividades territoriales» de la República son las Comunas (municipios), los
Departamentos y los Territorios de Ultramar, apuntando que cualquier otra colecti-
vidad territorial debe ser creada por ley. Si bien esta posibilidad es contemplada en
varias ocasiones –el caso de París a partir de 1964–, la ley n.º 82-213 de marzo 1982
supone un cambio cualitativo en el ordenamiento administrativo francés, al sentar
las bases para el advenimiento de las Regiones como Colectividades Territoriales
tras la elección de los Consejos Regionales por sufragio universal directo en las elec-
ciones del 16 de marzo de 19862.

Siguiendo el trabajo de Moureau (1999), observamos que el estatuto de las Colectivi-
dades Territoriales no está completamente definido, siendo constantemente enrique-
cido por medio de la jurisprudencia del Consejo Constitucional. Sin embargo, puede
destacarse que la noción tradicional de colectividad territorial es, históricamente, ex-
presión de la filosofía de la descentralización, asumiendo varios elementos: (a) es una
porción del territorio nacional, lo que supone una delimitación geográfica precisa, (b)
es una persona moral de derecho público, y como tal, apta para cumplir los actos de la
vida jurídica (derechos, obligaciones, consecuencias patrimoniales, fiscales,...), (c) su
funcionamiento implica órganos que les son propios (Consejo de Electos, ejecutivo
electo o nominado), (d) su funcionamiento debe estar subordinado al orden jurídico
estatal, por lo que se establece un control administrativo por parte del poder central en
forma de tutela, y (e) su existencia reposa en el reconocimiento de intereses locales es-
pecíficos, distintos de los intereses nacionales (Moureau,1999).
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En cualquier caso, a partir de las modificaciones puestas en marcha en la nueva fase
de descentralización iniciada en 1982, varios de los elementos que definen los ras-
gos de las colectividades locales van a verse modificados.

De esta forma, si bien la personalidad de estas Colectividades Locales como perso-
na moral de derecho público permanece inmutable, por el contrario se modifican
las cuestiones relativas a sus órganos electos o al control del Estado: (a) se estable-
ce que cada colectividad local posee sus propios órganos electos, lo cual supone la
consolidación de una asamblea deliberante y un ejecutivo3, y (b) se transforma la tu-
tela del Estado en controles administrativos y presupuestarios a posteriori.

2.1.1.3. Los mecanismos de contractualización

La mayoría de los autores (SALGADO, 1991; DOUENCE, 1994; LE GALES, 1994; MA-
ZEY, 1994; FORGES, 1985), coinciden al afirmar que los legisladores han querido
dotar a una de las colectividades, las Regiones, de un papel especializado en el ám-
bito económico, pasando a desempeñar en el resto de los campos una función com-
plementaria a la desarrollada por el Estado o el departamento y las comunas.

De esta forma, la Región interviene en las diferentes fases de la elaboración del Plan
Nacional, haciendo llegar al gobierno sus propuestas y prioridades de desarrollo, y
emitiendo un dictamen sobre el proyecto del plan definitivo. A su vez, la Región asu-
me la función de redacción y ejecución de su propio plan, con la reserva de la con-
sulta obligatoria a los departamentos y al Consejo Económico y Social, respetando
siempre el Plan Nacional. Este Plan Regional viene a determinar los objetivos a medio
plazo en el desarrollo cultural, económico y social de la Región. Paralelamente esta ac-
tividad se complementa y materializa a través de la firma con el Estado –o con otras
personalidades jurídicas– de los Contratos de Plan Estado-Región (CEPR), encamina-
dos a asegurar los objetivos del Plan Nacional y el Plan Regional (BALME, 1994).

Las materias en las que se aplican estos Contratos de Plan son: normalización de las
actividades económicas, industria y artesanía, agricultura, turismo, investigación y
transferencias de tecnología, educación y enseñanza superior, cultura y comunica-
ción, urbanismo y vivienda, sanidad y acción social, transportes,...

Los primeros Contratos de Plan (1983-1988) no defraudan a las regiones, ya que estas
demandan unánimemente su renovación al ser superados ciertos problemas relacio-
nados con el proceso de elaboración –considerado como excesivamente complejo y
pesado–, y con el margen de negociación –percibido por los Prefectos de Región
como estrecho–. Entre febrero y mayo de 1989 son firmados los contratos plan de se-
gunda generación (1989-1993), que se amplían a varios aspectos como el empleo, de-
sarrollo local y competitividad. El Estado aporta cerca de 8.336 millones de euros a es-
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por sufragio universal.



tas prioridades –frente a los 6.185 millones correspondientes al primer plan– mientras
que las Regiones deben aportar 7.673 millones –contra 4.123 aportados entre 1983 y
19884. Los contratos Plan de 3ª generación (1993-1998/1999) fueron adoptados entre
finales de 1993 y mediados de 1994, en un contexto político cambiante y marcado por
las elecciones de marzo de 1993, y en ausencia de una planificación nacional. Se des-
tinan alrededor de 12.960 millones de euros (BALME, 1994).

Por último, los actuales contratos de 4ª generación han sido firmados en 2000 con
una duración de seis años, siendo renovados durante 2003. Este contrato-plan com-
porta dos aspectos fundamentales: (a) las partidas destinadas a grandes equipa-
mientos, y (b) las destinadas al desarrollo local por medio de los nuevos contratos
de aglomeración, villa y pays, previstos tras los últimos cambios legislativos.

De los 19.145 millones de euros que se destinan por parte del Estado en estos con-
tratos de cuarta generación, la partida más importante corresponde a los tres obje-
tivos prioritarios marcados por el Gobierno de Jospin: lucha contra el desempleo,
puesta en marcha de un desarrollo de carácter durable y sostenible, cohesión terri-
torial y reducción de las desigualdades sociales (que en su conjunto suman los
12.518 millones de euros). En segundo lugar, otros 2.945 millones se destinan a sa-
tisfacer las necesidades específicas de las Regiones; finalmente, 2.209 millones se
consagran a grandes proyectos de infraestructuras.

A pesar de todo, el Estado francés conserva la responsabilidad última en la política
económica, social y de defensa del empleo, aunque las Regiones participen con el
centro en la ejecución del Plan Nacional. Teniendo en cuenta que los Contratos de
Plan son una síntesis entre el Plan Nacional y el Regional, la posibilidad y capacidad
de las regiones de negociar con el Estado ha favorecido el establecimiento de toda
una red de relaciones, contactos y negociaciones entre los actores políticos de las
administraciones territoriales por una parte, y los actores sociales y económicos de
las regiones por otra, contribuyendo en gran medida a la consolidación de esta uni-
dad sub-estatal (BALME, 1994).

Finalmente, además de por esta cuestión, la vocación económica de las regiones va
a acentuarse gracias a las competencias que acumula en materia de ayuda financie-
ra a empresas privadas, desarrollo local y ordenación del territorio, formación pro-
fesional y aprendizaje (MOREAU, 1999)

2.2. La nueva gobernación territorial

A finales de los noventa, las formaciones progresistas en el poder, de la mano del Pri-
mer Ministro Lionel Jospin, son protagonistas de una nueva dinámica de reordena-
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4 Distribuyéndose estas cantidades en las partidas siguientes: empleo y desarrollo (1.384 millones el Estado y
1.053 las regiones); formación e investigación (1.413 frente a 1.318 millones); infraestructuras de comuni-
cación (4.138 frente a 3.902 millones); programas concertados de ordenación del territorio (1.826 millones
de Estado frente a 1.104 millones de euros aportados por las Regiones).



ción territorial, que, aunque no afecta a las colectividades territoriales, pretende
hacer frente a la compleja realidad estatal caracterizada por la importancia cuanti-
tativa del escalón municipal.

La gran cantidad de municipios existentes en Francia (36.000, superando la suma de
los municipios del resto de países de la Europa de los 12) obliga a la Administración
a incentivar la fusión de las comunas por una parte y la cooperación inter-comunal
por otra. En el primero de los casos, bien de forma voluntaria, o bien impuesta, va-
rios municipios se unifican en una sola entidad administrativa. En el segundo de los
casos, las comunas (municipios) existentes se conservan, pero los poderes públicos
les permiten cooperar de la manera más funcional posible. Las posibilidades son
bastante amplias en este último modelo, pero todas ellas presentan dos característi-
cas: las comunas agrupadas persisten como colectividades locales, y el marco jurí-
dico utilizado en su unificación es el de establecimiento público.

Entre las fórmulas de cooperación intercomunal destacaremos aquellos mecanis-
mos aplicados a lo largo de nuestro período de estudio en el País Vasco: (a) los sin-
dicatos intercomunales de vocación única o múltiple, (b) las aglomeraciones y (c)
el pays.

– La agrupación de municipios en un Sindicato Intercomunal permite la coopera-
ción entre varios municipios vecinos o limítrofes en una asociación destinada a ha-
cer posible la realización de una obra, o el funcionamiento de un servicio que ex-
cede por su amplitud –o costo– los medios de los que dispone cada una de las
unidades locales. Este sindicato asume la figura administrativa de establecimiento
público de vocación única (SIVU) –en caso de que el objeto sea uno– o de vocación
múltiple (SIVOM) –en caso de que el agrupamiento trate de responder a varias cues-
tiones–. El nivel de competencias del sindicato va a depender de los deseos de las
comunas que lo constituyen y de las transferencias con las que lo doten. De esta for-
ma, el marco competencial está sujeto a posibles ampliaciones, pero siempre den-
tro del objeto para el cual se ha puesto en marcha la agrupación. Si las comunas de-
seasen extender las funciones del sindicato a nuevos dominios, se verían obligadas
a constituir una nueva asociación. Por otra parte, se entiende que las competencias
transferidas a estos órganos correspondan a cuestiones de interés municipal. Final-
mente, su composición se determina sobre la base de una estricta igualdad, ya que
cada comuna tiene dos delegados designados por su respectivo consejo municipal;
y, en tanto que establecimientos públicos, gozan de autonomía financiera a través
de presupuestos propios (LEURQUIN, 1998).

– El Distrito Urbano –actualmente Aglomeración– constituye un tipo de agrupa-
miento de municipios que se diferencia de los sindicatos en dos aspectos: está diri-
gido a entornos fundamentalmente urbanos, y su integración institucional es mayor
que la que suponen las fórmulas sindicales. De esta forma, cada Distrito dispone de
unas competencias mínimas, por transferencia obligatoria de ciertas de las atribu-
ciones de las comunas que lo constituyen. Además, deja de regirse por las reglas de
unanimidad e igualdad. Los Distritos se transforman en Aglomeraciones con la Ley
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nº 99-533 del 25 de junio de 1999 (que modifica la legislación existente, oficializa-
da en la Ley nº 95-115), en la que se señala que «aquellos dominios urbanos que
cuenten con más de 50.000 habitantes formados por una o varias comunas de
más 15.000 (...) podrán elaboran un proyecto de aglomeración» (Ley nº 99-533).

Este proyecto determina las orientaciones que fija la institución en materia de de-
sarrollo económico, de cohesión social, de ordenación, de urbanismo, de transpor-
te, y de política medioambiental y gestión de recursos. Para la elaboración del pro-
yecto se debe poner en marcha un Consejo de Desarrollo compuesto por
representantes de los medios económicos, sociales y culturales. Este organismo tie-
ne un carácter consultivo en todas las cuestiones relativas a la Aglomeración, fun-
damentalmente en materia de ordenación y de desarrollo. Paralelamente, el Pro-
yecto de Decreto del 6 de junio de 2000 establece en el artículo 4 que la
Aglomeración dispone de capacidad contractual con el Estado en el marco de los
Contratos Estado-región (PD, 2000a). Este sistema abre la puerta, por vez primera,
para que un escalón administrativo infra-departamental mantenga posibles relacio-
nes intergubernamentales con otros niveles de la Administración, de manera que las
redes de ordenación territorial se abren a actores que carecen de rango constitu-
cional. En este sentido, la Aglomeración Bayona-Anglet-Biarritz (BAB) participa jun-
to a los otros niveles de la administración en la negociación del Contrato de Plan Es-
tado-Región de Aquitania de 2000.

2.2.1. Las leyes sobre los pays-es

La necesidad de ordenación del territorio, y la obligación de dar una respuesta ade-
cuada a espacios que combinan entornos rurales y urbanos con una determinada co-
hesión y una similitud de intereses específicos que no se ven plasmados en ningún
espacio institucional, ha posibilitado que las autoridades francesas exploren nuevas
vías de estructuración administrativa5. Así la Ley 95-115 de Orientación para la Or-
denación del Territorio (4 de febrero de 1995), introduce un nuevo concepto: el de
pays. El pays expresa una comunidad de intereses económicos y sociales, así como,
en su caso, una instancia garante de las solidaridades recíprocas entre la ciudad y el
medio rural. Este pays debe presentar una cohesión geográfica, cultural, económica
y social (LASAGABASTER, 1999). Posteriormente, la modificación legislativa de 1999
(Ley Voynet n.º 99-533 del 29 de junio) transforma este nivel administrativo en un «es-
pacio de proyectos», al establecer la posibilidad que de que cada pays diagnostique
su situación y plantee las medidas que considera necesarias para su desarrollo.

En este sentido, el artículo 22 de la ley de 1999 establece que «cuando un territo-
rio presente una cohesión geográfica, cultural, económica o social, puede ser re-
conocido a iniciativa de los municipios o de los agrupamientos existentes» como
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un pays. Al igual que en el caso de las Aglomeraciones, el pays debe elaborar una
«Carta de pays» –en colaboración con los Departamentos y Regiones interesadas–,
en la que se tomen en cuenta las dinámicas locales ya organizadas y orientadas ha-
cia el desarrollo de ese espacio. Esta carta, que debe ser adoptada por las comunas
y agrupamientos existentes, tiene el objetivo, entre otros, de reforzar las solidarida-
des recíprocas entre el medio urbano y el rural. Para poner en marcha estas medi-
das se establece la creación de un Consejo de Desarrollo constituido por los dife-
rentes actores sociales, culturales, políticos y económicos.

Esta ley, tras señalar que es el Estado quien mantiene –junto al resto de colectivida-
des territoriales y agrupaciones– el papel de coordinador de la acción en favor del
desarrollo territorial en cada pays, y tras apuntar que este marco será tenido en
cuenta a la hora de establecer la organización de los servicios públicos, clarifica los
pasos necesarios para que esta estructura sea capaz de concluir Contratos Particu-
lares. Así, cada pays debe constituirse en forma de Sindicato Mixto, o bien crear una
Agrupación de Interés Público de desarrollo local, con lo que pasaría a ser conside-
rado como persona moral de derecho público con autonomía financiera. Por otra
parte, la apuntada preponderancia de la autoridad estatal queda clara, ya que «su
convención constitutiva debe ser aprobada por la autoridad administrativa
competente. Esta regula la organización y condiciones de funcionamiento de es-
tas agrupaciones. Ella determina, igualmente, las modalidades de participación
de los miembros en las actividades de la agrupación (...)» (Ley n.º 99-533).

Posteriormente, el proyecto de decreto del 07/2000 (PD, 2000b) establece que los
contratos que permitan la puesta en marcha de las directrices apuntadas en las Car-
tas de pays deben asentarse en una propuesta plurianual de acciones y de anima-
ción elaborado en colaboración con el Estado, la Región, y en su caso, los Departa-
mentos interesados. Este programa debe ser conforme a las orientaciones
fundamentales y a las prioridades definidas en la «Carta del pays». A su vez, los con-
tratos deberían precisar: (a) las modalidades de organización de los servicios públi-
cos tomando en cuenta la delimitación del pays; (b) los medios de intervención y fi-
nanciación plurianuales que cada firmante prevé consagrar para sostener la acción
del pays; y (c) los principios de coordinación definidos por los firmantes para velar
por la coherencia de sus acciones en el territorio del pays. Paralelamente, el con-
trato es completado por medio de convenciones particulares que precisen las me-
didas para la puesta en marcha de las acciones previstas.

Esta configuración de los pays-es, en definitiva, presenta una serie de rasgos nove-
dosos en relación con la tradicional estructuración administrativa francesa. Por una
parte, el proceso de redacción de la «Carta de pays» requiere de una elaboración par-
tenariada entre los representantes de la sociedad civil y los cargos electos por una
parte, y entre estos últimos y el Estado por otra. De esta forma, el diagnóstico de la
realidad y el planteamiento de las soluciones a los problemas deben realizarse de for-
ma consensuada entre la sociedad civil (actores socio-profesionales, culturales, aso-
ciaciones) y el cuerpo electivo en el marco de los Consejos de Desarrollo (LEUR-
QUIN: 1999 y 1998). Se establece, por tanto, una dinámica ascendente (bottom-up)
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que partiendo del territorio en concreto debe ser asumida por las diferentes autori-
dades estatales, las cuales estudian, adoptan y/o modifican estos «esquemas de or-
denación». En un segundo momento, y dentro de una filosofía descendiente (top-
dowm), estas mismas autoridades deben garantizar la puesta en marcha de las
medidas contempladas, financiándolas a través de los Contratos de Plan Estado-Re-
gión. De esta forma, se obliga a un proceso de concertación entre los representan-
tes del pays y los del resto de colectividades territoriales. En segundo lugar, la pues-
ta en marcha de esta institución se presenta como una alternativa de solución viable
a las crecientes disparidades entre el mundo rural y el urbano. En efecto, las formu-
las inter-comunales puestas en marcha no habían sido capaces de garantizar una mí-
nima complementariedad entre estos dos ámbitos, bien por su carácter sectorial,
bien por el mayor peso que en éstas cuentan las grandes ciudades. Sin embargo, las
directrices marcadas para la elaboración de las «cartas de pays» hacen espacial hin-
capié en la necesidad de garantizar la solidaridad recíproca entre el campo y la ciu-
dad. Por otra parte, la existencia de contratos de Aglomeración específicos debería
servir para garantizar la implementación de políticas de ordenación e integración
del mundo rural en el seno de cada pays.

A pesar de todo, la puesta en marcha de estas instituciones presenta una serie de
elementos conflictivos que deben ser tenidos en cuenta.

El primer lugar debe destacarse la suspicacia que puede provocar entre los cargos
electos la necesidad de concertar las políticas públicas junto a los representantes de
la sociedad civil. De hecho, en muchas ocasiones, los electos van a reclamar su ex-
clusividad en la representación de la sociedad al definirse como «los únicos legiti-
mados democráticamente por medio de las elecciones» (LEURQUIN, 1999).

Íntimamente relacionado con lo anterior está la configuración jurídica de los pays-
es, que para poder mantener una relación contractual deben constituirse, bien bajo
la forma de Agrupación de Interés Público, o bien como Sindicato Mixto. Con ello,
el pays se configura como una institución híbrida que podría pasar a convertirse en
el futuro en una nueva colectividad (BUJADOUX, 1999) a añadir a la compleja es-
tructura existente (Estado, Región, Departamento, Comuna, Territorios de Ultra-
mar,...). De la misma forma, y debido a ciertas ambigüedades en su configuración,
podría verse abocada al fracaso si no se logra garantizar la puesta en marcha de los
esquemas de ordenación propuestos.

En efecto, y como tercer problema, debemos señalar la nula capacidad de imple-
mentación que presentan, ya que como señala la Ministra Voynet «el pays no tiene
la vocación de convertirse en órgano de ejecución y de control de la puesta en
marcha de las medidas (entendemos que las previstas en las «Cartas de pays»), sino
más bien la de servir de marco de consulta e impulso» (citado en CASCALÈS,
1999). Por ello, esta estructura se convierte en el marco para la puesta en marcha
de unas policy networks de las que forman parte el conjunto de actores sociales, po-
líticos, económicos y culturales de un determinado territorio. Sin embargo, su ca-
pacidad se ve limitada a las fases de diagnóstico, proposición de alternativas y eva-
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luación de las políticas públicas (JONES, 1984). En consecuencia, la policy network
cede paso a otras instituciones públicas y privadas en la fase de implementación, re-
servándose únicamente el papel de órgano consultivo, con lo que las virtualidades
del aludido partenariado quedan fuertemente limitadas.

Como veremos, la aplicación de esta nueva figura administrativa en Iparralde posi-
bilita el reconocimiento del marco de acción del Consejo de Desarrollo y Consejo
de Electos, redes que dinamizan la política pública de ordenación territorial. Sin em-
bargo, la constitución de estos dos organismos (o policy networks) entre 1994 y
1995 –por lo tanto, anterior al reconocimiento del pays País Vasco en 1997– permite
una estructuración particular y pionera en el Estado debido a la complementación
del Consejo de Desarrollo previsto en la ley con otro consejo formado por repre-
sentantes electos. Ambos órganos para-institucionales redactan en 1997 el Esquema
de Ordenación y de Desarrollo Territorial del País Vasco (la «Carta de pays» prevista
en la ley), iniciándose unas ricas relaciones intergubernamentales que concluyen
con la financiación de estos proyectos, primero en el Contrato de Plan Estado Re-
gión de Aquitania, y sobre todo con la firma de un Convenio Específico País Vasco.

El prematuro inicio de la política pública, previo a la delimitación territorial del País
Vasco en forma de pays, o la concreción pionera de una network bicéfala no prevista
en la legislación denotan la especificidad de la dinámica que analizamos. En este sen-
tido, el territorio vasco sirve de laboratorio en el que se experimenta desde 1992 un
modelo que es legislado para Francia entre 1995 y 1999. Sin embargo, la especificidad
de la dinámica se observa también en las características de las relaciones entre la Ad-
ministración y los organismos locales, de forma que los modelos de contractualización
(Convención de Desarrollo de 1997, Contrato de Plan de 2000, y Convención Especí-
fica de 2000) se realizan, nuevamente, al margen de la norma.

2.2.2. La singularidad del País Vasco

En este sentido, Iparralde sirve de campo de pruebas entre 1992 y 1997 para expe-
rimentar la nueva filosofía de desarrollo ascendente (bottom-up), fundamentada en
la concertación social y política que está en la base de las leyes sobre los pays-es de
1995 y 1999. Pero la dinámica de dicho territorio, sin embargo, presenta una serie
de elementos diferenciales respecto a lo que posteriormente es legislado para el res-
to del Estado:

a) Al Consejo de Desarrollo de la Ley de 1999 se une en el caso vasco un Consejo
de Electos (creados en 1994 y 1995 respectivamente), que si bien surge para li-
mitar las suspicacias de los políticos, en la práctica dota de mayor legitimidad y
poder de representación al pays País Vasco en comparación con el resto de pays-
es de Francia.

b) Los sistemas de contractualización que se aceptan en el caso vasco no cumplen
con las exigencias establecidas en la legislación, ya que no se considera necesa-
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ria la creación de una Agrupación de Interés Público o un Sindicato Intercomu-
nal. De esta forma, el Consejo de Electos, una asociación privada regulada por la
Ley de 1901 –con la misma entidad jurídica que un grupo de danzas o una aso-
ciación micológica–, sin embargo, goza de capacidad de negociación, represen-
tación y contractualización en nombre del País Vasco.

c) La «Carta de Pays» de la legislación de 1999 asume una dimensión más general
en el País Vasco desde 1997, y trasciende la lógica sectorial de lo previsto por la
ley. En este sentido, el Esquema de Desarrollo presenta un carácter multidisci-
plinar, multi-sectorial, que nos obliga a identificar nuestro caso de estudio como
una macro-política pública (AHEDO, 2003). En definitiva, la amplitud de las pro-
puestas contempladas en el Esquema fuerza a implementar sistemas de contrac-
tualización específicos.

En consecuencia, el pays País Vasco es a su vez ejemplo y excepción. Ejemplo, ya
que sirve para experimentar lo que se legisla posteriormente; excepción, ya que se
asume la especificidad local, sobre todo teniendo en cuenta la existencia de una rei-
vindicación paralela, muy ligada a la política pública, a la que no es ajena el Estado.

En definitiva, con la constitución de la red bicéfala conformada por un Consejo de
Desarrollo supeditado estatutariamente al Consejo de Electos, se erige un complejo
sistema de gobernación en el que interactúan la totalidad de representantes socia-
les, políticos, culturales y administrativos del País Vasco, participando todos ellos en
el diseño consensuado de las políticas públicas. Sin embargo, estas estructuras ca-
recen de capacidad para implementar las propuestas que definen. No estamos, por
tanto, ante organismos descentralizados tradicionales, con su propio ejecutivo, pre-
supuesto y capacidad de intervención.

En última instancia, al modelo de gobernación de este territorio le falta una exis-
tencia institucional propia; un elemento que mediatiza el debate y las propuestas de
la política pública. Sin embargo, y antes de entrar en esta cuestión, resulta intere-
sante analizar los resultados de la estrategia de gobernación que se inicia en 1992.
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3. La territorialización de las políticas 
públicas y la gobernación 
en el País Vasco

Como veremos a continuación, desde 1992 se observan dos dinámicas comple-
mentarias en el análisis de las políticas públicas de desarrollo. Por una parte, en Ipa-
rralde se edifica un complejo sistema gubernativo que concita en diferentes estruc-
turas los esfuerzos de los electos, técnicos y representantes de la sociedad civil.
Desde esta perspectiva, el Consejo de Desarrollo y el Consejo de Electos, además
del Consejo de la Lengua o los diferentes organismos implementadores de las estra-
tegias de desarrollo (maîtres d´ouvrage publiques), concretan un sistema de go-
bernación sui generis que sirve de modelo a todo Francia. Pero, además de éste,
existe un segundo eje que se traba con el anterior, determinando el contenido de
las políticas que se diseñan e implementan desde estas redes. Así, todas las políticas
públicas que son dinamizadas en el País Vasco desde 1992 se asientan en una lógi-
ca territorial vasca que nos permite constatar la asunción por parte de todos los
actores de este territorio como marco de intervención preferente, más allá de su ins-
titucionalización o falta de reconocimiento administrativo.

3.1. Redes de cuasi-institucionalización

Ya hemos analizado en trabajos precedentes la arquitectura que se pone en marcha
en el País Vasco a partir de 1992 (AHEDO, 2003). Como vimos, tras un análisis pros-
pectivo consensuado por un centenar de actores, en el informe Pays Basque 2010,
se presentan hasta seis escenarios de futuro, sobre la base de los cuales se propo-
nen una serie de juegos de hipótesis en diferentes materias. Resultado de ello es la
presentación de seis propuestas de desarrollo cuasi-institucional, entre las que se
contempla la puesta en marcha de una red bicéfala conformada por un Consejo de
Desarrollo representativo de la sociedad civil y un Consejo de Electos que aglutina-
se a la totalidad de cargos políticos de este territorio.

Entramado dual que se fundamenta en un reparto jerárquico de los papeles: «una
función de movilización de los actores socio-profesionales, culturales y asociati-
vos; una función de elaboración de recomendaciones en torno a los grandes ejes
del desarrollo» para el primero; y «la coordinación inter-institucional de los Elec-
tos, destinada a constituir una fuerza de proposición en intervención ante las
administraciones» para el segundo (CDPB, 1998).

Si se examina la lógica de esta política de cuasi-institucionalización territorial, se
constata que la fase de toma de decisiones está condicionada por las pautas de in-

33

Soziologiazko Euskal Koadernoak / Cuadernos Sociológicos Vascos18



clusión y exclusión de temas a introducir en la agenda, generadas por las relaciones
de poder. En este sentido, la omisión de la opción departamental del debate –en un
primer momento– es un ejemplo de «no-decisión» consensuada por todos los acto-
res, incluidos los nacionalistas, en aras de alcanzar un consenso mínimo sobre el ob-
jetivo último: garantizar el futuro del País Vasco.

3.1.1. El Consejo de Desarrollo del País Vasco

Se crea en julio de 1994 como asociación privada por la Ley de 1901. Sus objetivos
son contribuir al desarrollo del País Vasco, intervenir en la ordenación del territorio
e impulsar la cooperación transfronteriza. Pero su configuración jurídica limita sus
posibilidades. Estas se reducen a hacer estudios, dar a conocer proyectos de desa-
rrollo, proponer orientaciones y formular puntos de vista sobre proyectos y deci-
siones. Su papel de dinamizador y asesor le confina a las fases 1ª, 2ª –identificación
del problema y formulación de soluciones– y 5º –evaluación– de la macro-política
pública de la ordenación territorial6. En este sentido, su peso específico y legitimi-
dad, dependen de la permeabilidad de las distintas administraciones para imple-
mentar sus propuestas.

Su composición interna trata de garantizar la representación de la sociedad vasca
por medio de un sistema de delegación colegiada contando con 15 cargos políticos
elegidos por el Consejo de Electos7; 30 para el colegio de las Actividades Económi-
cas y Sociales; 20 en el de Enseñanza, Formación y Cultura; 15 representantes del
Estado, Región y Departamento en el colegio de la Administración; 12 Personalida-
des Cualificadas (CDPB, 1994); y 5 miembros de derecho.

Esta composición, además de cuestiones cuantitativas sobre la presencia de electos
o representantes de los diferentes sectores de la sociedad civil, refleja una nueva co-
rrelación de fuerzas. Así, en un primer momento van a ser mayoría los miembros de
la dirección que, de una u otra forma, muestran una trayectoria cercana a las ideas
del vasquismo en este territorio; lo que supone la integración de un movimiento
que hasta ese momento se había visto vetado en el acceso a los círculos de decisión
por su debilidad política. Por contra, su fortaleza en el ámbito cultural, social y eco-
nómico explica la elección de Ramuntxo Camblong como Presidente del CDPB.
Pero este hecho, ni va a evitar los obstáculos y limitaciones iniciales del Consejo, ni
va a conseguir que las formaciones nacionalistas8 apoyen explícitamente la dinámi-
ca: EMA rechaza contundentemente el proyecto; Euskal Batasuna y Enbata prestan
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6 La mayoría de las propuestas de análisis contempladas desde el aparato teórico que estudia las políticas pú-
blicas como proceso, diferencian 5 etapas en una lógica no lineal: identificación del problema, presentación
de alternativas, toma de decisiones, implementación, y evaluación (JONES, 1984).

7 Sus primeros miembros fueron seleccionados por el Biltzar de Alcaldes, ya que la constitución del CEPB es
más tardía (1995).

8 Ligadas en este territorio a la izquierda abertzale –entendida no tanto desde un punto de vista organizativo,
como simbólico (ZALLO, 2001:12)–. Por su parte, el nacionalismo tradicional (PNB, EA) tiene una implan-
tación tardía y un débil peso organizativo y electoral.



un apoyo tímido al Consejo de Desarrollo, mientras que critican el de Electos. Sin
embargo, a medida que pasa el tiempo, la dirección de este órgano de concertación
empieza a vincular la macro-política pública de desarrollo con la demanda de insti-
tucionalización, que para esas fechas comienza a asentarse como eje fundamental
del debate político en el País Vasco; lo que, como veremos, provoca en parte una
crisis en el CDPB a finales de 1997.

3.1.2. El Consejo de Electos del País Vasco

Este órgano se constituye también, pese a la propuesta inicial que planteaba un mar-
co jurídico público, como una Asociación de derecho civil regulada en la Ley de ju-
lio de 1901. Sus objetivos son (a) la elaboración, a escala de Iparralde, de un pro-
yecto de territorio y un Esquema de Ordenación; y (b) constituir una fuerza de
proposición de iniciativas ante el Consejo General, el Consejo Regional, el Gobier-
no francés o la Unión Europea.

A este respecto, le corresponde al Consejo de Electos la negociación de las medidas
(propuestas por el CDPB) con los diferentes niveles de la Administración pública,
ocupando una posición determinante en las relaciones intergubernamentales. Pero,
nuevamente, sus estatutos no reconocen un poder de implementación, con lo que
su labor se limita al ejercicio de loobying ante los niveles políticos ejecutores: ins-
tituciones locales, departamentales, regionales y estatales, o colectivos privados.

Este CEPB está formado por los 21 consejeros vascos de los 52 que conforman el
Consejo General de los Pirineos-Atlánticos, por los Consejeros Regionales, Diputa-
dos, Senadores y parlamentarios vascos en Europa; y por un colegio de alcaldes for-
mado por 36 representantes del Biltzar (Asamblea de Alcaldes). Por su parte, su
Consejo de Administración se constituye por 20 miembros (2 delegados de Zube-
roa, 2 de Baja-Navarra, 2 de Lapurdi, 2 de la costa vasca, 6 consejeros generales, 2
regionales y 4 parlamentarios). El consejo de Electos elige como Presidente en su
primera reunión a J.J. Lasserre (a su vez Vicepresidente del Consejo de Desarrollo y
actual Presidente del ejecutivo departamental) (CEPB, 1995)9.

En su segunda reunión de trabajo (1996), encarga al Consejo de Desarrollo la reali-
zación del Esquema de Ordenación y de Desarrollo Territorial, lo que consolida una
división del trabajo entre ambos órganos para-institucionales en base a la cual le
compete al CDPB la reflexión, el intercambio de ideas, y el encuentro de actores; y
al CEPB la responsabilidad de la puesta en marcha de las propuestas, ya que a fin de
garantizar su implementación, debe negociar y obtener partidas de los fondos des-
tinados a políticas sectoriales de los Consejos General y Regional, del Contrato de
Plan Estado-Región, de las partidas nacionales destinadas a la ordenación y al desa-
rrollo del territorio, y de los Fondos Estructurales Europeos.
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Con este encargo de elaboración del Esquema se pone fin a la sub-política de cua-
si-institucionalización, y comienza una segunda etapa en la que estos Consejos
retoman las fases 1ª, 2ª y 5ª de las políticas públicas (JONES, 1984) –identifica-
ción del problema, formulación de soluciones, y evaluación–, y más concreta-
mente de la macro-política de ordenación territorial del País Vasco (AHEDO,
2003).

Esta segunda dinámica –que denominamos «Lurraldea» (AHEDO, 2003), destacando
la importancia del documento del mismo nombre que sienta las bases de la redac-
ción del Esquema– está marcada por las dos orientaciones del proceso decisional de
toda política pública: top-down y bottom-up. De forma que a la presión ascendente
de las networks hacia las autoridades le corresponde otro proceso descendente de
las instancias centrales al ámbito local, y que se concreta en dos medidas en 1997:
la creación de la figura del pays como fórmula administrativa, y la firma de un Con-
venio de Desarrollo en 2000.

3.2. Los primeros instrumentos 
de territorialización de las políticas
publicas en Iparralde

Como hemos presentado en la introducción de este capítulo, el modelo de gober-
nación que se pone en marcha en el País Vasco se asienta sobre una lógica caracte-
rizada por la territorialización de las políticas públicas. Así, el País Vasco es un es-
pacio unificado en los discursos y las prácticas de los actores, que le diferencian del
resto del departamento a la hora de diseñar e implementar las estrategias de desa-
rrollo. Más allá de su inexistencia institucional, este territorio es el marco de inter-
vención de los organismos locales y la administración. Indudablemente, esta reali-
dad se explicita de forma clara con la firma de la Convención Específica (como su
nombre indica), por una parte, y en las estrategias sectoriales que presentaremos en
el próximo apartado, por otra. A pesar de todo, y antes de avanzar en esta tarea, cre-
emos que es necesario describir el marco desde el que se explica esta territorializa-
ción de las políticas de desarrollo en Iparralde.

3.2.1. El Esquema de Ordenación

Como hemos señalado, una vez constituidas las dos redes cuasi-institucionales res-
ponsables de la definición de las estrategias de desarrollo y ordenación del territo-
rio, los actores del País Vasco consensúan un proyecto de futuro que es asumido por
las colectividades territoriales (Estado, Región, Departamento).

El Esquema, que es presentado por el Consejo de Desarrollo en 1996 para su re-
frendo en el Consejo de Electos, contiene dos documentos –orientaciones genera-
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les y las declinaciones operacionales– que se sustentan sobre un texto de síntesis
que recoge las prioridades delimitadas en la etapa anterior.

Este informe «Lurraldea» es elaborado en septiembre de 1995 por Peio Olhagaray, en
representación del CDPB, y refrendado por el Biltzar de Alcaldes y el Consejo de
Electos como escenario para la elaboración del Esquema a comienzos de 1996. Los
ejes del documento descansan sobre el concepto de alianza: entre la cultura y la mo-
dernidad; entre la aglomeración urbana (BAB) y el espacio rural; y entre la apertura
y la colaboración, favorecida por la posición estratégica de Iparralde en las redes eu-
ropeas y por enclavamiento en el territorio de una futura Euro-región atlántica (OL-
HAGARAY, 1998).

Sobre las bases de este texto, las «declinaciones generales» del Esquema destacan
la visibilidad del País Vasco, la importancia de su identidad (paisajística, cultural,
lingüística) como factor de desarrollo, su posición geográfica singular (propicia
para las relaciones transfronterizas), y la polivalencia de su actividad económica.
Pero –y con ello comienza la auto-evaluación del CDPB respecto a sus propias li-
mitaciones– el Documento señala una serie de deficiencias derivadas de la natu-
raleza del proceso y de los límites de la network. Las orientaciones remiten a
competencias que son propias de otras instituciones: la puesta en marcha del Es-
quema requeriría, en opinión del CDPB –refrendada posteriormente por el CEPB,
con la aceptación del documento–, «la constitución de una organización de
implementación propia». La complejidad del proceso y la necesidad de una di-
namización de conjunto exigen, según sus redactores, un dispositivo técnico
permanente capaz de poner en marcha y realizar el seguimiento del Esquema
(dispositivo que debería ser el propio Consejo). Así mismo, se sugiere la necesi-
dad de una contractualización unificada que aglutine a los distintos socios de la
esfera pública: haría falta, pues, un Contrato Marco único que sería presentado
por el Consejo de Electos a las instituciones estatales, regionales y departamen-
tales (CDPB, 1996). Finalmente, las «declinaciones operacionales» delimitan (a)
cerca de 100 propuestas concretas –infraestructuras, formación, ordenación cul-
tural y lingüística, bienestar y vivienda, desarrollo económico, y medio-ambien-
te-; (b) los recursos materiales y económicos necesarios para su puesta en mar-
cha; y (c) la responsabilidad de implementación10 (CEPB, 1997).

El Esquema es aprobado en septiembre de 1996 por la Asamblea General del CDPB,
y refrendado en marzo de 1997 por el CEPB, con lo que se cierra un ciclo basado en
la acción concertada entre los responsables políticos y los actores de la sociedad ci-
vil que había movilizado a más de 450 personalidades del territorio. Sin embargo, el
Proyecto carece de función reglamentaria, con lo que debe esperarse a la firma de
un Convenio Específico por parte de las autoridades para que puedan ser imple-
mentadas las medidas propuestas.
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3.2.2. La Convención de Desarrollo, la creación del Pays País
Vasco y el Contrato de Plan Estado-Región 
de Aquitania

Estos actos autoritarios administrativos, inscritos en la dinámica top-down se cir-
cunscriben en la tercera fase –la de la toma de decisiones– de la política de ordena-
ción, que por definición pertenece a las autoridades. Pero, en este período se pro-
duce una rica interacción entre el mencionado enfoque jerárquico descendente y el
que parte de la base (bottom-up) en la dirección de los procesos decisorios. Así, el
País Vasco se convierte para las autoridades en el campo de pruebas de su política
de Ordenación Territorial en toda Francia, siendo la dinámica iniciada en 1992,
como hemos visto, un experimento pionero sobre el que se sustenta posterior-
mente el aparato jurídico de la ley 99-533.

En la dimensión ascendente, el CEPB debe negociar con las diversas autoridades es-
tatales, regionales y departamentales (y en su caso, las comunitarias) la aceptación
del Esquema y la concesión de ayudas que permitan su realización, iniciándose una
especial dinámica de relaciones intergubernamentales entre las instituciones terri-
toriales y una entidad privada. Sin embargo, la dinámica reactiva del Estado ante los
diferentes actores locales retro-alimenta la exigencia de respuesta hacia las autori-
dades, reforzando, de forma paralela, la posición de aquellos sectores que a pesar
de participar –dinamizando– la política pública, tratan de superar sus límites con la
apuesta por la creación de un departamento Pays Basque. Analicemos, pues, este
proceso complementario y contradictorio.

1. Tras la aceptación del Esquema en el departamento y la región, a finales de
1997 este documento también es asumido por el Gobierno, reunido en el Comi-
té Interministerial de Ordenación y Desarrollo del Territorio (CIADT) –habida
cuenta del carácter multi-disciplinar del Proyecto–. De esta forma, el 15 de di-
ciembre se firma la Convención para el Desarrollo del País Vasco –útil contrac-
tual que no había sido utilizado anteriormente–, por la cuál el Estado se com-
promete a entregar 4,3 millones de euros para implementar una parte de las
medidas contempladas en el Esquema (patrimonio y acciones culturales, infraes-
tructuras, enseñanza universitaria, agricultura y pesca). Sin embargo, la escasez
de las subvenciones en relación con las partidas previstas en el Esquema y, sobre
todo, la falta de consideración de temas sensibles como la cuestión lingüística,
genera un cierto rechazo de los actores políticos, sociales, y fundamentalmente
culturales.

En consecuencia, tras más de tres años de trabajo concertado se consolida un im-
portante sentimiento de frustración entre la mayor parte de los representantes
de la network local, que se une a un contexto marcado por la punta movilizado-
ra institucional de los actores departamentalistas; con lo que a comienzos de
1998 colisionan frontalmente dos concepciones de la política de desarrollo en el
seno del Consejo: una primera –representada por la dirección del CDPB (con su
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presidente R. Camblong11 a la cabeza), y mediatizada por los actores departa-
mentalistas– que apuesta por la superación de los límites del proceso; una se-
gunda postura –vanguardizada por los representantes del Estado y los grandes
electos, cuya más clara figura es el Presidente del CEPB, J.J. Lasserre– que se rea-
firma en la diferenciación entre la política de desarrollo y el debate institucional.
Finalmente, la apuesta del primero de los sectores por optar a la dirección de la
CCI de Baiona posibilita un movimiento corporativo del mundo económico que
–unido a otros factores– se salda con la exclusión de Ramuntxo Camblong del Co-
legio socio-profesional, y en consecuencia de la dirección y presidencia del
CDPB (AHEDO, 2003)

Sin embargo, un acuerdo in-extremis entre ambos sectores posibilita la re-incorpo-
ración de los antiguos gestores departamentalistas al órgano de concertación, am-
pliándose el Consejo de Dirección con un colegio de miembros de derecho. A par-
tir de ese momento, la nueva dirección del CDPB (dirigida primero por J-C Iriart y
hasta fechas recientes por el director de la CCI, B. Darretche) a pesar de no ocultar
su posición favorable a la creación de un departamento12, va a desligar su acción del
debate institucional, remitiéndose al consenso fundador del proceso en 1992 –que
no abordaba la variable departamentalista como eje de la macro-política de desa-
rrollo–. En definitiva, la solución de la crisis trae consigo dos consecuencias con-
tradictorias: por una parte, produce un nuevo consenso que consolida las redes; y
por otra, comienza a visualizarse el hastío de los sectores culturales y vasquistas
–hasta ese momento los más dinámicos del proceso–.

2. Sobre la base de la Ley 95-115, se constituye en 1997 el pays País Vasco por or-
den prefectoral –tras la petición realizada por el Biltzar de Alcaldes primero y por el
CEPB después–. Con ello se permite la unificación administrativa del País Vasco por
primera vez en la historia, agrupándose el arrondissement de Baiona con los dos
cantones de Tardets y Maule, dependientes de la Sub-prefectura de Oloron. El Esta-
do y el Prefecto del Departamento, en definitiva, reconocen la cohesión geográfica,
económica, social y cultural del pays País Vasco como «espacio de proyectos», ade-
más de posibilitar un marco jurídico de contractualización posterior.

Pero esta medida despierta recelos en aquellos sectores que apuestan por el Depar-
tamento, que consideran que la cuasi-institucionalización tendría por objeto «des-
viar las verdaderas demandas de la sociedad» (D´ELISSAGARAY, 1997, AED,
2000). En efecto, no existe una verdadera institucionalización, ya que el pays no es
un órgano de ejecución de políticas públicas, sino un marco de consulta e impulso
de proyectos. De este modo, las limitaciones de los dos Consejos se trasladan a la
nueva situación: ni la creación del pays País Vasco en enero de 1997, ni las modifi-
caciones posteriores, garantizan capacidad de implementación de las políticas pú-
blicas.
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3. El periodo 1997-2000 va a ser en el que más claramente se visualizan los límites
del proceso puesto en marca a comienzos de los años 1990, ya que después de la
partida financiera contemplada en el CIADT, no se aporta ningún recurso suple-
mentario hasta la firma del Contrato de Plan Estado-Región de Aquitania en marzo
de 2000. En los primeros meses de este año, y habida cuenta de la profunda crisis
de legitimidad de las networks como consecuencia de la falta de respuestas por par-
te de la administración, el CDPB trata de desempeñar un importante trabajo de lobb-
ying, o de presión, ante el Consejo Regional. Finalmente, se consigue incluir en el
documento definitivo un apartado del Contrato de Plan que asume tres propuestas
del Esquema: desarrollo del puerto de Baiona, del campus de Baiona de la Universi-
dad de Pau y de los Países del Adour, y creación de un fondo regional de promoción
para las lenguas vasca y occitana. Partidas del Estado y la Región que deben ser com-
pletadas por el Departamento y la Aglomeración BAB (CPER, 2000). Sin embargo,
como veremos, inmediatamente surgen críticas de todos los sectores ante la insufi-
ciencia de las aportaciones, sobre todo –y nuevamente– en materia lingüística; lo
que provoca el recelo de los nacionalistas vascos, y fundamentalmente de Abertza-
leen Batasuna13.

4. Tras la firma de la Convención de Desarrollo se pone en marcha un Comité de Se-
guimiento dirigido por el Presidente de la Región aquitana y el Prefecto, junto con
algunos grandes electos (como N. Pery, ministra del Gobierno). En su reunión de
enero de 1999 el Comité resume la evolución de la situación: dos de las medidas
previstas en la Convención han sido finalizadas, 21 iniciadas, 4 a punto de ponerse
en marcha y 6 pendientes de definición. Sin embargo, el informe evaluador más
completo es presentado por el CDPB a mediados de 2000; desarrollando de esta for-
ma una de las competencias reconocida estatutariamente. De este documento se
desprende que dos años y medio después de la aceptación del Esquema sólo 8 de
las 94 propuestas han sido concretadas; 41 se encontraban en fase de estudio, 7 se
habían iniciado en parte, 12 se habían comenzado a poner en marcha pero se habí-
an detenido, y 26 no se habían iniciado. El balance realizado, sin embargo, es con-
tradictorio dependiendo de las materias: las relativas a la política lingüística son las
que peor se habían implementado –a juicio del CDPB– (sólo 1 se ha finalizado, 3 es-
taban en estudio, 3 iniciadas en parte, 1 detenida, y 5 no iniciadas); mientras que el
cuadro presentado en el apartado de formación o animación cultural era más posi-
tivo (CDPB, 2000).

En definitiva, las razones del cuestionamiento de la capacidad de estos dos Conse-
jos para garantizar el desarrollo local, compartidas no solo por los nacionalistas sino
por amplios sectores políticos y sociales, se asientan sobre varios elementos es-
tructurales y coyunturales a la política pública iniciada en los años 1990: (a) la am-
bigüedad de la Administración a la hora de hacer frente a los compromisos; (b) la
restringida capacidad de concreción de las propuestas, que queda en todo caso en
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manos de los electos regionales y departamentales, con lo que se refuerza lo que se
quería combatir: el poder de los notables; (c) la escasa «lógica territorial» que se ob-
serva en la propensión a implementar proyectos relacionados con la costa, relegan-
do las medidas de cohesión territorial que plantean la promoción del interior; y (d)
la insatisfacción de las demandas relacionadas con la lengua y cultura, que se en-
contraban en el origen del consenso que posibilitó la incorporación del ámbito na-
cionalista y cultural a la política pública. En definitiva, una amplia frustración que
impide disociar la inexistencia de perspectivas en la aplicación del proyecto de de-
sarrollo con la falta de reconocimiento institucional. De forma que la conclusión de
muchos actores es que la única posibilidad de garantizar el desarrollo del País Vas-
co pasa por la creación de un Departamento propio.

Este contexto de crisis de la política pública coincide temporalmente con la aper-
tura de la Estructura de Oportunidad Política (EOP) para el movimiento departa-
mental, lo que en última instancia explica la constitución del Llamamiento del 9 de
octubre, y el clímax movilizador que se alcanza en 1999. Sin embargo, la respuesta
del Estado no pasa por la institucionalización del País Vasco. Y tratando de desacti-
var las argumentaciones de los departamentalistas –que ligan el desarrollo a un hi-
potético departamento– las autoridades mueven ficha y tratan de reforzar el papel
del CDPB y el CEPB, concediendo importantes partidas para la puesta en marcha de
parte de las propuestas del Esquema de Ordenación. Así, a finales de diciembre de
2000, se firma la Convención Específica.
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Tal y como reza el texto de la Convención Específica, este documento se «inscribe en
el marco de las orientaciones definidas en 1997, y se estructura en torno a una se-
rie de operaciones que podrán ser objeto de contractualización» (CDPB, 2001:5). En
este sentido, esta Convención se circunscribe a los grandes objetivos que definen la po-
lítica pública de ordenación territorial: (a) hacer del País Vasco un territorio estratégi-
co en el espacio euro-regional, y (b) mantener y consolidar su cohesión interna.

Para cada una de las operaciones contempladas, la Convención indica un montante
presupuestario que los diferentes socios se comprometen a aportar para el periodo
2000-2006. Las instituciones financiadoras son el Estado, la Región, el Departamen-
to, el BAB y los demás órganos de implementación.

La firma de este contrato se realiza el 22 de diciembre de 2000, y la evolución de las
diferentes operaciones incluidas en la Convención son analizadas regularmente por
un Comité de Pilotaje del que forma parte el Prefecto de los Pirineos-Atlánticos, el
presidente del Consejo Regional de Aquitania, el del Consejo General, el de la Co-
munidad de Aglomeración Baiona-Anglet-Biarritz, y el del Consejo de Electos del
País Vasco. Las reuniones de ese Comité son preparadas por un Comité Técnico que
reúne al sub-prefecto de Baiona, la dirección de la delegación del Consejo General
en Baiona, el director adjunto encargado de desarrollo territorial del Consejo Re-
gional y el director del Consejo de Electos14.

En definitiva, la Convención Específica define 70 operaciones reagrupadas en 9
apartados que habían sido asumidos previamente por el CIADT: política lingüística,
cultura, medio ambiente, agricultura, pesca, industria y formación profesional, tu-
rismo, infraestructuras y urbanismo, dinámica transfronteriza.

El coste total de las operaciones alcanza los 400 millones de euros, y se comprometen
las siguientes partidas financieras: 31 millones por parte del Estado, 26 millones por el
Consejo Regional y 123 por el Consejo General de los Pirineos-Atlánticos. A su vez, la
participación del Estado, región y departamento es integral en aquellas operaciones en
las que sean maîtres d´ouvrage (organismos implementadores). Por el contrario, los
otros proyectos necesitan de una financiación suplementaria, a aportar por Europa, las
cámaras consulares, las comunas o los sindicatos de cooperación.

4.1. El contenido de la Convención

A continuación trataremos de presentar los proyectos que son asumidos en la Con-
vención Específica en cada uno de los ámbitos que acabamos de definir.

14 LSPB, 24-30 enero de 2003.



4.1.1. La lengua vasca

Tomando en cuenta la constatación del Esquema de Ordenación y Desarrollo en
1997, según la cual la política lingüística desarrollada hasta ese momento no había
posibilitado detener la tendencia a la marginación de la lengua vasca, el documen-
to que define el Proyecto de futuro para Iparralde en 2000 propone una serie de me-
didas asentadas sobre cinco parámetros: (1) desarrollar la enseñanza del euskera y
en euskera, (2) favorecer la utilización del euskera en los medios de comunicación,
(3) profundizar el conocimiento de la lengua vasca, (4) posibilitar su presencia en
la vida pública, y (5) crear un Consejo de la Lengua Vasca.

Sobre estas bases, y recogiendo en parte las preconizaciones de la Carta Europea de
las Lenguas Minoritarias, la Convención Específica propone una estructuración pú-
blica para la dinamización de la política de desarrollo lingüístico, asentada sobre tres
ejes:

a) El Sindicato inter-comunal de apoyo a la lengua vasca, que reagrupa al Estado, la
Región, el Departamento y la totalidad de municipios, y que tiene la función de
concreción de las bases de la política lingüística, movilización de todos los es-
fuerzos, y diseñando proyectos a poner en marcha.

b) En paralelo a este Maîtrise d´Ouvrage Publique (MOP) se prevé crear el Conse-
jo de la Lengua, que agruparía al conjunto de las instituciones y asociaciones,
con la función de coordinación de estos actores, seguimiento de la política lin-
güística, proposición de programas y evaluación de los avances.

c) Por último, en coordinación con el resto de socios, los Maîtres d´Oeuvres aso-
ciativos o públicos, serían los responsables de la implementación de las pro-
puestas contempladas en el Esquema, y que hubieran sido asumidas por la Con-
vención.

En definitiva, siguiendo la metodología de estructuración de las políticas públicas
aplicada desde mediados de la década de los noventa, se propone edificar un siste-
ma de intervención que pivota sobre tres vértices, posibilitando la toma de decisio-
nes, la proposición y la implementación. Un esquema triangular que reserva la pri-
mera de las funciones al cuerpo electivo, la segunda a un órgano de concertación
que agrupe a éstos, el tejido asociativo y los responsables de la administración, y la
tercera a los actores públicos o privados afectados por cada programa.

Sobre esta base, la Convención Específica propone 10 operaciones concretas: (1) la
creación del Consejo de la Lengua Vasca (CLB), (2) la sensibilización a favor del
aprendizaje de la lengua en la escuela, (3) el apoyo a acciones pre-escolares en eus-
kera, (4) la profesionalización de los responsables de la formación continua, (5) el
apoyo a los programas de investigación de Euskaltzaindia, (6) la creación del Centro
de Investigación de la Lengua Vasca, Iker, en Baiona, (7) la producción de material
pedagógico en euskera, (8) la dinamización de un proyecto común para las tres ra-
dios euskaldunes y la promoción de un programa que garantice la presencia de la
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lengua vasca en las radios y televisiones públicas, (9) la recepción en buenas con-
diciones de EITB, y (10) la puesta en marcha de un fondo de acompañamiento para
el desarrollo del euskera en Internet.

4.1.2. La cultura

A partir de la constatación del desequilibrio existente entre la cultura vasca y la «no
vasca», el Esquema de Ordenación proponía tres tipos de acciones a concretar en el
ámbito cultural: (a) lograr la entrada de las expresiones culturales vascas en todos
los ámbitos de la acción cultural; (b) favorecer la creación, difusión y formación de
una red de equipamientos y estructuras responsables de la intervención cultural,
afirmando las diferentes prioridades de cada territorio (del País Vasco) en función
de sus estrategias; y (c) permitir una difusión más amplia de la oferta cultural, posi-
bilitando el intercambio de recursos, y el enriquecimiento mutuo entre las culturas
«exteriores» y la vasca.

Sobre estas bases, se definen tres compromisos: (1) establecimiento de una red cul-
tural en el ámbito rural, (2) reforzamiento de los equipamientos en el litoral, dotán-
dolos de una dimensión nacional, y (3) coordinación en red de los equipamientos
de ambos espacios.

En consecuencia, las operaciones propuestas en la Convención se inscriben en un
principio central como es la búsqueda de condiciones de solidaridad territorial a es-
cala del País Vasco entre las instituciones de referencia y los polos de equipamien-
tos por una parte, y entre las comunas y las asociaciones por otra. En definitiva, el
capítulo cultural centra sus esfuerzos en la cohesión del conjunto del territorio vas-
co, tratando también de concertar los esfuerzos del tejido asociativo y las adminis-
traciones.

Por esta razón, las acciones asumidas en la Convención se circunscriben en dos ejes:
organización y fortalecimiento de la acción patrimonial sobre el conjunto del terri-
torio, y potenciación de la acción cultural.

Desde la primera perspectiva se propone (a) el reforzamiento del polo de patrimo-
nio de Baiona en torno al Museo Vasco y al CEP (Centro de Educación en el Patri-
monio) de Irissarry; (b) la revalorización del patrimonio a través de instrumentos
multimedia, aprovechando los recursos del Consejo General y el BAB; (c) la puesta
en marcha la delegación de los archivos departamentales en Baiona; (d) la adecua-
ción del patrimonio y restauración de los edificios más significativos; (e) la valori-
zación de la cultura y el patrimonio gascón.

En lo que respecta al segundo de los ejes, es decir, el desarrollo de la acción cultu-
ral, la Convención Específica propone varias medidas para las que aporta financia-
ción: (a) la profesionalización de los actores culturales; (b) el apoyo a proyectos con-
certados y contractualizados entre los maîtres d´oeuvres y las diferentes
colectividades territoriales; (c) la instauración de un Comité de Pilotaje, que rea-
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grupe a los responsables de los equipamientos, al Instituto Cultural Vasco, al Estado
y a las diferentes colectividades, con la función de supervisión del desarrollo de esta
intervención cultural.

4.1.3. El medio-ambiente

Tres son los aspectos sobre los que pretende intervenir la Convención Específica:
(1) preservación de la calidad de los paisajes, (2) política de tratamiento de la cali-
dad de las aguas, aprovisionamiento, gestión de la flora y fauna, e información y sen-
sibilización social, y (3) gestión de los residuos.

4.1.4. La agricultura

La Convención Específica llama la atención sobre la importancia de la agricultura en
la tradición económica del País Vasco, y constata las dificultades a las que se ve so-
metida. A su vez, la presión inmobiliaria sobre las tierras destaca como uno de los
factores más importantes de la debilidad de este sector, fundamentalmente en la
zona intermedia (comunas del interior de Lapurdi y Baja-Navarra).

Para hacer frente a esta situación se proponen tres ejes de intervención: (1) favore-
cer la creación de empleos agrícolas asegurando la renovación del control de las ex-
plotaciones y favoreciendo la incorporación de jóvenes desempleados de las zonas
más debilitadas del territorio; (2) valorizar la producción agrícola, a través de estra-
tegias que primen la calidad y formas innovadoras de comercialización; y (3) con-
tribuir a la consolidación de un espacio y un medio-ambiente de calidad.

A partir de estos objetivos se defienden una serie de propuestas, la primera de las
cuales contempla la puesta en marcha de una instancia de concertación que agluti-
ne a los responsables de asociaciones profesionales agrícolas del territorio y a los re-
presentantes de las colectividades territoriales. Su función sería favorecer la refle-
xión entre estos sectores agrícolas y proponer a las instancias decisionales las
prioridades de intervención, y las formas de su puesta en marcha. De esta forma, se
asumiría una función dinamizada hasta este momento por el Consejo de Desarrollo.

En este sentido, cabe señalar que Iparralde carecía en ese momento de una Cámara
de Agricultura propia –la Laborantza Ganbara será creada, haciendo caso omiso a las
amenazas del Prefecto, en enero de 2005–, en tanto en cuanto esta estructura se ver-
tebra a nivel departamental. De esta forma, las organizaciones sindicales vascas ven
limitada su capacidad de intervención en la Cámara Agrícola de Pau al delimitarse el
Departamento de los Pirineos-Atlánticos como circunscripción electiva única. A esta
infra-representación se une la gran diferencia entre los modelos productivos agríco-
las vascos y bearneses, lo que ha llevado a la mayor parte de los actores afectados a
reclamar la creación de una Cámara de Agricultura para el País Vasco. Una reivindi-
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cación que, como analizaremos en el último de los capítulos, se ha unido a otras pro-
puestas institucionalizadoras abanderadas por los sectores institucionalistas.

4.1.5. La pesca

Este apartado de la Convención Específica se inicia constatando el agravamiento de
la crisis de la pesca, que se inicia en la década de los ochenta, pero que se ha visto
nefastamente afectada desde mediados de los noventa como consecuencia de las
normativas y políticas de reconversión comunitarias.

Tras apuntar las medidas que las instituciones han asumido durante la pasada década
para hacer frente a esta situación –por medio de un Comité de Pilotaje que reúne a los
profesionales y la administración, y a través de la realización de un diagnóstico de las
infraestructuras portuarias dinamizado por el Consejo General–, se señala cómo des-
de 1999 se van viendo una serie de frutos, fundamentalmente en el ámbito de la re-
organización y gestión compartida de la producción en los diferentes puertos.

4.1.6. La industria y la formación profesional

La Convención Específica inicia el capítulo sobre la industria destacando la impor-
tancia de este sector en la creación de empleos, así como su tradicional peso en la
economía de Zuberoa. De la misma forma, se subraya el papel de las pequeñas y me-
dianas empresas, como vector determinante de la preponderancia del ámbito co-
mercial. Sin embargo, en el campo del debe, se apunta la dificultad de este sector
para adaptarse a las mutaciones tecnológicas y la evolución de los mercados, lo que
fragiliza el tejido económico local.

Una debilidad ligada al tamaño de las empresas, a su dependencia del exterior y a la
crisis del sector dominante hasta la fecha, la aeronáutica. Sobre estas bases, la Con-
vención Específica delimita varios ejes de intervención: (1) ofrecer una formación
de calidad, (2) establecer un tejido económico en mutación y (3) movilizar a los ac-
tores económicos.

4.1.7. Las infraestructuras y el urbanismo

La Convención Específica asume la caracterización del País Vasco como zona de
paso trans-europeo e inter-regional; lo que confiere a este territorio una posición es-
tratégica. Pero esta apertura, continúa el documento, se acompaña de profundos de-
sequilibrios: dificultades de capacidad en los equipamientos logísticos, dificultades
de acceso al BAB y a Zuberoa...

Así, la necesidad de reforzar su papel estratégico de «cruce de caminos», implica tra-
bajar sobre tres ejes: (1) consolidar el rol de la aglomeración en el Arco Atlántico,
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sobre la base del puerto, aeropuerto, y el nudo estratégico ferroviario sobre el que
se posiciona Baiona; (2) desenclavar el interior del País Vasco reforzando las comu-
nicaciones del territorio, permitiendo una buena accesibilidad entre éste y la aglo-
meración; y (3) organizar nuevas acciones colectivas que garanticen el desarrollo ur-
bano a escala territorial.

4.1.8. Las relaciones transfronterizas

La cuestión transfronteriza se confirma como uno de los ejes más importantes del
desarrollo del País Vasco. Algo que asume la Convención Específica, constatando
cómo esta cooperación se vertebra a partir de la emergencia de una aglomeración
transfronteriza que se ha concretado en el proyecto de la Eurociudad Vasca Baiona-
San Sebastián y en el Consorcio de Txingudi. Una conurbación que, tal y como de-
fine la Convención, supera las dinámicas tradicionales para constituirse en una in-
tercomunalidad de servicios.

Sobre estas bases, se plantea la necesidad de garantizar una continuidad urbana li-
toral que pueda llegar a dar paso a una estructura transfronteriza que permita cons-
tituir un polo urbano competitivo y atractivo a escala europea. Algo que pasa, en pri-
mer lugar, por el reforzamiento de verdaderos lazos de interdependencia entre los
diferentes territorios de la conurbación. Además, esta construcción necesita de la
estructuración del espacio urbano en torno a una red de polos dinamizadores afir-
mados jerárquicamente.



5. Balance de la territorialización 
de las políticas públicas

Sobre la base de estos compromisos, y gracias a los recursos aportados por la Con-
vención, entre 2001 y finales de 2002 asistimos a una fase de relanzamiento de las
políticas de desarrollo y ordenación del territorio vasco, que da paso a comienzos
de 2003 a un nuevo realineamiento de los sectores departamentalistas ante las nue-
vas oportunidades que se abren con el inicio del proceso descentralizador que pone
en marcha el gobierno de derechas capitaneado por Raffarin.

De esta forma, el periodo que se inicia a comienzos de 2003 hasta la fecha va a ca-
racterizarse por una profunda crisis de la política de concertación, que alcanza su
clímax con la huelga de trabajo que llevan a cabo 13 de los miembros del Consejo
de Dirección del Consejo de Desarrollo, para denunciar así el bloqueo de las auto-
ridades a las demandas institucionales.

En cualquiera de los casos, y sin adelantar acontecimientos, el año 2003 también su-
pone un punto de inflexión, en la medida en que se dan a conocer los estudios eva-
luativos dinamizados por las redes de concertación. Unos análisis en los que se pre-
sentan los avances en la estrategia de ordenación tras más de una década de
concertación y proposición de políticas públicas.

Así, en la Asamblea General del Consejo de Desarrollo de marzo de 2003, en un am-
biente enrarecido por la enmienda presentada por un grupo de destacados miem-
bros del colectivo, en la que se exigía un pronunciamiento de órgano de concerta-
ción en torno a las demandas de la plataforma institucionalista Batera, se presenta
un estudio que trata de dibujar la situación del momento a partir de las expectativas
depositadas en 1992.

Por su importancia y capacidad explicativa de la dinámica de territorialización de
las políticas públicas –y de sus límites– en Iparralde, destacamos a continuación sus
líneas maestras. Así, en el estudio se presentan para cada ámbito se recuerdan las re-
flexiones más importantes del diagnóstico realizado a principios de los noventa; en
segundo lugar se aborda la evolución de las diferentes políticas públicas; y final-
mente, se apuntan los ejes sobre los que se debe asentar la evolución futura.

5.1. Un balance sectorial

5.1.1. Lengua vasca

Los trabajos del informe Pays Basque 2010 presentan de forma clara los compromi-
sos ligados con la identidad cultural vasca, poniendo en evidencia el notable decli-
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ve del euskera, «factor fundamental de identidad en un contexto en el que nun-
ca se ha practicado tan poco y nunca ha habido tanto deseo de utilizarlo» (CP,
1994). A la luz de este diagnóstico, se imponía una doble constatación: (1) que la
transmisión familiar de la lengua vasca prácticamente no había tenido efecto, y (2)
que los esfuerzos en el campo de la enseñanza del euskera no habían sido suficien-
tes para invertir la tendencia al declive de la lengua, y evitar el riesgo de que ésta se
viese confinada a un uso marginal. En ese contexto, donde la lengua vasca se ha con-
vertido –en la vida cotidiana– «en extranjera en su propio territorio», el Esquema
de Ordenación proponía elaborar una política lingüística sustentada en la promo-
ción de la enseñanza en y de lengua vasca, y en la recomposición del paisaje lin-
güístico.

En este sentido, desde 1992 se observan varias dinámicas:

1. Una conciencia cada vez más clara de la situación lingüística. Las tres encuestas
socio-lingüísticas (1991, 1996, 2001), la encuesta realizada entre los jóvenes de 13-
14 años (1999) y el censo de 1999 han constituido acontecimientos que confirman
el estado del euskera, y permiten una primera toma de conciencia por parte de los
poderes públicos (ver también URTEAGA, 2004).

Según estos estudios, en el País Vasco, la población euskaldun se mantiene en un ni-
vel significativo (29%), pero el conocimiento de la lengua vasca cae de forma nota-
ble entre los jóvenes (11%), y aún más entre los adolescentes (9%). Sin embargo, en
la CAPV, los mismos tramos de edad euskaldunes se encuentran respectivamente en
el 33% y el 62%; ante lo que el CDPB se pregunta ¿a qué se puede atribuir esta si-
tuación si no es a la política lingüística?

En consecuencia, a juicio del CDPB se impone la necesidad de una ordenación lin-
güística que se sustente en una política voluntarista del conjunto de poderes públi-
cos, así como en una movilización de la sociedad civil que permita dar al euskera un
lugar más importante en la vida social y en la transmisión familiar.

2. La afirmación de un deseo de conocer la lengua vasca. Tal y como constata el do-
cumento del CDPB, en estas mismas encuestas se reflejan de forma clara entre los
jóvenes actitudes positivas respecto del euskera. Por esta razón, el número de bi-
lingües pasivos ha crecido de manera significativa, especialmente en el BAB, donde
la proporción ha pasado del 3,9% en 1996 al 8,3% en 2001.

3. Puesta en marcha de un dispositivo de dinamización de la política lingüística.
Con ocasión de la evaluación del Esquema de 2000, el CDPB hacía notar la casi nula
evolución de las medidas en esta cuestión, subrayando «la ausencia de una políti-
ca global de dirección para las lenguas regionales» (CDPB, 2000). Se señalaba que
«los esfuerzos de las asociaciones han sido destacables (...) y que los resultados
no han estado a la altura de las ambiciones del Esquema».

Sin embargo, la Convención Específica va a permitir, según el CDPB, poner las ba-
ses de una organización susceptible de definir e iniciar progresivamente una políti-
ca lingüística a favor del euskera. Entre diferentes elementos, se subraya la puesta
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en marcha de un espacio de decisión, el Maîtrise d´Ouvrage Publique (MOP), un
espacio de concertación y de proposición, el Consejo de la Lengua – Hizkuntza Kon-
tseilua, puesto en marcha en junio de 2001; y los implementadores, o maîtres
d´oeuvres asociativos y públicos.

4. Una concertación estrecha para evaluar la demanda social y desarrollar la ense-
ñanza del euskara en el BAB. Apoyándose en los resultados del estudio de CSA, y si-
guiendo otros trabajos sobre la evaluación de la demanda social, el CDPB destaca
cómo se ha iniciado desde 2001 una dinámica de concertación entre Educación Na-
cional y los electos del BAB, los profesores y las asociaciones de padres. El objetivo
de esta estrategia común, a juicio del órgano de concertación, sería apreciar de for-
ma más exacta la demanda existente, para así poner en marcha las medidas apro-
piadas. Para el CDPB, esta dinámica merece ser subrayada, y es deseable que este
modo de reflexión pueda ser extendido al resto de políticas públicas iniciadas en el
País Vasco.

5. Pero también se detectan una serie de insuficiencias. Para el CDPB, las evolucio-
nes positivas antes descritas no deben ocultar la fragilidad del euskera, así como los
ámbitos en los que no se han dado avances significativos. En este sentido, se desta-
ca la falta de financiación local de las ikastolas o la ausencia casi generalizada del
euskera en los medios de comunicación dominantes. Pero, sobre todo se subraya
que la presencia en la vida pública sigue siendo insuficiente, aunque el Consejo
aplauda el papel de Euskal Konfederazioa en la promoción del euskara en la socie-
dad (citándose expresamente la campaña Bai Euskarari) y en los ayuntamientos a tra-
vés de la estrategia de adhesión al acuerdo para la normalización de la lengua vasca.

Ante esta situación, el órgano de concertación define una serie de retos que deben
ser asumidos en relación con la política de promoción de la lengua vasca:

– La obtención del reconocimiento de la lengua vasca. A juicio del CDPB, éste debe
concretarse en la introducción progresiva del bilingüismo en los servicios loca-
les, pero también legalmente con el reconocimiento de las lenguas minoritarias
por la Constitución: única medida que el documento considera que puede regu-
lar los problemas legislativos y normativos que frenan el desarrollo de las políti-
cas lingüísticas. Se subraya, a este respecto, que el conjunto de preconizaciones
puntuales y de estrategias que puedan ser puestas en marcha, no podrán llegar a
buen puerto sin que se introduzca en los textos de referencia –especialmente en
la Constitución– la noción de respeto y de reconocimiento oficial de las lenguas
minoritarias. Algo «esencial para estabilizar y reforzar lo existente, pero tam-
bién para el conjunto de medidas públicas o privadas que sean tomadas a me-
dio plazo». De la misma forma, se subraya la necesidad de armonización del mar-
co jurídico con el que define la Carta Europea de las Lenguas Regionales y
Minoritarias.

– Elaboración de un plan estratégico de desarrollo de la lengua vasca «Plan Euskara
2015», que la MOP confía al Consejo de la Lengua Vasca.
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– Desarrollo de la enseñanza en euskera, reforzando y estimulando la demanda so-
cial para superar la línea roja que delimita el riesgo de desaparición de una len-
gua, y que la UNESCO sitúa en un conocimiento y uso por debajo del 30% de los
niños escolarizados.

– La conversión del MOP en establecimiento público para asegurar su papel en la
definición y dinamización de la política de desarrollo de la lengua vasca. De la
misma forma, se preconiza la necesidad de potenciar un estrecho partenariado
con la CAPV. Por último, consideran deseable que los medios vascos escritos, au-
diovisuales y las ediciones en euskera sean apoyados financieramente por la Con-
vención Específica.

5.1.2. La cultura

A juicio del CDPB, los años 1990 se han visto marcados en Iparralde por varias ten-
dencias. Por una parte, señalan que un territorio de 260.000 habitantes que genera
anualmente 80 millones de francos de presupuesto no puede ser calificado de «de-
sierto cultural». De la misma forma, se apunta que el socio público más importante
de la vida cultural es el municipio, que aporta cerca del 50% del presupuesto en la
materia. Sin embargo, se subraya la evidente concentración de los recursos sobre el
litoral (87% del total). Finalmente, el CDPB considera que en los años 90 «la cultu-
ra vasca vive una situación de extranjera en su propio territorio».

Partiendo de estas constataciones, el Esquema había propuesto reabsorber estos de-
sequilibrios a partir de tres ejes de intervención: (a) el reequilibrio del esfuerzo en
la puesta en marcha de expresiones culturales vascas y no vascas; (b) la accesibili-
dad de la oferta cultural, en términos de creación, difusión y de formación al con-
junto de este territorio, reforzando la puesta en red de los equipamientos y las es-
tructuras encargadas de la acción cultural; y (c) el refortalecimiento de la presencia
cultural vasca en el exterior.

A la luz de las estrategias puestas en marcha desde 1992, en 2003 se observan varias
evoluciones en el paisaje cultural local:

1. La afirmación del hecho cultural. Los años 1990 han mostrado en el País Vasco
dos direcciones en la promoción cultural: la afirmación de la expresión vasca en
el paisaje cultural, y la toma en consideración del hecho cultural como factor de
desarrollo del territorio. Dos tendencias que han permitido a la cultura, y más
concretamente a la cultura vasca, jugar un papel cada vez más importante en la
dinámica territorial.

2. La consolidación del Instituto Cultural Vasco (EKE-ICB). Diez años después de su
creación, EKE aparece como el actor más importante en el apoyo al desarrollo
de la cultura vasca, en asociación con 80 colectivos, promoviendo acciones ori-
ginales como el proyecto Kantuketan.
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3. La emergencia de nuevos operadores en el espacio de las artes escénicas: tras la
creación de la Scène Nationale a comienzos de los años 1990, se ha desarrolla-
do una actividad cultural significativa en torno al teatro y el jazz. De la misma
forma, tal y como señala el documento, actores como el Conservatorio Nacional
de la Región Baiona–Costa Vasca han dotado al País Vasco de una notoriedad na-
cional e internacional. A su vez, se considera que también se han potenciado los
actos culturales gascones, sobre todo en el BAB, en asociación con el Instituto
Occitano.

4. El reforzamiento de la acción patrimonial. Con el Centro de Educación en el Pa-
trimonio (CEP) de Irisarry y la renovación del Museo Vasco de Baiona, el docu-
mento evaluativo considera que se ha dotado de contenido y se ha definido un
polo patrimonial para este territorio.

5. La construcción o la renovación coherente de equipamientos en el País Vasco in-
terior. Tres de los proyectos identificados en el Esquema se han concretado (sa-
las de cine de Donibane Garazi y Maule, y sala de la Danza de Louhoussoa). Es-
pacios a los que se deben añadir los equipamientos abiertos en Ispoure y
Hasparren, no previstos en el Esquema.

6. El desarrollo de la oferta de salas de lectura públicas con la puesta en marcha de
bibliotecas-mediatecas en ciertas capitales del interior y de la zona intermedia.

7. El proyecto de instalación de una delegación de los archivos departamentales en
Baiona por parte del Consejo General, cuya programación sigue en curso, tras
anunciarse su apertura en septiembre de 2003.

Por el contrario, y a pesar de los datos positivos, este texto de diagnóstico señala
que en los últimos diez años no ha evolucionado la organización de los actores cul-
turales de la costa y el interior en base a un proyecto federativo. Y si algunas coo-
peraciones entre actores de ambas zonas se han hecho notar (como es el caso de las
de Biarritz Culture y Scène Nationale...), lo cierto es que no han dejado de ser sim-
bólicas.

Finalmente, también se apunta que actores históricos del País Vasco interior (Uhai-
tza, Haize Berri, Eihartzea o Garazikus) se encuentran en una situación muy vulne-
rable, y con graves riesgos de desaparición. De la misma forma, se reconoce que la
puesta en red de las escuelas de música en torno al Conservatorio Nacional de la Re-
gión ha fracasado.

5.1.3. El medio ambiente

El diagnóstico que se presenta en el Informe Pays Basque 2010 planteaba que Ipa-
rralde debía confrontarse a una doble realidad. Por una parte, el territorio se benefi-
cia de una imagen muy positiva por su calidad medio-ambiental: un territorio con un
patrimonio paisajístico y arquitectónico importante, y una imagen de un país con
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personalidad propia. Por otra parte, la realidad de su estado medio-ambiental es cada
vez más contradictoria con su reputación, sobre todo como consecuencia del pro-
ceso de urbanización generalizado al que se está viendo sometido este territorio.

Se postulaba, en consecuencia, ajustar la realidad a la imagen del País Vasco, refor-
zando políticas públicas asentadas en la preservación de la calidad de los paisajes,
el uso adecuado del agua, o la gestión de los recursos desde la movilización de las
responsabilidades de los diferentes actores en la mejora del equilibrio territorial. De
la misma forma, se proponía preservar el valor patrimonial, reforzando la calidad
medio-ambiental, y los espacios naturales como recursos a conservar y desarrollar.

Durante los diez últimos años, se ha evolucionado notablemente en varias cuestio-
nes: (a) El compromiso de las colectividades en programas de mejora de la calidad
del agua; (b) la puesta en marcha del sindicato mixto «Bil eta garbi» en 2002, y que
va a permitir el reciclaje de ciertos residuos de todo el País Vasco y de determinadas
comunas del Bèarn; (c) la realización de un inventario de espacios destacables; y (d)
la afirmación del principio de reciprocidad territorial, concretada en la solidaridad
entre lo rural y lo urbano, el litoral y el interior, necesaria en torno a cuestiones
como el tratamiento de residuos. Una solidaridad, finalizan, que debe tener en cuen-
ta la dimensión transfronteriza.

Para el organismo de concertación, y a la luz de estas evoluciones, los retos más im-
portantes a los que debe hacerse frente en el capítulo medio-ambiental serían la di-
versificación de recursos de agua potable e interconexión de las redes de aprovi-
sionamiento; y la puesta en marcha de dispositivos jurídicos y financieros para
vertebrar a las colectividades en materia de gestión del agua.

Desde un punto de vista más general, se señala que las evoluciones positivas antes
descritas no deben ocultar la fragilidad a la que se ha visto sometido el territorio du-
rante estos diez años, sobre todo como consecuencia de los procesos de urbaniza-
ción del litoral, del desarrollo exponencial de los flujos de transporte por carretera
y de la creciente contaminación marítima.

5.1.4. La cooperación transfronteriza

Los trabajos del informe Pays Basque 2010 ponen en evidencia la situación para-
dójica ante la que se encuentra el territorio si la posición transfronteriza se identifi-
caba como un factor de apertura que contribuía al desarrollo del País Vasco, su ubi-
cación también le exponía a los efectos negativos de un medio cada vez más
concurrente e incierto. Así, este territorio se encontraba atenazado (a) por el norte,
el sur de las Landas: territorio en evolución que dispone de un fuerte atractivo que
podría rivalizar con él; (b) por el sur, estructurado en torno a la CAPV y la CFN: es-
pacio de competencia y complementariedad, fundamentalmente en el ámbito eco-
nómico; y (c) por el este, con el desarrollo de la rivera del Adour.
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Sobre la base de este diagnóstico, y a la luz de la prioridad con la que el Esquema
define la necesidad de cooperación transfronteriza, el documento evaluativo del
Consejo de Desarrollo destaca una serie de avances:

1. En primer lugar, se señala que la firma del Tratado de Baiona el 10 de marzo de 1995
ha posibilitado a las colectividades territoriales de una parte y otra de los Pirineos
su integración en estructuras comunes, bien sea francesa (GIP, SEML15), bien sea es-
pañola (Consorcio), para conducir el conjunto de acciones de cooperación.

2. La concreción de cooperación entre colectividades locales, destacándose la Euro-
ciudad Vasca Baiona-San Sebastián diseñada por el distrito BAB y la diputación de
Guipúzcoa y creada en 1997; el consorcio Bidasoa-Txingudi, creado en 1998 por los
municipios de Irun, Hondarribia y Hendaia; y otras iniciativas destacables como es
el caso de Xareta entre los municipios de Sara, Urdax o Zugarramurdi, o el de Bai-
gorri-Erro, donde se mantienen los contactos entre los electos de ambos valles.

3. El desarrollo de fondos comunes de cooperación entre la CAPV y la Región de
Aquitania, y Aquitania y Navarra. Fondos que permiten la financiación de pro-
yectos en tres materias; científica (investigación, desarrollo tecnológico, ense-
ñanza superior, nuevas tecnologías de la comunicación), económica y cultural.

4. Se subraya también en el haber del capítulo de cooperación transfronteriza la fir-
ma de la Convención entre el Consejo General y el Gobierno de Navarra en los
ámbitos de infraestructuras, economía, turismo, etc. Un tratado positivo, a juicio
del CDPB, «a pesar de las contradicciones inquietantes que afectan al proyec-
to de carretera franco-navarra».

5. Por último, se destaca el reconocimiento de los intercambios entre actores socio-
profesionales, asociativos y universitarios, facilitados por recursos públicos
como los aportados gracias a los fondos Interreg.

Sin embargo, el Consejo de Desarrollo también apunta una serie de límites en esta
cooperación, derivados de un marco jurídico inadaptado, de existencia de impor-
tantes diferencias en la naturaleza y las competencias de las colectividades de una
parte y otra de la frontera, del débil conocimiento mutuo de los actores, y de la
«frontera lingüística».

Sobre estas bases, el documento redactado por el órgano de concertación presenta
los retos sobre los que debe pivotar la estrategia cooperativa a medio plazo: (a) la
realización de análisis cuantitativo y cualitativo de la cooperación durante los pasa-
dos diez años (trabajo que se concreta a mediados de 2003); (b) superación de los
obstáculos jurídicos no resueltos por el Tratado de Baiona; (c) refortalecimiento de
la dinámica de construcción de la Euro-cuidad como proyecto a largo plazo; y (d)
establecimiento de mecanismos de asociación entre instituciones competentes de
uno y otro lado de la frontera para estimular, regular y concretar las indispensables
propuestas de cooperación.
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5.1.5. Las infraestructuras y los desplazamientos

El informe Pays Basque 2010 puso en evidencia: (1) la posición estratégica del País Vas-
co, nudo de comunicaciones entre el norte y el sur de Europa, (2) la capacidad del te-
rritorio de atraer los flujos de transporte, bien sea por carretera, mar o aire, y (3) el po-
tencial de desarrollo logístico que le caracteriza. En contrapartida, son evidentes los
riesgos de ruptura que este potencial reporta: escasez de suelo, problemas medio-am-
bientales, etc. De la misma forma, como recuerda el Consejo de Desarrollo, en 1993 se
hacían dos constataciones. Por una parte, la cada vez mayor especialización del eje nor-
te-sur, con una función de tránsito que obliga a la creación de equipamientos logísticos
en un contexto en el que un incremento del tráfico de mercancías por carretera podría
conducir a una situación intolerable. Por otra parte, se destacaban las graves dificulta-
des de acceso a la conurbación, y el enclavamiento de la zona interior, y más concre-
tamente de Zuberoa, sin que exista una vía de comunicación transversal adecuada.

En consecuencia, el Esquema de Ordenación y Desarrollo definía tres ejes estraté-
gicos: (a) consolidar el tejido inter-urbano del BAB como punto nodal de conexión
de flujos internos (interior / costa), de intercambios (salida o de entrada en el País
Vasco) y de tránsito (regional, nacional o internacional); (b) asegurar la accesibili-
dad entre la costa y el interior con la mejora y readecuación de las carreteras; y (c)
el reforzamiento de las vías de comunicación y la interconexión de los grandes equi-
pamientos logísticos.

Teniendo en cuenta estos compromisos, diez años después de la puesta en marcha
de la estrategia de desarrollo, el CDPB observa cómo se verifican las tendencias pre-
viamente descritas: (a) la confirmación del aumento de los flujos de mercancías que
transitan por este territorio; (b) el reforzamiento de los espacios logísticos gracias a
la construcción de nuevos muelles en el puerto de Baiona o a la plataforma ferro-
viaria de Hendaia-Irun; y (c) por el contrario, los compromisos sobre el transporte
terrestre, identificados hace diez años, no han sido tratados correctamente a juicio
de este informe evaluativo.

Ante este panorama, el Consejo de Desarrollo considera prioritario elaborar y de-
fender un punto de vista común ante la superación de la «frontera» pirenaica. Des-
de este punto de vista se entienden los estudios desarrollados por el órgano de con-
certación, que ponen en evidencia la importancia de esta cuestión para el desarrollo
del País Vasco. Sin embargo, tal y como se subraya, a pesar de las dificultades, no
existe ningún organismo que pueda trabajar en esta cuestión, proponiendo alterna-
tivas tolerables para el territorio y positivas para el conjunto del Arco Atlántico.

5.1.6. El desarrollo económico

El análisis realizado por los actores comprometidos en la estrategia de desarrollo a
comienzos de los noventa muestra los retos y las fragilidades de los diferentes sec-
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tores de la economía local: (a) una agricultura importante en términos de empleo y
de organización territorial, pero sometida a una presión inmobiliaria sobre el suelo,
que en última instancia la fragiliza; (b) una pesca fuertemente dependiente de las re-
laciones con el exterior y de las reglamentaciones comunitarias; (c) una industria,
discreta a primera vista, pero que ocupa un lugar significativo en la economía gra-
cias a la aeronáutica, la metalurgia y la electrónica; (d) un sector terciario en fuerte
crecimiento; y (e) un turismo que juega un rol esencial en el desarrollo del País Vas-
co, con dos opciones diferenciadas: la costa y el interior.

Globalmente, el documento evaluativo redactado por el órgano de concertación
destaca una serie de tendencias que han modificado el mapa económico a lo largo
de la pasada década:

1. Desde un punto de vista general, el territorio ha generado 7.300 empleos netos.
Las pérdidas se concentran en la agricultura, industria y construcción, con 3.600
trabajos menos. Sin embargo, la vitalidad del sector terciario es evidente, au-
mentando en 10.900 el número de empleos. En consecuencia, se subraya cómo
entre 1990 y 2000 se han confirmado las tendencias observadas en la década an-
terior.

2. La organización de los actores se ha reforzado en diferentes sectores gracias a
una serie de medidas, tales como la puesta en marcha de centros (Aldatu en Has-
parren, Indar en Saint-Palais, Odace en Maule) para poyar la creación y el desa-
rrollo de empresas en el interior del País Vasco. Se destaca también la definición
de un dispositivo de reconversión industrial en Zuberoa con el objeto de crear
600 puestos de trabajo en 2010, así como la creación de una instancia de con-
certación agrícola encargada de la elaboración de un mapa agrario del País Vas-
co, y de formular propuestas sobre proyectos de desarrollo.

3. El desarrollo de las Nuevas Tecnologías de la Información y la Comunicación
(NTIC) se han manifestado como una de las tareas esenciales para la evolución
de este territorio. Por esta razón se ha concretado un mecanismo de animación
en la materia. Por otra parte, y como apunta el CDPB, el Consejo General ha ini-
ciado una serie de trabajos para estudiar la estructuración de redes de banda an-
cha; voluntad que también ha manifestado el BAB.

4. Finalmente, el análisis de los motores de desarrollo evidencia la importancia del
sector inmobiliario. De esta forma, el CDPB considera que deben asumirse com-
promisos para equilibrar las contradicciones entre la economía productiva y la
residencial.

5.1.7. La dinámica urbana

Ya en 1992, con el análisis de las cuestiones urbanas quedaba patente la importan-
cia del suelo como una de las claves a tener en cuenta a la hora de implementar una
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estrategia de desarrollo en el territorio. Diez años después, el Consejo de Desarro-
llo considera que los actores locales se enfrentan a retos similares16.

Por una parte, se constata que la problemática del alojamiento persiste. En efecto,
el mercado inmobiliario del litoral, dominado por personas que desean acceder a
una vivienda individual, expulsa a parte de los pobladores originarios a zonas cada
vez más alejadas de la costa. Así, mientras que la vivienda familiar aumenta un 31%
entre 1992 y 1999, por el contrario, la habitada por una persona crece un 50%. Ten-
dencias que, desde 1999, no hacen más que incrementarse. De esta forma, este do-
cumento sentencia que las categorías sociales más modestas están siendo excluidas
del mercado de la vivienda.

Para el CDPB, todavía no se ha concretado la elaboración de un plan de desarrollo
global del espacio con capacidad de establecer preconizaciones, algo que era plan-
teado como necesario en los diagnósticos del Informe Pays Basque 2010. Sin em-
bargo, en contrapartida, se destaca que ya están en curso dos Esquemas que pre-
tenden garantizar la coherencia interna de dicho territorio: uno en torno a la
aglomeración y el sur de las Landas, y otro sobre la Costa Vasca sur.

Por último, se subraya el hecho de que en el interior, la puesta en marcha de varios
centros multi-servicios (Espellette, Cambo, Hasparren, Bidache, Mauleon, etc) con
el apoyo del programa Leader y los Proyectos Colectivos de Desarrollo (PCD) ha po-
sibilitado el acercamiento de los servicios a la población. Finalmente, se reconoce
que falta ser concretado un plan de urbanismo sobre la zona litoral y la intermedia,
demandado en 1993.

Teniendo en cuenta este análisis, el CDPB considera que el Consejo de Electos debe
redactar rápidamente un Esquema referencial de coherencia para implementar es-
trategias equilibradas y adecuadas para responder a la problemática del suelo y el há-
bitat, tanto en la costa como en el interior. Un esquema director que debe respon-
der a la necesidad de producir vivienda que responda a las necesidades actuales,
sobre todo de los jóvenes, de los sectores más debilitados económicamente, y en
aquellas poblaciones que se espera superen los 35 000 habitantes en el horizonte
2020.

5.1.8. La enseñanza superior

Los documentos redactados a comienzos de los años noventa por los diferentes res-
ponsables administrativos, sociales, políticos y económicos del País Vasco ponían
en evidencia una serie de cuestiones que afectan al capítulo de la enseñanza supe-
rior. Por una parte, se destacaba la existencia de una clara falta de organización y uti-
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lidad de la formación secundaria y superior existente en este territorio para el con-
junto de los actores. Por otra parte, se señalaba que la fragmentación de la ense-
ñanza superior y secundaria no era favorable para el proceso de desarrollo. Esta frag-
mentación de lugares, la diversidad de estatus, y la dispersión de las formaciones
dificultaba la evolución de este territorio.

Partiendo de este contexto, el Esquema proponía tres objetivos: (a) la consolidación
de los recursos existentes, dotando a la enseñanza secundaria y superior de los ins-
trumentos que permitan una mejor coordinación; (b) la definición de ejes de desa-
rrollo futuro, para adecuar la enseñanza superior al entorno, articular la formación
profesional y la enseñanza superior con el desarrollo económico del territorio, y (c)
ofrecer la posibilidad de realizar trayectos formativos adecuados a las necesidades
locales.

Si bien en el decenio 1990-2000 no se concreta un plan de desarrollo creíble de la
enseñanza superior, el documento evaluativo del CDPB destaca una serie de evolu-
ciones como (a) el aumento de estudiantes, o la diversificación de las formaciones
propuestas, (b) la realización de estudios sobre la enseñanza superior en Iparralde;
(c) el establecimiento de un plan de recuperación de los equipamientos universita-
rios; (d) la puesta en marcha de una política de investigación que se concreta en la
oferta a 9 jóvenes doctorandos para recibir una beca; y (e) la creación del Consejo
de Orientación Científica y Técnica (COST), que reúne, bajo la dirección del Direc-
tor de Academia, a los representantes de las universidades de Burdeos, de la UPPA,
de las colectividades territoriales y del CDPB-CEPB, con el objetivo de definir las lí-
neas a desarrollar a medio y largo plazo en este territorio.

5.1.9. La organización territorial

Al lanzar la dinámica Pays Basque 2010, los promotores de este proyecto han ini-
ciado un proceso que está teniendo consecuencias importantes a tres niveles: mo-
vilización de los actores, contenido de los proyectos y organización territorial, sin
que por eso se haya desembocado en la creación de una institución de derecho co-
mún específica para el País Vasco (departamento, Colectividad Territorial,...). Por
tanto, debe subrayarse –apunta el CDPB– la eficacia de los dispositivos puestos en
marcha.

1. Esta ha sido una dinámica participativa que ha movilizado al conjunto de los ac-
tores. Desde el origen, y tomando como referencia experiencias de desarrollo local
que verdaderamente pudiesen aportar valor por ser paradigmáticas de la moviliza-
ción de los actores locales (por ejemplo el caso de Zuberoa desde 1975), el País Vas-
co ha asumido la opción de iniciar una dinámica participativa para elaborar su pro-
yecto de territorio. En este sentido, el éxito de la estrategia se refleja en la
participación de cientos de personas en esta construcción colectiva, aunque hayan
existido diferentes niveles de compromiso en las distintas etapas.
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2. Una mayor sinergia de los proyectos, gracias a la coherencia de la dinámica en el
largo plazo. A pesar de que determinados compromisos no han sido concretados tal
y como se esperaba, para el Consejo de Desarrollo es innegable que durante los pa-
sados diez años, la metodología de trabajo ha permitido grandes avances, como por
ejemplo:

– Enriquecer el contenido de los proyectos favoreciendo la relación entre los dife-
rentes ámbitos: economía / cultura, costa / interior, mundo urbano / rural.

– Movilizar numerosos mecanismos de desarrollo, entre los que destacan, a) la
Convención de Desarrollo de 1997, el Contrato de Plan y la Convención Especí-
fica de 2000, todos ellos relacionados con operaciones ligadas al proyecto global
de este territorio; b) cinco Proyectos Colectivos de Desarrollo (PCD) en Zuberoa,
Amikuze-Iholdy, Garazi-Baigorri, Adour-Ursuia, y Costa Vasca sur; c) tres progra-
mas Leader sobre acciones innovadoras en la zona interior; y d) un contrato de
Aglomeración en curso de preparación en Baiona-Anglet-Biarritz.

3. De la misma forma, el Consejo de Desarrollo subraya que la estrategia puesta en
marcha desde 1992 ha posibilitado un reforzamiento de la organización territorial.
Entre los elementos que lo han permitido se encuentra: (a) la puesta en marcha de
un organismo de animación territorial bicéfalo, el CDPB y el CEPB, entre 1994 y
1995; (b) la instalación de la delegación del Consejo General de los Pirineos-Atlán-
ticos en Baiona en 1994; (c) la creación de la Agencia de Urbanismo en 1998; y (d)
la evolución de la organización intercomunal, concretada en la transformación del
Distrito BAB en Aglomeración en 2000, y en la creación de las Comunidades de Co-
munas de Bidache (1994), de Amikuze (1995), del pays de Hasparren (1995), de Zu-
beroa (2000) y de Garazi-Baigorri el 1 de enero de 2003. Una estrategia de coope-
ración inter-municipal que concentra el 49% del territorio y el 54% de la población.

Por el contrario, en el capítulo de negativo, el CDPB expresa su preocupación por
la integración de la Agencia de Turismo del País Vasco en el seno del Comité De-
partamental de Turismo, en clara disonancia con el resto de medidas.

4. Un nuevo concepto, la reciprocidad territorial. Para el organismo redactor de este
informe evaluativo, donde la Convención Específica y el Esquema de Desarrollo han
sido más eficaces, es probablemente en la capacidad de avanzar en la idea de reci-
procidad. Esta noción ha posibilitado pasar de una lógica de «contrarios» a un análi-
sis en términos de «efectos de sistema». Una toma de conciencia de la necesidad de
sustituir la dependencia por la interdependencia, que para el CDPB no solo es real,
sino que debe ampliarse, fundamentalmente en problemáticas como las del suelo o
el tratamiento de desechos.

De esta forma, el documento redactado por el Consejo de Desarrollo concluye
presentando los retos que considera más importantes en uno de los capítulos más
sensibles de la estrategia de desarrollo y ordenación del territorio: la organización
local.
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A su juicio, estos compromisos necesarios necesitan de la consolidación de la diná-
mica. En diez años, Iparralde ha experimentado un modelo de dinamización terri-
torial original. Ha sabido crear espacios de diálogo entre los diferentes actores del
territorio, favorecer la toma en conciencia de los retos más importantes, debatir a
través del Esquema sobre orientaciones comunes para garantizar el futuro del terri-
torio, obtener, gracias a la Convención, recursos para concretar las operaciones.

Sin embargo, este modelo de funcionamiento es mejorable, a juicio de los redacto-
res, sobre todo en lo que respecta a la toma en consideración de las preconizacio-
nes formuladas por el CDPB por parte de las instancias de decisión. Una cuestión
que como veremos, está en la base de la huelga de trabajo que inician 13 de los
miembros del Consejo de Dirección del órgano de concertación desde mediados de
septiembre de 2003, que amenaza durante meses la continuidad de la dinámica, y
que abre las puertas a una nueva dinámica de la mano del colectivo Batera.

En cualquiera de los casos, a juicio del CDPB, sea cuál sea el desarrollo institucional
que se presente cara al futuro (en clara alusión a la respuesta que podría llegar a dar
Raffarin a las demandas de Batera y el Consejo de Electos17), es imprescindible que
el método de trabajo de estos diez últimos años se salvaguarde.

De la misma forma, se plantea la necesidad de tomar en consideración las deman-
das institucionales. Paralelamente a las evoluciones presentadas, el Consejo de De-
sarrollo reconoce cómo se han expresado de forma contundente durante los pasa-
dos años las demandas de creación de una Cámara de Agricultura y de un
Departamento propio. Sobre la base de la toma de posición favorable del Biltzar, el
CDPB recuerda cómo ha adoptado en octubre de 1999 una propuesta favorable a la
creación de este Departamento. Por ello, se considera deseable que en el marco de
los debates iniciados sobre la descentralización en 2002, «estas cuestiones sean
puestas sobre el orden del día a fin de ser precisadas las formas que pueden asu-
mirse en Francia y Europa del siglo XXI para responder a una demanda de re-
conocimiento territorial». Un reconocimiento de la frágil situación ante la que se
enfrenta la estrategia de desarrollo, que se concreta de forma evidente en la frase
que cierra el documento evaluativo: «en caso de negativa, el proceso de concerta-
ción iniciado en el País Vasco, perdiendo toda perspectiva institucional, corre el
riesgo de verse debilitado» (CDPB, 2003).
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6. La política lingüística

Uno de los capítulos en los que se observa de forma evidente la doble dinámica –go-
bernación y territorialización en las políticas públicas– que estamos analizando es
el de la política lingüística. Así, como consecuencia de la presión ejercida por par-
te de las asociaciones culturales y de defensa de la lengua, a la estrategia de regene-
ración local es incorporada una propuesta que trata de concitar en el seno de un or-
ganismo como el Consejo de la Lengua Vasca los esfuerzos de las asociaciones, la
administración y los organismos de concertación de Iparralde. Sobre la base de esta
estructura que se asienta sobre los principios de la gobernación, finalmente, es de-
finida una estrategia de promoción del euskera que se asienta sobre la diferenciali-
dad cultural y lingüística de este territorio.

6.1. La creación del Consejo de la Lengua Vasca

Una de las operaciones claves de la Convención Específica y el Esquema de Orde-
nación y de Desarrollo Territorial es la creación de un Consejo de la Lengua Vasca –
Hizkuntza Kontseilua (CLB-HK), que había sido demandado insistentemente por las
diferentes asociaciones culturales vascas.

A este respecto, resulta interesante el relato de los hechos que acompañan a su
puesta en marcha y que describe Michel Oronos. Tal y como éste señala, la de-
manda de creación de un organismo encargado de la dirección de la estrategia de
promoción del euskera puede remontarse al Manifiesto por la Lengua Vasca publi-
cado por Deiadar en octubre de 1994, en el que se apunta que «tomando como re-
ferencia la Carta europea (Art. 7, b), debe ser creada una institución política es-
pecial que administre la cuestión en Iparralde. Este organismo tendrá la
responsabilidad pública de la política de recuperación de la lengua vasca»
(ORONOS, 2002: 155).

Dos años más tarde, con motivo de los debates sobre las líneas generales del pro-
yecto Lurraldea, diseñado por Peio Olhagaray, y que sienta las bases para la redac-
ción y asunción posterior del Esquema de Ordenación del País Vasco, AEK presen-
ta una moción, que es aceptada el 3 de febrero de 1996: «un proyecto global de
desarrollo del País Vasco debe comportar una política lingüística que tenga por
objeto hacer del euskera un instrumento de comunicación normal, tanto en el
hogar como en la vida pública, la escuela, los medios de comunicación o la ad-
ministración. La lengua vasca tiene necesidad urgente de una política lingüísti-
ca, pero se nota en el País Vasco norte la falta de un organismo capaz de defi-
nirla y coordinarla. A semejanza del que existe en la CFN y en la CAPV, debe ser
creado un secretariado general para la política lingüística, reagrupando a todos
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los representantes de los poderes públicos y las asociaciones que trabajan para
desarrollar la presencia de esta lengua».

En paralelo, en el debate sobre el análisis transfronterizo, dinamizado por Jacques
Saint-Martin, AEK presenta una segunda enmienda, que finalmente es retirada a la
espera de ser debatida en reuniones posteriores. Sin embargo, resulta interesante
conocer el texto de esta propuesta, en la medida en que, como veremos, su espíri-
tu es asumido por los actores de dicho territorio unos años después. Textualmente,
la propuesta de AEK rezaba: «la política pública por el desarrollo, aprendizaje y
utilización del euskera deberá ser coordinada en las 7 provincias. Para ello, una
entidad reagrupará las estructuras encargadas de la política lingüística en las
tres zonas administrativas».

Durante la misma sesión, es aprobada por unanimidad otra enmienda presentada
por Erramun Bachoc, presidente del Instituto Cultural Vasco (ICB-EKE). En este sen-
tido, su propuesta plantea la necesidad de equilibrar la importancia de la lengua vas-
ca en las políticas de desarrollo en relación con otros ámbitos que, como es el caso
de la economía, parecían presentar mayor importancia. Para ello, propone final-
mente que sea creado, «en el ámbito político, un Consejo de las Lenguas del País
o un secretariado general de la Lengua Vasca, a semejanza del que existe en Na-
varra y la CAPV, en concertación con el resto de organismos oficiales».

En este contexto, el 3 de marzo de 1996, el Consejo de Administración de Euskal
Konfederazioa, que agrupa a 80 asociaciones culturales y lingüísticas del País Vasco
(francés), presenta una moción en la que se concreta la demanda de creación del
Consejo de la Lengua: «esta estructura para la política lingüística tendrá una exis-
tencia político-técnica. Sobre la base del modelo de ICB, agrupará a los actores
que trabajan a favor del euskera y los representantes de las diferentes institucio-
nes. Su función principal será promover la utilización de esta lengua y diseñar
su política de normalización. En definitiva, esta estructura sería responsable del
conocimiento de la situación socio-lingüística, la definición de objetivos a corto
y largo plazo, la precisión de las tareas a desarrollar en todos los ámbitos, y el
impulso de la colaboración entre los poderes públicos y los actores sociales».

Poco después, el 19 de octubre de 1996, se pronuncia sobre la cuestión el Presi-
dente del Consejo General de los Pirineos-Atlánticos, François Bayrou, apropiándo-
se de las demandas de los sectores culturales y asociativos vascos: «propongo a to-
dos los que estén interesados la creación de un Consejo de la Lengua encargado
de agrupar a los actores públicos, asociativos, científicos, educativos, departa-
mentales. Propongo, por ello, poner en marcha el Consejo de la Lengua el próxi-
mo mes» (citado en ORONOS, 2002).

Una semana después, el Esquema de Ordenación y Desarrollo es asumido, y en con-
secuencia, también lo es la acción 10.7, que concreta entre las prioridades la crea-
ción del Consejo de la Lengua. Un Consejo que se define como mecanismo de apo-
yo y promoción de la lengua vasca, que debe ser constituido por un equipo técnico
de tres profesionales, y que debe reagrupar a todos los actores. Entre sus funciones
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estarían las de: (1) coordinar a los actores lingüísticos, (2) ser observatorio de la re-
alidad sociolingüística, (3) formular proyectos a las autoridades competentes y (4)
acompañar la puesta en marcha de los proyectos definidos.

Los dinamizadores de las propuestas deberían ser el Sindicato intercomunal de apo-
yo a la cultura vasca y la Educación Nacional, teniendo como socios la universidad
y el Consejo General entre otros. Finalmente, el Esquema prevé su puesta en mar-
cha para 1997.

Tras la aceptación del Proyecto de Territorio por el Consejo General de los Pirine-
os-Atlánticos, se da a conocer una carta de la Ministra del Gobierno, la socialista Ni-
cole Pery, quién anuncia la firma de un CIADT para finales de año. Sin embargo, este
contrato, como hemos visto, obvia finalmente todas las cuestiones relativas a la di-
mensión lingüística. Seaska llama a la movilización como respuesta, de forma que
2500 personas se manifiestan en las calles de Baiona el 3 de enero de 1998 para pro-
testar por la ausencia de tratamiento a la lengua vasca en los compromisos del go-
bierno.

De la misma forma, Euskal Konfederazioa inicia una estrategia de sensibilización y
presión, que se concreta en la recogida de 15.000 firmas (2.000 más que las logra-
das en la campaña Bateginik) y que son remitidas a Nicole Pery. Un manifiesto que
también es refrendado por 35 consejeros y alcaldes, así como por 104 asociaciones
y sindicatos, y por 300 trabajadores de la cultura y enseñanza del euskera. Final-
mente, a comienzos de abril son 4000 las personas que se reúnen en las calles de
Baiona para presionar a las autoridades.

Por su parte, Erramun Bachoc, miembro del Consejo de Desarrollo, retoma la ini-
ciativa tratando de obtener el apoyo de las instancias de concertación del País Vas-
co. Así, el 29 de abril de 1998, el presidente del Consejo de Electos reitera la im-
portancia de la creación del Consejo de la Lengua, estimando que la promesa de la
puesta en marcha de un servicio público de las lenguas regionales en el Consejo Ge-
neral, no satisface los compromisos y las demandas de la sociedad.

Mientras tanto, continúan las negociaciones para la financiación de la política de de-
sarrollo local, hasta que en marzo de 2000 se da a conocer el montante destinado
en el Contrato de Plan Estado-Región a la cuestión lingüística: de 103 millones pre-
vistos en agosto de 1999 se reduce la cantidad a 43,5 millones en octubre, de los
que solo 5,6 millones corresponderían al Consejo de la Lengua. Sin embargo, cuan-
do se hacen públicas las partidas definitivas otorgadas en el contrato, se conoce
como únicamente se conceden 17 millones de euros para un ejercicio de seis años,
a repartir en la promoción del euskera y del gascón. Ante esta situación, y a pesar
de las promesas (en 2003 se podría renegociar el contrato) y las amenazas del Pre-
fecto («es esto o nada»), Euskal Konfederazioa informa de la posición de las asocia-
ciones, que consideran totalmente inaceptable el Contrato de Plan.

Sin embargo, el 30 de marzo se encienden las alarmas cuando el presidente del Con-
sejo de Electos anuncia una crisis en las políticas de desarrollo si no se avanza en la
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política de contractualización (AHEDO, 2003), ante lo que el Estado responde in-
mediatamente, por boca de Nicole Pery, señalando que a finales de año sería firma-
da la Convención Específica.

Finalmente, tras una nueva campaña de movilización de Euskal Konfederazioa, y tras
los llamamientos de Abertzaleen Batasuna a boicotear el Consejo de Electos, el 28
de junio de 2000, el Prefecto reúne a las asociaciones culturales y da a conocer su
propuesta de crear un organismo que conjugaría los diferentes niveles de poder
(por medio de una Maîtrise d´Ouvrage Publique –MOP–) y las asociaciones (Maî-
tres d´Oeuvres). En este sentido, la primera de ambas estructuras estaría constitui-
da por el Estado (Educación Nacional), el Consejo Regional, el Consejo General y el
Sindicato intercomunal de apoyo a la cultura vasca, siendo la responsable última de
la política lingüística. Propuesta ante la que Euskal Konfederazioa manifiesta ciertas
reservas (ORONOS, 2002: 168).

6.2. La constitución del Consejo de la Lengua

El Consejo de la Lengua es creado en su asamblea constituyente, que tiene lugar el
3 de julio de 2001 en la CCI de Baiona. Como expresa el artículo 2 de sus estatutos
«el Consejo de la Lengua Vasca es un mecanismo de apoyo y promoción del eus-
kera. Su objetivo es contribuir a la elaboración y puesta en marcha de cualquier
proyecto de ordenación lingüístico relativo a la lengua. En un primer momento,
apoyará el programa previsto en el Esquema de Ordenación y de Desarrollo, así
como las acciones previstas en la Convención Específica».

Más concretamente, el Consejo tiene por misión, en el marco de las políticas lin-
güísticas comprometidas: (1) asegurar la coordinación entre los diferentes actores
afectados por el desarrollo de la lengua vasca, (2) formular propuestas a las autori-
dades competentes en materia lingüística, especialmente en relación con el estatu-
to del euskera, y (3) seguir evaluando los planes puestos en marcha, proponer las
readecuaciones necesarias y velar por la concreción de las propuestas. A su vez, se
añade una cuarta función, que se concreta en la puesta en marcha de medidas de
observación de la situación de la lengua vasca, participando en la elaboración de en-
cuestas socio-lingüísticas.

6.3. La composición del CLB

La estructura del Consejo de la Lengua se fundamenta sobre la base de un mode-
lo de concertación que ya se había experimentado en Iparralde tras la constitu-
ción del Consejo de Desarrollo y el Consejo de Electos. En este sentido, su Asam-
blea General es el órgano soberano, y reúne a diferentes miembros agrupados en
cuatro colegios:
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1. El primero de ellos integra a los representantes de la Maîtrise d’Ouvrage Publi-
que, es decir, el Estado, Consejo Regional, Consejo General, Sindicato interco-
munal de apoyo a la cultura vasca y el Consejo de Electos. Todos son miembros
asociados con voz consultiva.

2. El segundo colegio aglutina a los representantes de las federaciones, como Eus-
kaltzaindia, el Instituto Cultural Vasco, el Consejo de Desarrollo del País Vasco,
Euskal Konfederazioa y el Centro Pedagógico Ikas.

3. El tercer colegio engloba a los representantes de las asociaciones que trabajan
cotidianamente en el ámbito lingüístico, como Seaska, AEK, Euskal Irratiak, Uda
Leku o Euskal Herrian Euskaraz.

4. El cuarto de los colegios se compone de personalidades cualificadas nombradas
por los otros tres colegios, entre las que figuran representantes del Gobierno 
Vasco, de Kontseilua y de Behatokia (CLB, 2001).

6.4. El funcionamiento del CLB

La Asamblea General del Consejo, como hemos apuntado, está compuesta por los
representantes de los cuatro colegios, y decide las orientaciones generales y el re-
glamento interno, aprobando las cuentas y las decisiones del Consejo de Adminis-
tración. El Consejo de Administración que dinamiza el organismo lingüístico se
compone inicialmente por 19 miembros, repartidos de la siguiente manera: 5 miem-
bros asociados del primer colegio, 5 del segundo, 5 del colegio de las asociaciones
y 4 escogidas entre las personalidades cualificadas. Esta es la instancia dirigente del
CLB en el cumplimiento de las funciones de proposición, observación y evaluación.
Aprueba las propuestas y los informes, así como los documentos destinados a su pu-
blicación. Finalmente, convoca la Asamblea General, prepara sus reuniones y de-
termina el orden del día.

La Mesa es el órgano de gestión del CLB y sus miembros son elegidos por el Conse-
jo de Administración. Existen, a su vez, varias comisiones de trabajo que las consti-
tuyen los diferentes miembros del Consejo, así como determinadas personalidades
externas interesadas. El trabajo técnico, finalmente, es realizado por un equipo pro-
fesional con las responsabilidades de Secretaría General, dirección de misión, y se-
cretario del Consejo.

6.5. Las acciones del CLB

Durante el año 2002, la función del CLB se centra esencialmente en la animación de
diferentes grupos de trabajo organizados en torno a las siguientes cuestiones: edu-
cación, medios de comunicación y vida pública. El objeto era tratar de diagnosticar
y subrayar las dificultades, así como proponer soluciones para posibilitar la puesta
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en marcha de aquellas medidas contempladas en el Esquema de Ordenación que,
sin embargo, no se habían asumido en la Convención.

Por otra parte, el CLB trata de garantizar la imbricación de los actores concernidos en
la materia mediante dos mecanismos: (1) la coordinación de los organismos que traba-
jan a favor de esta lengua, para determinar las competencias atribuidas a cada uno, y
(2) la mediación entre asociaciones y federaciones por una parte y los poderes públi-
cos por otra, para asentar la cooperación y aumentar la confianza y la eficacia.

De acuerdo con la función de observación, el CLB realiza una encuesta socio-lin-
güística en el País Vasco por medio de 1.720 cuestionarios con el objetivo de deter-
minar el nivel de uso y de cercanía al euskera. Este estudio, realizado con el apoyo
de INSEE, ha posibilitado contar con datos que permitan asegurar la validez de las
proposiciones realizadas a la Maîtrise d’Ouvrage Publique.

De la misma forma, redacta una propuesta para la concreción de un plan estratégi-
co para el euskera con el objetivo de ayudar a los poderes públicos a definir una po-
lítica lingüística ambiciosa. Este plan, Plan Euskara 2015, trataba definir la política
lingüística para los diez próximos años, dotando de coherencia a las acciones con-
tractualizadas, y garantizando la eficacia de las medidas puestas en marcha. De la
misma forma, su objetivo sería analizar la presencia de la lengua vasca en la socie-
dad, anunciando objetivos concretos y definiendo las estrategias a seguir.

Por otra parte, el CLB está en el origen de diferentes contribuciones, entre ellas las
realizadas para los Assises des Libertés Locales et Régionales que se desarrollaron
en Salies-de-Béarn el 9 de noviembre de 2002 y en Burdeos el 16 de noviembre18. A
su vez, la ley de descentralización ha dado lugar, igualmente, a una moción presen-
tada en los encuentros sobre las Lenguas y Culturas regionales o minoritarias desa-
rrollados en Rennes (URTEAGA, 2002).

6.6. Perennización pública de la dinámica 
de concertación

Como hemos visto, el modelo institucional que se edifica para la dinamización de la po-
lítica lingüística en Iparralde se sustenta sobre una lógica de concertación o goberna-
ción similar a la que se pone en marcha con el resto de políticas públicas, siguiendo el
modelo del Consejo de Electos y del Consejo de Desarrollo. De esta forma, en una mis-
ma estructura se garantiza la reflexión conjunta entre los responsables de la adminis-
tración y de la sociedad civil, a través de un complejo sistema de gestión que concita
los esfuerzos de las instituciones públicas, agrupadas en torno a la Maîtrise d´Ouvra-
ge Publique, y las asociaciones implementadoras, o Maîtres d´Oeuvres. Se construye,
de la misma forma, una estructura de jerarquías internas, que convierten al Consejo de
la Lengua en un laboratorio de proposición e intercambio de reflexiones.
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En cualquiera de los casos, la apoyatura jurídica de la dinámica que propone el Con-
sejo de la Lengua se ve sometida a la voluntad de los administradores, en la medida
en que este órgano de proposición no cuenta con un organismo anexo que sea el
encargado de la concreción factual de sus preconizaciones. Es desde este déficit
desde donde se entiende la propuesta que asume el Consejo de Electos en marzo de
2003, tendente a la perennización de la política lingüística por medio de una es-
tructura pública. Así, el 18 de marzo, los responsables del MOP, órgano de concer-
tación que aglutina al Estado, departamento, región, sindicato intercomunal, recto-
rado y Consejo de Electos, presentan públicamente su intención de estructurarse
como Agrupación de Interés Público (GIP), estructura pública autónoma, con su
propio presupuesto y personalidad moral.

La Agrupación de Interés Público es una persona moral de derecho público dotada de
autonomía jurídica y financiera, cuyas modalidades de funcionamiento deben regirse
por medio de un decreto que permite asociar, durante un tiempo determinado, insti-
tuciones de diversa naturaleza para ejercer de forma común actividades de carácter
científico, técnico, profesional, educativo o cultural, o en su caso, poner en marcha
equipamientos de interés común. En el caso que nos ocupa, la propuesta sería la crea-
ción de un GIP de la política lingüística. Esta estructura se diseña con la ley n.º 82-610
del 15 de julio de 1982, y el estatus de cada GIP resulta de una convención constituti-
va que debe establecerse entre los miembros de la agrupación y que debe ser aproba-
da, por medio de un decreto ministerial, por las autoridades competentes del Estado.

Sobre la base de esta reglamentación normativa, el Consejo de Electos señala los pa-
sos que deberían darse para la constitución de este organismo: orden interministe-
rial del departamento de Educación y del Ministerio de Cultura y Presupuesto.
Como respuesta a la demanda, el Prefecto manifiesta que este organismo podría ver
la luz a final 2003. De la misma forma, y también en marzo, este representante del
Estado en el País Vasco anuncia la puesta en marcha de una dinámica de concerta-
ción con la CAPV en materia lingüística, que se concreta en un protocolo de cola-
boración. Dos pasos que a juicio de Max Brisson y François Maitia, miembros del
Consejo de Electos, suponen un avance determinante en la estabilización de la po-
lítica lingüística19.

Varios meses después, y en plena movilización de los sectores institucionalistas ante
la aparentemente inminente visita del Ministro del Interior, Nicolas Sarkozy, se va
concretando esta propuesta. Así, se señala que además de los ministerios aludidos,
la creación del GIP necesitaría del visto bueno de los Ministerios de Cultura, de Li-
bertades Locales y de Asuntos extranjeros, de manera que los representantes de este
organismo pudieran emprender políticas de cooperación transfronteriza con la
CAPV y la CFN. Un procedimiento que según se anuncia20 no se concretaría en un
plazo menor a seis meses.
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En cualquiera de los casos, el Consejo de Electos inicia una dinámica para adelan-
tarse a la articulación futura de este organismo. El 25 de julio de 2003, el Conse-
jo de Electos delimita con más claridad los contornos de su propuesta. Las fun-
ciones del GIP serían las de finalizar la puesta en marcha de las medidas
contempladas en el apartado lingüístico de la Convención Específica, destacán-
dose también su papel en una serie de cuestiones como la edición de textos en
lengua vasca, la presencia de esta lengua en los medios de comunicación, o su uti-
lización en la vida pública. Tal y como apunta el documento del CEPB (2003a), «es-
tas nuevas orientaciones podrían apoyarse sobre la definición previa de un
plan estratégico cuyas modalidades de elaboración y puesta en marcha fuesen
ampliamente participativas, y que podría fundamentarse sobre tres ámbitos,
como son el aprendizaje, la utilización y la transmisión del euskera». De la mis-
ma forma se señala que «a fin de apoyar la utilidad social de la lengua vasca,
se tratará de investigar sobre el desarrollo de su presencia y de su práctica en
los servicios públicos (ayuntamientos, instituciones y empresas públicas)». A
juicio del Consejo de Electos, este GIP podría tomar iniciativas a fin de promover
la utilización del euskera en los servicios de atención al público de los organismos
asociados, la traducción de las actas oficiales, el respeto a la toponimia, la propo-
sición de cursos de formación y práctica de la lengua vasca a los asalariados de las
instituciones asociadas. Se asumen, así, una serie de cuestiones que habían sido
propuestas por Euskal Konfederazioa y refrendadas por veinte alcaldías con el ob-
jeto lograr el bilingüismo en los servicios públicos.

En lo que respecta a los medios técnicos y financieros, la constitución del GIP ga-
rantizaría, además de un presupuesto propio, un equipo permanente para la puesta
en marcha de los proyectos, la coordinación entre los diferentes asociados, y la ani-
mación de la función consultiva y de apoyo de expertos.

Finalmente, el documento del CEPB afirma, en lo que a la interacción transfronteri-
za afecta, que «la lengua vasca será objeto de cooperación entre los responsables
lingüísticos de una y otra parte de la frontera. En el proceso de construcción pro-
gresiva de una política lingüística en el País Vasco, es indispensable que los po-
deres públicos puedan definir sus propias orientaciones en materia de coopera-
ción transfronteriza y de desarrollo con las instituciones de Navarra y Euskadi».
De esta forma, en tanto que organismo concertador de diferentes instituciones pú-
blicas, a juicio del CEPB, el «GIP podría convertirse en interlocutor privilegiado
en el ámbito de la política lingüística con respecto de las Comunidades Autóno-
mas y las diputaciones del otro lado de la frontera». Una dinámica cuyos primero
pasos se concretan en septiembre de 2003 (AHEDO, 2004c).

Sin embargo, la propuesta de creación de este GIP se encontraba en punto muerto
y los diferentes sectores culturales y lingüísticos vascos comienzan a manifestar una
cierta impaciencia que conecta con el ciclo movilizador. En este sentido, el 1 de oc-
tubre de 2003, el Consejero General Max Brisson señala que «ante la situación del
euskera, no puede perderse el tiempo esperando la visita de Sarkozy, de forma
que plantea la necesidad de adelantar el trabajo, para que el GIP pueda ser pues-
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to en marcha el año 2004». Sarkozy visita Iparralde en diciembre de 2003, pero el
GIP no se constituye. A septiembre de 2004 se sigue a la espera de la creación de
este organismo, que se prevé sea puesto en marcha en octubre, tras la visita del nue-
vo Ministro del Interior Villepin.

Finalmente, el Ministro del Interior llega Iparralde el 30 de noviembre de 2004, y
tras degustar los vinos de Izpurua, anuncia la concesión por parte del Estado de
520.000 euros para la Oficina Pública; una cifra que es considerada insuficiente por
los actores culturales, que califican la visita de Villepin como de «colonialista». Nin-
guna palabra sobre el Departamento, rechazo a la Cámara Agrícola, rechazo a la au-
tonomía universitaria del campus de Baiona, rechazo a la oficialización lingüística...
es el saldo de una visita, más gastronómica y turística que política.
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7. Gobernación y Territorialización 
de las Políticas de Cooperación 
Intercomunal

Hasta este momento, las dinámicas que hemos analizado muestran hasta qué punto
las políticas públicas son territorializadas a escala del País Vasco. Sin embargo, gra-
cias a la evolución del marco jurídico-administrativo, en este territorio también se
desarrollan una serie de mecanismos de concertación que permiten la puesta en
marcha de diferentes estrategias públicas a escala infra-territorial.

Entre ellas destacan las fórmulas de cooperación que se establecen entre diferentes
municipios del País Vasco, bien para responder a problemáticas municipales –bajo
la fórmula de Sindicatos de Cooperación Múltiple–, o bien para trabajar conjunta-
mente por una única cuestión ante la que los diferentes municipios se ven afecta-
dos –Sindicatos de Vocación Unica–.

A pesar de todo, redundando en la dimensión local que asumen las estrategias de
desarrollo en este territorio, y tratando de aplicar las fórmulas de gobernación a es-
pacios de menor escala, con problemáticas específicas, el CDPB diseña una pro-
puesta de ordenación local que permita dotar de coherencia a las estrategias terri-
toriales y las infra-territoriales.

7.1. La cooperación intercomunal

En 2003 son siete las estructuras intercomunales más importantes de estos territo-
rios: la Aglomeración BAB que aglutina a las comunas de Baiona, Angelu y Biarritz,
con 109.259 habitantes; la comunidad comunas de Soule, que reagrupa los canto-
nes de Mauleon y Tardets con 14.136 habitantes; la de los municipios del cantón de
Bidache, con 3.153 habitantes; la de Amikuze, con 9.360 personas; la de Garazi-Bai-
gorri, con 12.312; y la de Hasparren, con 12.064. En total, 151.000 de los 262.300
habitantes de dicho territorio se integran en organismos de este tipo: esto es, el 55%
de la población. Existen, a su vez, diferentes Sindicatos Intercomunales con Voca-
ción Múltiple (SIVOM) –como es el caso de Baigorri-; o de vocación única (SIVU)
–como el Sindicato Intercomunal de apoyo a la cultura vasca–. Reflejo de la riqueza
de las relaciones intercomunales son las 70 agrupaciones diferentes que se contabi-
lizan en 2003 (la mayor parte SIVUs relacionados con cuestiones escolares, trata-
miento de aguas, etc.).

1. La estructura de cooperación intercomunal de mayor importancia cuantitativa
(por el número de habitantes, y recursos financieros) y cualitativa (por ser el eje fun-
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damental de desarrollo de este territorio) es la Comunidad de Aglomeración BAB.
Esta Aglomeración se pone en marcha el 17 de diciembre de 1999, continuando un
trabajo desarrollado por las tres villas en forma de Distrito desde hacía varias déca-
das. Sus competencias fundamentales son las de urbanismo, desarrollo económico,
medio ambiente, tratamiento de residuos y de aguas, planificación de la enseñanza
superior y de la investigación de forma partenariada con el Estado, la Región y la
Universidad, y la cooperación internacional y, sobre todo, transfronteriza (BAB,
1999). En 1999 contaba con un presupuesto de 78,20 millones de euros, y desde
2000 dispone de capacidad para contractualizar con el Estado en el marco de los
Contratos de Plan Estado-Región; elemento éste que le dota de especial margen de
maniobra. Está compuesta por 22 delegados (9 de Baiona, 7 de Angelu y 6 de Bia-
rritz) y actualmente es presidida por el alcalde de Biarritz, Didier Borotra.

Este organismo es un actor clave en los procesos que analizaremos. Entre otros ele-
mentos, destaca (a) su mencionada capacidad contractual, (b) la importancia de es-
tas tres villas como polo de desarrollo del País Vasco, (c) su institucionalización tem-
prana, que se consolida tras su constitución en aglomeración, (d) la importancia de
sus responsables en los círculos de toma de decisión departamentales, regionales y
estatales, (e) y, en definitiva, el peso de sus electos en la policy network bicéfala lo-
cal que se pone en marcha a partir de 1994.

Finalmente, la magnitud poblacional de estas comunas, y la posición de sus alcaldes,
contraria –a priori– a la creación de un departamento, convierten al BAB en uno de
los más importantes «termómetros» de la popularidad y expectativas de éxito de la
reivindicación departamental.

2. Hasta mediados de los años noventa han funcionado instituciones que tratan de
reflejar la configuración provincial vasca anterior a su unificación con el Bearn. De
esta forma, en 1965 y 1968 son creados los Biltzar de Lapurdi, y Baja Navarra-Sou-
le respectivamente. Sus objetivos son idénticos, centrándose en el estudio y solu-
ción de los problemas comunes de las localidades que los constituyen. Ambos or-
ganismos están formados por los alcaldes de los municipios, y no por las comunas,
lo que reduce su representatividad (LABEDAN, 1998).

A pesar de sus limitaciones competenciales, estas instituciones juegan un rol deter-
minante: (a) por una coherencia fundamentada en la historia, ya que se sitúan en
continuidad con las estructuras del pasado pre-Revolucionario; (b) por su impor-
tancia sociológica, ya que son espacios de debate conocidos y privilegiados por los
diferentes electos, y si bien no tienen competencias, presentan un capital convi-
vencial muy valorado; y (c) por cuestiones geográficas y económicas, ya que mien-
tras el primero aglutina a los municipios de la costa, donde el desarrollo es funda-
mentalmente industrial y terciario, el segundo unifica a los pueblos del interior, de
marcado carácter rural.

Además de esta configuración privilegiada, van a convertirse en el marco de todas
las batallas políticas que se desatan en este territorio debido a su poder simbólico,
siendo el primer lugar en que se debate explícitamente la cuestión departamental.
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Y tras su posicionamiento favorable a mediados de los años 1990, pasan de ser un
marco privilegiado de reflexión, a convertirse en un actor más en la acción política
dinamizada por el movimiento social pro-departamento. Sin embargo, previamente
habían cortocircuitado todo intento de modificación del statu quo administrativo
(CHAUSSIER, 1994).

Independientemente de ello, el 23 de septiembre de 1994 se produce la históri-
ca fusión de las dos instituciones en el Biltzar Único de Alcaldes, a iniciativa de
la Asociación de Electos a favor de un Departamento (AED) País Vasco. Este nue-
vo organismo se constituye por los máximos representantes municipales de las
157 comunas de este territorio, bajo la presidencia del Alcalde de Urruña, Daniel
Poulou. Sus funciones son las mismas que las de los anteriores Biltzar, y en su pri-
mera reunión designa a los representantes políticos que van a constituir el Con-
sejo de Desarrollo del País Vasco junto al resto de actores sociales, económicos
y culturales.

7.2. Estructuración infra-territorial 
en el País Vasco

En cualquiera de los casos, y al margen de estos mecanismos, desde las autoridades
y las redes de concertación del País Vasco va a tratarse de adecuar la política de or-
denación del territorio y regeneración local a las especificidades de los diferentes
espacios que se definen sobre el terreno. Desde esta perspectiva, en diciembre de
2001 se adopta un documento del Consejo de Desarrollo que pretende armonizar
las orientaciones generales del Esquema de Ordenación y la Convención Específica
con otro tipo de mecanismos de desarrollo que ya habían comenzado a implemen-
tarse, o serían susceptibles de ser diseñados.

Así, el 28 de mayo de 2001, el Presidente del Consejo Regional de Aquitania solici-
ta al Consejo de Desarrollo un estudio para la definición de territorios susceptibles
de soportar proyectos de desarrollo infra-territorial. Concretamente, se demanda al
CDPB: (1) definir territorios que han demostrado una capacidad para dinamizar de
forma durable orientaciones que sean susceptibles de recibir el apoyo del Estado, la
región, el departamento y Europa, y (2) precisar las modalidades para el estableci-
miento de programas de desarrollo local en estos territorios, pero garantizando su
coherencia (a nivel del País Vasco) con el Esquema de Ordenación y las políticas pú-
blicas tratadas en la Convención Específica.

Sobre estas bases, se redacta un documento en el que: (1) se definen las dinámi-
cas territoriales del País Vasco, (2) se plantean los problemas de desarrollo, así
como los niveles más adecuados para su tratamiento, (3) se definen 5 territorios
diferenciados para implementar las políticas públicas, y (4) se plantean las mo-
dalidades para la articulación de estos proyectos locales y el del conjunto de este
territorio.
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7.3. Dinámicas territoriales en Iparralde

En primer lugar, el documento (CDPB, 2001b) destaca el fuerte crecimiento pobla-
cional que está soportando el País Vasco, pero también la desigualdad que se observa
en función de las diferentes zonas (18% de incremento en el litoral, 35% en el espacio
intermedio, y descenso del 12% en Iparralde interior durante los últimos 25 años).

Siguiendo el diagnóstico realizado en el Informe Pays Basque 2010 y la metodología
empleada con la redacción del Esquema de Desarrollo reafirma la existencia de tres
polos diferenciados en dicho territorio. Tres sistemas que conocen dinámicas de de-
sarrollo específicas, y ante las que hay que intervenir con programas adecuados.

– El litoral concentra la mayoría de la población a partir del atractivo del BAB, que
crece y aglutina en torno a sí gran parte de la actividad económica, generando im-
portantes problemas de suelo y altas tasas de inmigración de personas de avan-
zada edad.

– La zona intermedia se caracteriza por su importante crecimiento, como territorio
atractivo para personas de entre 30 y 40 años, fundamentalmente originarios del
Departamento de los Pirineos-Atlánticos. Así, la actividad de este espacio se ve
condicionada por la potencia de la costa, configurando un desarrollo cada vez
más asimilable con una «zona dormitorio».

– Finalmente, el interior del territorio, lejos de los efectos dinámicos del litoral,
se mantiene en una preocupante situación de fragilidad. En cualquier caso, y a
la luz de los problemas de suelo de los otros dos espacios, el CDPB considera
que se podrían llegar a definir nuevas potencialidades para estos territorios
peri-urbanos.

En tercer lugar, se subraya la dinámica de desarrollo que se inicia en 1992, susten-
tada en (1) el reforzamiento de la complementariedad entre la costa y el interior, (2)
la concertación entre todos los actores en torno al desarrollo del País Vasco, (3) el
incremento de la participación de los grupos profesionales y asociativos en el Con-
sejo de Desarrollo, y (4) el reforzamiento de la coherencia de los diferentes proyec-
tos territoriales. Una dinámica que, a juicio del CDPB, se complementa y refuerza
gracias a la firma de la Convención Específica.

Finalmente, y al margen de la dinámica global de desarrollo, el CDPB destaca la im-
portancia de las estrategias locales llevadas a cabo por las diferentes comunas y fe-
deraciones municipales, concretada en (1) cinco contratos de Pays (de 1977 a
1984) en Zuberoa, Garazi/Baigorri, Amikuze/Iholdy, Nive Nivelle, Pays des Trois Va-
llées; (2) Contratos de Revitalización (1984-1992) en Soule y Garazi-Baigorri; (3) Pro-
yectos Colectivos de Desarrollo (1992-2001) en Zuberoa21, Costa Vasca Sur, Adour-
Ursuia, Amikuze/Iholdy, Garazi/Baigorri; (4) Programas Leader 1 (1992-1996) en
Zuberoa y (5) Programas Leader 2 (96-00) en el País Vasco interior.
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Procedimientos, todos ellos, que han permitido al País Vasco adquirir una impor-
tante experiencia en la dinamización de estrategias de desarrollo local y en la orga-
nización inter-comunal, pero que, sin embargo, no han posibilitado la inversión de
las tendencias negativas apuntadas.

7.4. Los cinco territorios de desarrollo

El Consejo de Desarrollo, a la luz de un análisis que se asienta en las fórmulas de de-
sarrollo económico, los servicios existentes, la problemática de la vivienda y la iden-
tidad, platea dos hipótesis de trabajo a la hora de delimitar los espacios infra-terri-
toriales sobre los que definir políticas de desarrollo adecuadas a las especificidades
locales. Una, estructurada a partir de los ejes viarios, que inciden de forma eviden-
te sobre la urbanización del País Vasco; otra, asentada sobre las problemáticas co-
munes de los diferentes ámbitos.

Considerando que las dos hipótesis presentadas no solo no son excluyentes –ya que
mientras que la primera privilegia la estructuración en torno a problemas de orde-
nación, la segunda lo hace sobre la base de los retos de desarrollo– sino que son
complementarias y pertinentes para la definición de las estructuras infra-territoria-
les, el Consejo de Desarrollo delimita cinco espacios sobre los que territorializar las
políticas públicas, adecuándolas a la realidad local.

7.4.1. Zuberoa: 35 comunas

El documento redactado por el CDPB considera que Zuberoa se enfrenta a una im-
portante fragilización de su tejido industrial y a una desvitalización profunda de su
economía. Y a pesar de que se haya iniciado desde los años 1970 una dinámica con
el objeto de invertir las tendencias negativas, Zuberoa ha perdido el 17% de la po-
blación desde 1975; todo un síntoma de la relativa eficacia de los mecanismos im-
plementados hasta la fecha.

En cualquier caso, este territorio se vertebra desde 2000 bajo la forma de Comuni-
dad de Comunas. Entre las prioridades que asumen los electos, junto a otros acto-
res sociales, se encuentra el mantenimiento del nivel poblacional actual y la crea-
ción de 600 puestos de trabajo en los próximos diez años. De la misma forma, se
asumen los resultados de diferentes estudios, que hacen referencia a la necesidad de
enclavar a esta provincia en el conjunto del País Vasco, así como favorecer su desa-
rrollo agro-pastoral.

Finalmente, el documento subraya como Zuberoa, a pesar de su importante especi-
ficidad, mantiene relaciones de cooperación con otros espacios (turismo en Ami-
kuze, tratamiento de residuos con el resto del País Vasco); cuestión ésta que debe
ser potenciada. Por último, el texto manifiesta que la dinámica de desarrollo en este
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territorio «debe ser resultado de un importante consenso» entre los actores loca-
les y el conjunto de los responsables del País Vasco (CDPB, 2001b: 11).

7.4.2. Garazi-Baigorri-Iholdi-Amikuze: 70 municipios

Un territorio que reúne a dos sub-conjuntos con características comunes.

Por una parte la de Amikuze-Iholdi, con 40 comunas y 12.300 habitantes. Estos dos
cantones han perdido los últimos 25 años un 9% de su población. Organizados en
forma de Comunidad de Comunas en el caso de Amikuze, y en Sindicato de Voca-
ción Múltiple en el de Iholdi, han puesto en marcha gran cantidad de operaciones
de desarrollo, entre las que se destacan los contratos de Pays de los años 1980, o el
PCD de 1996. A este respecto, y tras la finalización de este último Plan Colectivo,
los electos han manifestado su deseo de reclamar un nuevo procedimiento de de-
sarrollo al Consejo Regional.

Por otra parte encontramos el espacio de Garazi-Baigorri (30 comunas, 11.800 ha-
bitantes), ha perdido el 12% de la población en 25 años. Estructurados en torno al
Sindicato Intercantonal, los electos de este espacio han puesto en marcha un Con-
trato de Pays y un PCD. Respecto a la profundización en los mecanismos de coo-
peración, el documento resalta la voluntad de los electos para poner en marcha una
Comunidad de Comunas (que finalmente se concreta en enero de 2003).

Los retos comunes de ambos núcleos se encuentran, a juicio del CDPB, en la pro-
moción de su economía (agricultura, artesanía, comercio, turismo), el hábitat y los
servicios. En cualquiera de los casos, el organismo de concertación también subra-
ya los límites de este escenario infra-territorial, ya que la cooperación entre ambos
espacios ha sido reducida hasta el presente. De la misma forma, su desigual estruc-
turación intercomunal es un hándicap para trabajar en conjunto.

Finalmente, a pesar de que existen ingredientes que permiten configurar a medio
plazo un territorio único de desarrollo, el CDPB considera deberían ser tenidas en
cuenta las realidades diferenciadas de ambos espacios, sobre todo a la hora de ne-
gociar las estrategias de desarrollo infra-territorial. «Lo cierto es que teniendo en
cuenta que los electos no están preparados para trabajar a corto plazo de forma
conjunta, un primer paso podría ser la hipótesis de dos proyectos territoriales,
pero con ciertos ámbitos de las políticas públicas decididos e implementados
para ambas comunidades».

7.4.3. Bidache-Labastide-Hasparren-Espellette-Ustaritz-
Saint-Pierre d’Irube: 36 comunas

Con 54.000 habitantes, este espacio se conforma como el círculo concéntrico ex-
terior de la aglomeración de Baiona. En 25 años, su población ha crecido un 41%. El
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territorio se define sobre tres ejes. En primer lugar el eje Adour-Ursia, con 19 mu-
nicipios, con 18.400 habitantes y un incremento del 15% desde 1975. Este ámbito
reúne a la Comunas de Comunas de Bidache y del Pays de Hasparren, así como otros
tres municipios que, en conjunto, han puesto en marcha determinados procesos de
desarrollo local. Por otra parte encontramos el territorio de Errobi, con diez muni-
cipios, 18.000 habitantes y un 41% de incremento poblacional, se estructura en for-
ma de SIVOM en torno a las comunas de Espellette y Ustaritz. Finalmente, se deli-
mita el entorno del BAB, con 7 comunas, 17.600 habitantes y un incremento
poblacional del 82%.

El documento subraya la similitud de problemáticas a las que se ven sometidos es-
tos tres sub-territorios, a pesar de que existan evidentes diferencias que dependen
de su mayor o menor cercanía al BAB o al espacio rural. Entre las dificultades co-
munes destacan: (1) la dinamización de la extensión urbana y la respuesta a las ne-
cesidades de hábitat y suelo, (2) la solución a las demandas de servicios, (3) la crea-
ción de zonas de actividades económicas para atraer empresas, y (4) el tratamiento
de residuos.

Como apunta el documento, este espacio intermedio está siendo sometido a una
cierta fragilización, provocada por su dependencia respecto del litoral (a diferencia
del interior, que se ha visto obligado a conservar su propia capacidad productiva).
En consecuencia, el desarrollo de esta zona se fundamenta en el sector residencial,
con un gran consumo de espacios y un elevado coste en materia de equipamientos:
«una especialización de la función residencial que no se ha visto acompañada
con la creación de actividades ligadas a servicios de proximidad. La pérdida de
peso económico amenaza este espacio con un grave riesgo de deriva hacia un
«territorio dormitorio», con las consecuencias que esto implica, especialmente
para la financiación de equipamientos públicos y para la prestación de servicios
a la población».

7.4.4. Cuenca de la Nivelle-Bidasoa

Estas doce comunas, estructuradas en torno a San-Juan-de-Luz, con 58.300 habi-
tantes, han soportado un crecimiento poblacional del 32% en los últimos 25
años. Esta «cuenca» poblacional cuenta con una serie de problemáticas similares
a las del anterior espacio: (1) peri-urbanización, dificultades de acogida de po-
blación, dinamización y dirección del suelo, desplazamientos, (2) desarrollo eco-
nómico, (3) medio ambiente y (4) tratamiento de residuos y saneamiento. No
existe una estructura intercomunal que vertebre este espacio, y aunque San-Juan-
de-Luz lo centraliza, algunos municipios se ven fuertemente atraídos por el BAB
al norte, y por Txingudi al sur. En consecuencia, para el órgano de concertación,
este territorio debe ser objeto de un consenso entre los actores locales, que 
debe concretarse en la puesta en marcha de mecanismos de cooperación 
inter-comunal.
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Fuente: CDPB (2001b)

7.4.5. Bayona-Anglet-Biarritz-Boucau

Estos cuatro municipios concentran 112.000 habitantes y han incrementado su po-
blación en un 10% desde 1975. En el momento de la realización del estudio (2001)
estaba prevista la puesta en marcha de mecanismos de contractualización, que fi-
nalmente se concretan al año siguiente. De la misma forma, el documento del
CDPB, y a la vista de la vitalidad de estas comunas, apuesta por la profundización de
mecanismos de cooperación con otras estructuras inter-comunales del País Vasco.

7.5. Fórmulas de articulación de los proyectos
locales

Para el Consejo de Desarrollo, en definitiva, la dinámica planteada en este territorio
desde 1992 permite afirmar una serie de evidencias. Por una parte, el ámbito vasco
es un buen punto de partida para posibilitar la concreción de los programas de de-
sarrollo y para definir los principios de la acción pública (algo que, como veremos,
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no es respetado por el Consejo General de los Pirineos Atlánticos), delimitar un pro-
yecto de desarrollo y negociar los medios precisos. Por otra parte, los territorios in-
fra-locales de desarrollo constituyen las escalas más adecuadas para movilizar a los
electos y a la sociedad civil en torno a proyectos de desarrollo relacionados con la
economía y el empleo, el hábitat y los servicios de cada ámbito local.

La existencia de este modelo de desarrollo multi-dimensional y por escalas, sin em-
bargo, precisa de una articulación a varios niveles:

– A nivel de proyecto: el proyecto territorial vasco (Esquema de Ordenación y de
Desarrollo) y los infra-territoriales (PCDs, Contratos de aglomeración) deben ser
complementarios, de forma que las estrategias de los núcleos locales deben ade-
cuarse a las orientaciones estratégicas definidas en el Esquema, y viceversa.

– A nivel de los Maîtrises d´Ouvrages: los organismos públicos responsables de la
dirección de los PCDs, por una parte, y el Consejo de Electos, portador del pro-
yecto para Iparralde, por otra, deben concertar su intervención para unificar las
propuestas de ambos.

– Desde el punto de vista de los sectores asociativos y económicos, su participación
en las reflexiones y en los proyectos territoriales debe organizarse en ambas es-
calas, territorial e infra-territorial.

– A nivel de los socios públicos su intervención en los Contratos de Aglomeración,
PCDs, Leader debe facilitar la concreción de una política pública eficaz para ga-
rantizar el desarrollo global del País Vasco.

– A nivel de los actores de desarrollo que intervienen en la animación de los PCDs
se considera que éstos deben ser puestos en red y relacionados con los equipos

Articulation entre Pays Basque et territoires infra

Territoires infra Pays Basque

Territoire Pays Basque

– Portage: interlocuteur local (EPCI, 5M...)
– Concertation: commissions territorides du CDPB
– Partenaires: Etat, Région, Département, Europe
– Animation: Agents de développement local, EPCI, Chambres consulaires...

– Portage: Conseil des Elus
– Concertation: CDPB
– Partenaires: Etat/Région/
   Département/Europe
– Animation: Equipe te chnique
   CEPB-CDPB

Projet: Schéma de développement
Procédure: Convention spécifique

Projets des territoires développement
Procédures Contrats d’agglo, PCD, Leader...

Fuente: CDPB (2001b)

81

Soziologiazko Euskal Koadernoak / Cuadernos Sociológicos Vascos18



encargados de la dinamización del proyecto global para Iparralde, con el objeto
de edificar una verdadera función de ingeniería territorial.

Por todo ello, el documento del órgano de concertación propone una serie de me-
didas:

1. Organizar en el CDPB un comité territorial local específico para cada territorio,
que debería estar compuesto por representantes de cada uno de los cinco ámbitos
definidos que trabajan en los colegios socio-profesionales y asociativos del CDPB;
que debería completarse, con los otros cargos institucionales y personalidades lo-
cales no representadas en el CDPB. Este comité, cuya composición debería ser vali-
dada por el establecimiento público responsable de la dirección del proyecto local
(intercomunalidad, sindicato mixto), tendría por función participar junto a los elec-
tos en la definición de los proyecto infra-territoriales, así como dinamizar y apoyar
su puesta en marcha.

2. Asegurar en el CEPB la coherencia entre las orientaciones estratégicas para el País
Vasco y los proyectos infra-territoriales de desarrollo.

Con este objetivo, el CDPB propone varias medidas:

– Posibilitar la evolución de la representación local en el CEPB en función de los
nuevos perímetros de desarrollo. «El CEPB puede convertirse así en lugar pri-
vilegiado para poner en común proyectos, informarse de las diferentes inicia-
tivas, establecer lazos entre los diferentes procedimientos para reforzar la si-
nergia de los programas infra-territoriales y las orientaciones de la
Convención» (CDPB, 2001b: 17).

– Asociar el Consejo de Electos a la firma de los Contratos de Aglomeración y los
Proyectos Colectivos de Desarrollo: esta co-firma de los planes territoriales sería
una buena forma de garantizar la coherencia de los planes locales y globales.

– Institucionalizar lazos de información recíproca entre los establecimientos públi-
cos locales y el Consejo de Electos.

Como conclusión, este texto subraya que los perímetros definidos no tienen la vo-
luntad de imponerse sobre las estructuras inter-comunales ya existentes, ni tienen
la vocación de resolver o tratar la totalidad de las problemáticas que afectan a los
municipios que las componen. Su único objetivo es favorecer la puesta en marcha
de estrategias de contractualización para el desarrollo local, por otra parte promo-
vidas por el Estado y la Región como complemento de la Convención Específica.
Son espacios considerados como pertinentes, sobre los que, en definitiva, puede
potenciarse la intercomunalidad, y permiten trabajar de forma concertada en la pro-
moción de la economía, el hábitat, los servicios o la cultura. Se trata, en definitiva,
de una estructura que completa los dispositivos concretados a escala del territorio
(País Vasco) y que se asienta sobre el esquema de concertación entre cargos políti-
cos, sociedad civil y poderes públicos.
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A lo largo de estas páginas hemos tratado de presentar un modelo que considera-
mos se asienta sobre lo que definimos como una estrategia de gobernación. Llega-
dos a este punto, creemos que es necesario detenerse para profundizar en su signi-
ficado. Efectivamente, por gobernación, entendemos una nueva manera de hacer la
política que consiste en asociar a todos los actores afectados por un determinado
problema para que las políticas públicas sean el resultado de una concertación en-
tre los actores asociativos, institucionales y socio-económicos. Ciertamente, hasta
hace poco, las políticas públicas puestas en marcha en este territorio eran elabora-
das, sobre todo, por funcionarios de la administración, para ser después validadas
por los electos, sin una verdadera consulta a la sociedad civil; lo que generaba serios
problemas, ya que las asociaciones, sindicatos o empresas tenían la impresión de
que esas políticas públicas no respondían necesariamente a sus necesidades, y que
habían sido concebidas sin ningún debate previo.

En consecuencia, convenía inventar una nueva manera de gobernar que, como ve-
remos, se asienta sobre: (1) el reconocimiento de los actores, (2) el conocimiento
mutuo, (3) una amplia concertación, (4) la negociación a lo largo de toda la diná-
mica, (5) decisiones aceptadas, (6) una aplicación efectiva y (7) una evaluación
compartida.

8.1. El reconocimiento de los actores

La primera de las características de la gobernación no es otra que el reconocimien-
to de los actores por la parte contraria como actores legítimos con los que es posi-
ble, e incluso necesario, colaborar. Efectivamente, el comienzo de los años 90 coin-
cide con la voluntad de los poderes públicos de modificar en profundidad las
modalidades de elaboración de las políticas públicas reuniendo sobre la misma mesa
a actores hasta ese momento excluidos del juego político, ya que, como es el caso
del nacionalismo, ningún Consejero Regional, Consejero General y sólo algunos al-
caldes de pequeñas localidades se reclamaban de esta opción. El objetivo era pasar
de una lógica de enfrentamiento a una lógica de colaboración.

En consecuencia, los poderes públicos se abren en un primer momento al recono-
cimiento público de las asociaciones, sindicatos y otras federaciones como actores
imprescindibles en el debate político, con los que es necesario reflexionar concer-
tadamente para después cooperar. Posteriormente, se desarrolla otra reflexión a fin
de precisar las modalidades que concretarían esta voluntad, y que se expresa en el
proyecto de creación de los diferentes Consejos y, en primer lugar, el Instituto Cul-
tural (ICB-EKE).



En este sentido, debemos llamar la atención sobre el hecho de que la exclusión de
toda una franja de actores locales había conducido a ciertas asociaciones a recurrir
a medios de acción en ocasiones ilegales –tales como la sustitución de los paneles
de señalización viaria–, o, cuando menos, de protesta, con el objeto de lograr que
su voz fuese escuchada. Así, los años 70 y 80 se han visto jalonados de manifesta-
ciones por el reconocimiento de la lengua vasca, dinamizadas sobre todo por las
Ikastolas, la defensa de los pequeños agricultores o el apoyo a los presos vascos. En
otros términos, quedando al margen de los círculos de decisión políticos, a los ac-
tores asociativos no se les reconocía su legitimidad, no siendo aceptados como in-
terlocutores.

8.2. El conocimiento mutuo

El segundo de los ejes de la gobernación en Iparralde pasa por el conocimiento mu-
tuo de los actores locales. Así, años de oposición y de ausencia de comunicación ha-
bían contribuido al nacimiento de ideas estereotipadas y representaciones negativas
reciprocas. Efectivamente, habiendo pocos nexos de comunicación, el mero con-
tacto era sinónimo de enfrentamientos, por lo que no es sorprendente que los ac-
tores locales tuvieran imágenes completamente deformadas los unos de los otros.

Concretamente, para las asociaciones, los poderes públicos serían los representan-
tes de un Estado opresor y jacobino, que recurría sistemáticamente a la represión,
obstaculizando cualquier iniciativa cuya finalidad fuese asegurar el desarrollo eco-
nómico del territorio, el auge de la enseñanza bilingüe o la institucionalización de
Iparralde. Y cualquier discurso o gesto de conciliación era interpretado como una
trampa tendida con el objeto de engatusar y calmar las reivindicaciones legítimas
del pueblo vasco.

Inversamente, para las instituciones, las asociaciones, a su juicio radicales, estarían
dirigidas por separatistas que tratarían de atentar contra la unidad de la República.
Estos actores recurrirían a modos de acción violentos, o cuando menos conflictivos,
cuya única finalidad sería tensionar la sociedad vasca a fin de lograr que se doble-
gasen las instituciones. Así, cualquier propuesta moderada era considerada como
sospechosa, ya que en última instancia, como sucedía con la demanda de creación
de un Departamento, escondía el proyecto independentista.

Por esta razón, uno de los principales méritos de la creación de los Consejos ha sido
permitir un mejor conocimiento mutuo de los individuos. Tanto unos como otros
son percibidos como personas con los que es posible discutir para después llegar a
un acuerdo, manifestando su disposición a lograr compromisos. En el curso de las
reuniones, las «máscaras» van cayendo progresivamente, favoreciendo intercambios
más sinceros y directos. Las amistades o, en todo caso, las afinidades van cuajando
entre ciertas personas que tenían más puntos en común de los que ellos previa-
mente creían.
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8.3. La concertación permanente

La tercera de las características de la gobernación es la concertación entre los acto-
res participantes. Hasta los años noventa, como hemos apuntado, las decisiones
eran asumidas unilateralmente por parte de los poderes públicos. Estos respondían
a las manifestaciones o las conferencias de prensa de sus adversarios, de forma que
los intercambios de puntos de vistas se hacían a través de la prensa. La concertación,
propiamente dicha, era prácticamente inexistente, y cuando esta tenía lugar, se cir-
cunscribía a ciertas personalidades y materias. Desde esta óptica, la creación de los
Consejos ha permitido a las asociaciones y a las instituciones tomar conciencia de
las tesis y proyectos de la parte contraria antes de que éstos fuesen transmitidos a la
opinión pública; y sobre todo, ha posibilitado debatir, intercambiar y discutir pre-
viamente su pertinencia.

Así, el Esquema de Ordenación y de Desarrollo del País Vasco ha sido elaborado en-
tre 1995 y 1997 de manera concertada entre todos los actores afectados (AHEDO,
2003). En efecto, diferentes comisiones temáticas han vinculado a profesionales, al
tejido asociativo, a los sindicatos e instituciones, que se han reunido con el objeto
de elaborar un diagnóstico, fijar objetivos y precisar estrategias a poner en marcha
para concretar los objetivos concertados. En este sentido, el Esquema contempla 94
proposiciones concretas consensuadas concertadamente.

En consecuencia, las propuestas del Esquema de Ordenación han sido objeto de un
amplio consenso entre los actores locales, hasta el punto de ser aceptadas unáni-
memente por los electos y la sociedad civil. En paralelo, la concertación permite
que todos los actores se sientan escuchados y consultados a la hora de definir polí-
ticas que les afectan, lo que vacuna a la sociedad contra los sentimientos de exclu-
sión o vejación.

8.4. La negociación regular

La cuarta particularidad de la gobernación se fundamenta en la negociación entre
los socios con la finalidad de llegar a un acuerdo sobre las propuestas que merecen
ser contractualizadas y financiadas por parte de las autoridades. Las discusiones se
asientan en la acción, en los montantes financieros, en la naturaleza de la Maîtrise
d’Ouvrage Publique (responsables públicos de la selección de los proyectos) y de
los Maîtres d’Oeuvres (responsables de la implementación), sin omitir los plazos de
concreción. En ocasiones, estas negociaciones dan lugar a intercambios de gran ri-
queza, incluso conflictivos, pero en los que el objetivo es convencer al interlocutor
con la ayuda de sus propios argumentos.

Así, el periodo de negociaciones del Esquema de Ordenación que se ha desarrolla-
do entre 1998 y 2000 se ha concretado con la firma de la Convención Específica del
País Vasco 2001-1006, en diciembre de 2000, tomando en cuenta una parte signifi-
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cativa de las preconizaciones del citado Esquema. Pero, estas negociaciones no fi-
nalizan con la firma del acuerdo, sino que se entiende que debe ser objeto de una
actualización, así como de un examen profundo de ámbitos no explorados hasta el
momento.

Para llegar a un resultado tal, el Consejo de Desarrollo, en estrecha colaboración con
el Consejo de Electos –encargado de la negociación–, ha utilizado diversas estrate-
gias, a saber: convencer a los poderes públicos de la pertinencia de ciertos proyec-
tos para la ordenación del territorio o el desarrollo económico, poner el acento so-
bre los riesgos de conflicto y de movilización de la sociedad civil en caso de
rechazo, o mostrarse dispuesto a renunciar a una propuesta como contrapartida a
la contractualización de otra medida.

Las instituciones (Departamento, Región y Estado), por su parte, no han dudado en
llamar la atención de forma más o menos directa –aunque en última instancia– so-
bre el hecho de que (a) el poder de decisión les corresponde a ellos, y (b) que es-
taba descartada una modificación de la legislación. Dicho de otra forma, las preco-
nizaciones debían situarse en el marco institucional sin que fuese necesaria su
transformación.

Mas concretamente, los poderes públicos han aceptado la adopción de una propo-
sición de la Convención Específica a condición de que el Maître d´Oeuvre fuese pú-
blico: así, la acción 1.2., que se asienta en la sensibilización del aprendizaje de la len-
gua vasca en la escuela. En paralelo, la dinamización pública de la medida es
confiada a la Educación Nacional. De la misma forma, las instituciones han acepta-
do la creación del Consejo de la Lengua Vasca a condición expresa de que gozasen
de un poder consultivo y no decisional.

8.5. La decisión asumida

El quinto elemento de la gobernación es la asunción de decisiones preconizadas.
Efectivamente, el proceso de negociación se desarrolla a partir de la toma de deci-
siones que afectan a proyectos que son asumidos; pero también sobre la base de las
modalidades que presidirán su puesta en marcha. En lo que respecta a las cuestio-
nes económicas, culturales o sociales, el método es el mismo, ya que una vez que se
llega a un compromiso, la decisión es ratificada inmediatamente o convalidada pos-
teriormente.

Sin embargo, debe subrayarse la complejidad del fenómeno, en la medida en que
existe una notoria diferencia entre el poder de decisión formal y el informal. Así, en
teoría, los diferentes Consejos no tienen más que un poder consultivo y su función
es formular recomendaciones dirigidas a los poderes públicos, que actuando en los
Comités de Pilotaje o no, toman la decisión. Pero, en realidad, desde el instante en
que los Consejos van ganando la confianza de estas instituciones, acaban orientan-
do en gran medida las decisiones que les corresponde tomar a los citados poderes
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públicos. En efecto, estos Consejos, se encargan (a) de la realización de diagnósti-
cos, (b) de la toma en consideración de los obstáculos que impiden el desarrollo de
las políticas públicas, y sobre todo (c) son responsables de la formulación de las pre-
conizaciones. Y aún más, en ocasiones (d) se les encomienda la negociación de sus
proposiciones, lo que les confiere un poder importante, ya que de esta forma aca-
ban interviniendo a lo largo de todo el proceso de elaboración de los proyectos. A
partir de ese momento, buen número de proyectos son validados tal y como se pre-
sentan, o después de pequeñas modificaciones.

Pero, para que esto sea así, el Consejo de Desarrollo o el Consejo de la Lengua de-
ben beneficiarse de la confianza de los poderes públicos, lo que supone una meto-
dología de intervención basada en el respecto hacia los poderes públicos. La cons-
trucción de una confianza tal necesita tiempo, paciencia y perseverancia a fin de
evitar sobresaltos e impaciencias. Por el contrario, si esta confianza no existe, dis-
minuye fuertemente la capacidad de influir sobre las decisiones y los decisores por
parte de estos Consejos.

8.6. La aplicación efectiva

La sexta característica de la gobernación no es otra que la aplicación efectiva de las
decisiones asumidas. Así, una vez que la Convención Específica es firmada en 2000,
debe pasarse a una fase de puesta en marcha de las acciones, lo que implica la dis-
cusión con los Maîtres d’Oeuvres designados o susceptibles de serlo.

Por ejemplo, la creación del Consejo de la Lengua Vasca, que es la primera de las ac-
ciones del capítulo lingüístico de la citada Convención, ha sido precedida de gran-
des debates, en ocasiones apasionados, para determinar si el Consejo debe ser par-
te del Instituto Cultural Vasco (ICB-EKE) o si debe asumir una independencia total.
Si las asociaciones que trabajan en el ámbito del euskera eran favorables a la segun-
da opción –estimando que la mezcla entre la lengua y la cultura se haría en detri-
mento de la lengua–, el ICB-EKE era partidario de la primera opción –al juzgar que
la lengua y la cultura estaban indisolublemente unidas, y al considerar que una se-
paración sería perjudicial para el Instituto, que perdería parte de sus competen-
cias–. Estas discusiones que se prolongaron durante varios meses, retardando la
puesta en marcha del Consejo de la Lengua, se han saldado con la victoria de las aso-
ciaciones lingüísticas.

En resumen: la aplicación de las acciones contractualizadas es efectiva en conjunto,
aunque depende en gran parte de la voluntad de las asociaciones y las instituciones
públicas, de las posibilidades presupuestarias de las colectividades territoriales y del
contexto político. En este sentido, un periodo de tensiones es, a veces, propicio
para el avance de los proyectos, pues los poderes públicos desean demostrar que
obran efectivamente a favor del desarrollo económico y de la revitalización de la len-
gua vasca, sin que se haga necesaria una modificación institucional.
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8.7. La evaluación compartida

La ultima distinción de la gobernación es la de la evaluación compartida de las ac-
ciones contractualizadas en particular y las políticas públicas en general. Así, una de
las misiones de los diferentes consejos es evaluar las políticas puestas en marcha a
fin de promover el desarrollo y la ordenación del territorio, en el caso del CDPB, y
el euskera en el caso del Consejo de la Lengua. Algo, por otra parte, lógico. Estos
consejos, en definitiva, van a asumir la capacidad evaluativa de los diferentes capí-
tulos de la Convención Específica para permitir que la Maîtrise d’Ouvrage Publi-
que –encargado de los dossieres correspondientes– tenga un conocimiento perfec-
to de la evolución y las modalidades de aplicación necesarias.

Una evaluación que comprende cinco fases, esto es: (1) llamar la atención sobre la
naturaleza de la acción contractualizada, precisando las medidas y las financiaciones
previstas, (2) enunciar el nivel de aplicación de la acción, especificando aquello que
se ha hecho y con qué dinero, (3) la interrogación sobre los obstáculos y problemas
cotidianos, (4) la formulación de propuestas que permitan superar las dificultades y
encontrar soluciones, (5) la clarificación de las nuevas necesidades surgidas entre
2001 y 2003, que difícilmente habrían podido ser previstas tras la firma de la Con-
vención Específica.

Esta evaluación, a la vez cuantitativa y cualitativa, se inscribe en una valoración más
global que afecta a la Convención Específica en conjunto y cuya responsabilidad es
confiada al Consejo de Desarrollo del País Vasco. En este sentido, las evaluaciones
son hechas de forma concertada con todos los actores afectados, favoreciendo así
el consenso y la aceptación. En definitiva, esta facultad es un instrumento preciado
que influye de manera determinante sobre las orientaciones de las políticas públi-
cas y testimonia la nueva gobernación que se está experimentado a escala territorial
en Iparralde.

Pero, este modelo se enfrenta a graves problemas en este territorio.



Segunda Parte
La demanda Institucional



1. El primer ciclo movilizador

La reivindicación departamental está presente en el País Vasco desde el mismo mo-
mento en que las provincias históricas de Lapurdi, Zuberoa y Baja-Navarra son inte-
gradas junto al Bèarn en el Departamento de Bajos-Pirineos (actualmente Pirineos-
Atlánticos). A lo largo de 200 años, por tanto, esta demanda es una constante que
va a sustentarse sobre la base de diferentes concepciones del territorio. Desde una
primera perspectiva se identifica como sujeto de una cultura y de una afiliación ét-
nica, y su expresión política fundamenta la apuesta institucionalizadora del nacio-
nalismo moderno desde 1963. Una segunda visión territorial entiende el entorno lo-
cal como un actor de desarrollo económico, de forma que la burguesía
modernizante representada en la Cámara de Comercio vincula –desde 1836– la cre-
ación de un departamento con la reordenación económica y la cohesión local. La
tercera de las interpretaciones del territorio entiende éste como agente político de
un partido en expansión, lo que se concreta en la apuesta del Partido Socialista por
el departamento; una formación que observa en esta demanda un importante re-
curso movilizador (CHAUSSIER, 1997). Finalmente, esta interpretación instrumen-
tal se transforma en otra más política que se concreta en la estrategia descentraliza-
dora o desconcentradora fuertemente arraigada en la formación socialista.

Entre 1994 y 1997 encontramos una serie de procesos, dinamizados aisladamente
por diferentes actores, pero que generan oportunidades para el resto. En primer lu-
gar, un colectivo que aglutina a un centenar de electos de todas las tendencias a ex-
cepción del Frente Nacional, la Asociación de Electos (AED), elabora un marco dis-
cursivo (AED, 1997) que es aceptado por el conjunto de sus afiliados. De esta forma,
se complementan en un mismo ideario las tres interpretaciones del territorio, aun-
que la dimensión económica (departamento = desarrollo) continúe primando sobre
la perspectiva identitaria (departamento como garante de la cultura vasca) y la in-
terpretación política (departamento como representación territorial). En paralelo,
y sobre la base de un discurso ya unificado, la AED inicia un proceso de seducción
hacia el cuerpo electivo que se concreta: (1) en el voto en pro del departamento
(1996) por parte de la Asamblea de Alcaldes del País Vasco, (2) en los resultados fa-
vorables de la consulta realizada entre el conjunto de consejos municipales (1997-
1999), y (3) en la asunción de la demanda por parte del CDPB (1999).

A su vez, el Partido Socialista (PS) trata de recuperar su centralidad local retomando
la reivindicación departamentalista, de forma que su máximo dirigente y entonces
candidato a la Presidencia, Lionel Jospin, se pronuncia en 1995 a favor de la institu-
ción «si una mayoría de los electos así lo exigiese». Sobre la base de este renovado
compromiso, la socialista Nicole Pery logra el puesto de diputada en las legislativas
de 1997 contra todo pronóstico.
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Finalmente, Abertzaleen Batasuna, tras un profundo debate, opta por asumir la rei-
vindicación departamental. Se abandona así la postura defendida por una parte de
su militancia que, siguiendo los postulados de Iparretarrak, exigía como paso tácti-
co la institucionalización del País Vasco por medio de un Estatuto de Autonomía. En
consecuencia, en 1997, Abertzaleen Batasuna define una estrategia departamenta-
lista que se sustenta en tres etapas-objetivo claramente diferenciadas: (a) situar a
esta formación en el centro de la reivindicación; (b) generar un amplio movimien-
to que socialice la demanda intentando lograr una mayoría social departamentalis-
ta; y (c) generalizar una dinámica de desobediencia civil que hiciese imposible el
mantenimiento del statu quo.

Sobre estas bases, el 30 de enero de 1999, AB congrega a 6.000 personas en las ca-
lles de Baiona en la primera gran manifestación a favor de esta institución, con lo
que a nivel público logra convertirse en el referente de la demanda. Paralelamente,
desde esta formación comienzan a establecerse contactos con el resto de actores,
dándose forma definitiva al movimiento social que cristaliza en el «Llamamiento de
los 100»; colectivo compuesto por representantes de la mayor parte de formaciones
políticas (AB, UDF, RPR, PS, Verdes, PNB, EA), grupos económicos (Cámara de Co-
mercio, los sindicatos CFDT, ELB, y Ofizialeak), y la totalidad de asociaciones cultu-
rales del territorio.

De esta forma, el conjunto de actores que hemos mencionado inicia una dinámica
de movilización cuyo punto álgido es la celebración de la manifestación más nume-
rosa celebrada en las calles de Baiona desde el final de la ocupación alemana: 13.000
personas exigen un departamento vasco el 9 de Octubre de 1999. Como colofón,
en esas fechas se da a conocer una encuesta según la cual el 67% de la población del
País Vasco estaría de acuerdo con la creación de dicho departamento (CSA, 1999).

Pero, ¿cómo es posible que en sólo 20 años se hubiese pasado del cierre total de ins-
tituciones locales a las demandas de los sectores departamentalistas, a la apertura
que hemos apuntado; o de la apatía generalizada y de la desmovilización casi abso-
luta de 1980, a una movilización de características tan masivas a finales de los años
90? Y más aún, ¿cómo se explica que a finales del siglo XX confluyan los dispares 
intereses del nacionalismo, de los sectores económicos y sindicales, de los socialis-
tas, y de los pequeños electos de centro-derecha, hasta el punto de que se consti-
tuya un movimiento social que desarrolla una acción contenciosa como la que pro-
tagoniza el Llamamiento del 9 de octubre? Para responder a ambas preguntas,
debemos detenernos en la estructura de oportunidad política que encontramos en-
tre 1997 y 1999.

En este sentido, la difusión de las oportunidades derivada de la acción que desarro-
lla cada uno de los actores pro departamento de 1994 a 1999 se une a la apertura
de la estructura de oportunidad política (EOP) en el ámbito local. Siguiendo los es-
quemas analíticos de autores como URTEAGA (1995), TARROW (1997) o KRIESI
(1999), observamos cómo esta EOP se caracteriza: (a) por un incremento de las po-
sibilidades de acceso a los círculos de reflexión territorial (CDPB) y a las institucio-
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nes representativas del territorio (Asamblea de Alcaldes); (b) por una nula capaci-
dad de implementación de las políticas públicas de desarrollo, que retro-alimenta las
posturas de los que pretenden la escisión del departamento; (c) por una correlación
de fuerzas favorable al movimiento gracias a la importancia y el paulatino incre-
mento de los actores que se alían a la demanda; (d) por la existencia de alineamien-
tos inestables en las élites de centro y derecha que, bien como consecuencia de un
intento de desgastar a los socialistas por sus contradicciones internas, o bien por la
necesidad de no aislarse de una ciudadanía cada vez más definida, paulatinamente
van mitigando sus posicionamientos anti-departamentalistas; y (e) por una clara di-
visión entre las élites locales y gubernamentales.

Sin embargo, el ámbito local también muestra la existencia de determinados «cie-
rres» en la estructura de oportunidad, como lo refleja el papel de algunos notables
y organismos para-institucionales (CEPB), que intentan cortocircuitar los argumen-
tos escisionistas. De la misma forma, el análisis de la estructura de oportunidad a ni-
vel nacional evidencia los límites de la demanda. En este sentido, la propia natura-
leza del Estado, fuerte y excluyente, desincentiva cualquier forma de acción
colectiva contenciosa (DUYVENDAK, 1995).

En definitiva, la EOP se concreta en una situación contradictoria entre (a) una im-
portante difusión de las oportunidades de unos actores a otros a nivel interno, (b)
una gran apertura local, y (c) un cierre casi absoluto a escala nacional que única-
mente se mitiga por el compromiso cada vez más explícito de las bases del Partido
Socialista en Iparralde. Así, los actores que habían actuado aisladamente desde 1994
van tomando conciencia de la necesidad de unificar su trabajo para modificar la co-
rrelación de fuerzas a nivel nacional. Y esta sensibilidad cooperativa confluye con
la estrategia diseñada previamente por Abertzaleen Batasuna.

A pesar de la masiva manifestación convocada por el «Llamamiento de los 100», los
resultados serán exiguos. Así se entiende que el movimiento radicalice sus posicio-
nes hasta el punto de que llegue a amenazar a los responsables del centro con la
puesta en marcha de una estrategia de desobediencia civil de masas. Sin embargo,
el testigo desobediente será recogido por otro colectivo, éste directamente organi-
zado desde las filas de Abertzaleen Batasuna: el movimiento «Demo».

En cualquiera de los casos, e independientemente de que no llegue a concretarse
tal y como había sido prevista la tercera de las etapas definidas por el partido na-
cionalista, el contexto de partida con el que se encuentra el colectivo «Demokrazia
Euskal Herria-rentzat» (democracia para el País Vasco) es ampliamente favorable
para garantizar la repercusión social necesaria de las acciones disruptivas que desa-
rrolla. Por una parte, los desobedientes gozan de la legitimidad derivada del hecho
de que un colectivo (el «Llamamiento de los 100», en el que además de los naciona-
listas, también se ven representados los cargos del centro derecha o el Partido So-
cialista) asume dialécticamente la necesidad de dar un salto cualitativo de la acción
convencional a la desobediencia civil. Por otra parte, el nivel de simpatía de la rei-
vindicación permite que la actividad disruptiva desarrolle al máximo sus potencia-
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lidades (TARROW, 1997). Así, acciones como el robo de las sillas de los 21 electos
vascos en el Consejo General de los Pirineos-Atlánticos, el «secuestro» de dos doce-
nas de Mariannes, el cambio de señales viarias monolingües por otras bilingües se
presentan como un claro desafío a las autoridades, generan un alto grado de incer-
tidumbre en el Estado, y provocan cierta solidaridad entre los actores que apoyan la
demanda (AHEDO, 2004).

En consecuencia, como ya hemos sugerido anteriormente, a mediados de 2000 se
asiste al punto álgido de un ciclo de protesta iniciado entre 1994 y 1997: (a) se ob-
serva una amplia intensificación del conflicto, (b) se hace patente la total difusión
sectorial de la demanda, (c) se muestra una gran difusión geográfica de la reivindi-
cación, de forma que el movimiento social departamental supera los límites urba-
nos de la acción contenciosa. Finalmente, la muestra evidente de esta fase ascen-
dente del ciclo movilizador se refleja (d) en la aparición de contra-movimientos
dinamizados por las direcciones de la UDF y el RPR (AHEDO, 2003).

Y sobre todo, se debe subrayar que los nacionalistas se convierten en el núcleo di-
namizador de la reivindicación, hasta el punto de que, de ahora en adelante, pue-
den imponer a los electos socialistas y muchos cargos del centro y la derecha, la in-
corporación a la reivindicación escisionista de cuestiones identitarias como la
demanda de reconocimiento oficial de la lengua vasca. Algo que es aceptado por
muchos, hasta el punto de que la máxima representación del País Vasco, la Presi-
dencia del Consejo de Electos, las haya asumido en 2002, en claro contraste con la
situación de las pasadas décadas.
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2. El nuevo ciclo movilizador

Actualmente asistimos a un nuevo ciclo movilizador, cuyos contornos parecen sus-
tentarse sobre una estrategia de acción colectiva que, más allá de las dinámicas con-
vencionales dinamizadas por el Llamamiento del 9 de octubre, se asientan sobre re-
pertorios de acción que pueden llegar a lindar con la disrupción. Como veremos a
continuación, este contexto de nuevas movilizaciones departamentalistas se preci-
pita a finales de 2002 con la apertura de oportunidades que posibilita el anuncio del
nuevo Gobierno de Raffarin de su intención de iniciar un nuevo proceso de des-
centralización.

2.1. La recomposición estratégica

Sin embargo, sería un error considerar que los sectores departamentalistas habían
permanecido inactivos entre 1999 y 2003. A pesar de que su presencia en los me-
dios de comunicación sea considerablemente menor que la que habían disfrutado
previamente, durante este periodo no solo no desaparece la actividad del incipien-
te y difuso movimiento social que coge el testigo del Llamamiento, sino que se de-
sarrollan una serie de actividades con una importancia estratégica clave para com-
prender el surgimiento de Batera en 2002, así como los nuevos rasgos que asume la
acción de los sectores institucionalistas.

2.1.1. El fin del ciclo movilizador de los años 90

El Llamamiento del 9 de octubre, tras lograr el clímax movilizador con la manifesta-
ción de finales de 1999, comienza a perder fuelle. A pesar de que realiza varias ac-
ciones más –como la concentración de más de 1.000 personas en la localidad natal
de Jospin– paulatinamente se eclipsa hasta desaparecer, aunque nadie declare ofi-
cialmente su defunción.

Como hemos apuntado, este movimiento había definido, sin embargo, los pasos so-
bre los que debía discurrir la estrategia institucionalista, cuando su portavoz, Re-
naud D´Elissagaray proclama el 9 de octubre de 1999 la necesidad de pasar a una
fase centrada en la desobediencia civil. Con esta declaración parecía que comenza-
ba a ponerse en práctica la tercera de las fases que había definido Abertzaleen Ba-
tasuna tras su compromiso departamentalista de 1997 (AHEDO, 2003). Y aunque las
dos primeras se habían satisfecho –asunción de la centralidad en la movilización de-
partamental con la convocatoria en solitario de una manifestación en enero de 1999
y creación de una amplio movimiento social, que se pone en marcha con el Llama-
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miento del 9 de octubre–, sin embargo, la tercera de sus propuestas –fase de deso-
bediencia civil departamentalista que bloquease las instituciones hasta la modifica-
ción del statu quo– no llega a concretarse. Entre las razones podríamos subrayar al-
gunos elementos que contribuyen al fin del ciclo movilizador que impide que se
entre en la fase desobediente previamente anunciada:

– En primer lugar, asistimos a fuertes contradicciones organizativas de los naciona-
listas, que se enfrentan a graves divisiones internas que se saldan con la salida del
20% de su militancia a finales de 2001: colectivo que pasa a constituir Batasuna
de Iparralde.

– Por otra parte, también están presentes las divisiones del PS, que a pesar del com-
promiso de su organización local, se enfrenta al cierre absoluto de sus compañe-
ros en el Gobierno. En este sentido, la continuidad de la estrategia instituciona-
lista por los derroteros de la desobediencia no haría más que desgastarles frente
a sus dirigentes en el centro, o deslegitimar a su dirección ante los electores lo-
cales.

– De la misma forma, en el fin del ciclo movilizador están los efectos de fin de la tre-
gua de ETA. Aunque el origen de la dinámica que cristaliza en el Llamamiento del
9 de octubre es previa a esta tregua, y por tanto se inicia en un contexto de gra-
ve enfrentamiento violento en la CAPV y la CFN, es claro que la situación de dis-
tensión que acompaña al anuncio de ETA favorece las estrategias de convergen-
cia entre los nacionalistas y los electos de las formaciones francesas. Y si también
es cierto que esta convergencia se mantiene más allá de la vuelta a las armas de
ETA, también resulta evidente que ésta se convierte en una excusa ideal para que
aquellos sectores sometidos a fuertes contradicciones internas, puedan encontrar
una salida digna para abandonar la acción institucionalista.

– Además de estas cuestiones internas, también se modifica la Estructura de Opor-
tunidad Política del movimiento departamental. Así, la concesión de la Conven-
ción Específica permite que, temporalmente, se desactive una de las argumenta-
ciones más efectivas de los departamentalistas: la de que sólo una instituciona-
lización del País Vasco garantizaría la implementación de las preconizaciones del
Esquema de Ordenación.

– Finalmente, debemos añadir un nuevo elemento: la inexistencia de una identidad
interna en el movimiento social departamental, que permita que sus activistas se
sientan vinculados entre sí, más allá de sus visiones tácticas y corto-placistas
(AHEDO, 2004).

2.1.2. La etapa de reestructuración (2000-2002)

Sin embargo, repetimos que la desaparición del movimiento unitario no significa, ni
de lejos, el fin de la presión de los sectores departamentalistas. En este sentido, en-
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tre 2000 y 2002, se dan significativos avances que prefiguran los contornos que asu-
men el colectivo Batera.

1. Por una parte, debe subrayarse que a pesar de que la estrategia desobediente no
es implementada por el Llamamiento, como hemos apuntado, otro colectivo reco-
ge el testigo. Así, el movimiento «Demo» surge a comienzos de 2000 realizando una
serie de acciones disruptivas espectaculares que llaman la atención de los medios
de comunicación nacionales. Sin profundizar en su estrategia (ver AHEDO, 2004),
debemos apuntar que la acción de este colectivo tiene ciertas consecuencias a ni-
vel local.

Los Demo desarrollan una serie de acciones desobedientes sobre lo que ellos defi-
nen como «objetivos asequibles». Entre ellos se encuentra la oficialización de la len-
gua vasca y la institucionalización del País Vasco. Sin embargo, en el primero de los
casos, los Demo asumen las preconizaciones de los órganos de concertación (con-
cretamente las propuestas del Esquema de Ordenación), y ante el inmovilismo de
las autoridades, tratan de ponerlas en marcha. Así sucede en el caso de la señaliza-
ción viaria, cuando retiran o sustituyen decenas de señales monolingües por otras
bilingües. De la misma forma, desde 2001 centran todos sus esfuerzos en la con-
creción de una estrategia de promoción de la lengua vasca en la compañía de fe-
rrocarriles SCNF. Entre las acciones que realizan se va observando una cierta gra-
duación: del cambio de rótulos se pasa a la ocupación de la estación de Baiona, y de
ahí a las suspensión momentánea del tráfico encadenándose a las vías, hasta que fi-
nalmente, convocan la primera acción desobediente de masas, cuando en marzo de
2003, casi 300 personas realizan una manifestación por las vías del tren, haciendo
caso omiso a las amenazas de la Prefectura.

De la misma forma, los Demo intervienen de forma determinante en la demanda ins-
titucional con dos asombrosas acciones. A comienzos de 2001, una veintena de de-
sobedientes logran sustraer los 21 escaños de los electos vascos de la sede del Con-
sejo General de los Pirineos-Atlánticos, para «aportar las sillas necesarias para la
institución vasca». De la misma forma, varios meses después, estos desobedientes
sustraen las actas del Biltzar de Lapurdi, en la que se recoge la deliberación de los
electos vascos en 1790, en la que reclamaban un departamento propio. El objetivo
de esta acción era exigir la transferencia de los archivos departamentales a Baiona.
En definitiva, acciones de este tipo permiten que la llama de la disidencia institu-
cionalista se mantenga encendida entre 2000 y 2003.

– Los Demo se ven afectados por altos niveles de represión como consecuencia de
sus acciones. Sin embargo, el hecho de que sus demandas sean mínimas, legiti-
madas socialmente e incluso sustentadas en preconizaciones del Consejo de Elec-
tos, posibilita que, en torno a sí, se genere cierta simpatía que, poco a poco, sir-
ve de colchón contra los zarpazos represivos. A pesar de todo, la estrategia de las
autoridades va in crescendo, de forma que de las detenciones se pasa a los pro-
cesamientos, de los procesamientos a los encarcelamientos, hasta que se alcanza
el paroxismo a finales de 2002, cuando los tribunales de Baiona –en los que se juz-
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gaba a varios desobedientes– son desalojados violentamente, llegándose hasta a
gasear a los presentes. A pesar de todo, sus acciones concitan el apoyo de per-
sonalidades alejadas del nacionalismo; e incluso, algunos responsables institu-
cionales no ocultan sus simpatías por la imaginación y sangre fría de los deso-
bedientes.

– Los Demo utilizan los recursos de la memoria colectiva de la ciudadanía. Pero no
solo adecuan sus acciones y objetivos al imaginario cultural vasco, sino que am-
plían los receptores de su discurso aprovechándose de la simbología republicana.
De esta forma, utilizando las potencialidades de los alineamientos de marcos
(SNOW & BENDFORD, 1992), no solo roban decenas de Mariannes (un busto que
simboliza la republica francesa, presidiendo todos los ayuntamientos), sino que
«hacen hablar» a estas Mariannes, que se «posicionan» a favor de sus «liberadores»,
al considerarse «secuestradas en instituciones que no hacen más que prostituir
los principios democráticos que las vieron nacer» (DEMO, 2002). De esta for-
ma, a la estética vasca se añaden símbolos de la memoria colectiva republicana,
ampliando así a toda la ciudadanía el posible círculo de personas que se sienten
aludidas, al margen de su identidad.

– Finalmente, los Demo logran movilizar a sectores de la juventud que pueden ser-
vir de base para nuevos movimientos sociales como Batera. De la misma forma,
hacen evidente el inmovilismo de las autoridades, que se niegan a implementar
las propias preconizaciones que decían aceptar. Así, los Demo muestran que la
voluntad de las autoridades es limitada, cuestionando unos frutos de la goberna-
ción que no son tan claros como parecen. En última instancia, los Demo tensio-
nan la sociedad y a los actores civiles, subrayando los límites de la política de con-
certación.

Pero, el hecho que más nos interesa es que este colectivo muestra la virtualidad de
las estrategias disruptivas. Durante tres años de intervención radical pero no vio-
lenta, los desobedientes logran que la sociedad asimile niveles más altos de con-
frontación que los que se derivan de la simple movilización convencional. Así, pau-
latinamente, actores que hasta ese momento solo habían contemplado en su
repertorio de acción las movilizaciones, manifestaciones, reuniones, comienzan tí-
midamente a aceptar la posibilidad de radicalizar sus estrategias para doblegar la vo-
luntad de las autoridades. Este es el caso, por ejemplo, del sindicato agrícola ELB,
que aunque desde sus orígenes había realizado actos disruptivos, pronto comienza
a realizar nuevas ocupaciones de sedes, gozando a su vez del apoyo simbólico del lí-
der alter-mundialista y dirigente de Vía Campesina, José Bove. De la misma forma,
poco a poco, la presión de los Demo comienza a dar tímidos frutos, hasta el punto
de que el Consejo Regional haya reconocido que sus reivindicaciones para con la
SCNF son legítimas, o que el Decanato de la Facultad de Baiona haya implementado
parte de sus exigencias. Se confirma así, que la desobediencia, no solo evidencia la
cerrazón de las autoridades, sino que las puede dejar sin argumentos, obligándolas
a satisfacer las demandas de la sociedad civil. De la misma forma, el hecho de que
los Demo logren –aunque sea desde el punto de vista simbólico– la concreción de
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sus demandas, impulsa a los sectores institucionalistas hacia una estrategia que deja
de mirar tanto a París, para centrarse en la concreción de las propuestas en el ám-
bito local, al margen de que éstos actos sean declarados como ilegales por las auto-
ridades. Como veremos, este será el caso de la Laborantza Ganbara puesta en mar-
cha por ELB en enero de 2005.

2. Uno de los problemas al que se enfrentaba el Llamamiento del 9 de octubre era
el que se sustentaba en el compromiso de ciertas personalidades del País Vasco, en-
tre ellos muchos electos, sin que su posición supusiese un enfrentamiento directo
con las formaciones en las que militaban. En este sentido, el que el secretario de los
socialistas, Frantxua Maitia, trabajase en la plataforma, no era óbice para que su com-
pañero, Jean Espilondo, manifestase una virulencia inusitada contra la demanda de-
partamental. Lo mismo podría decirse de las posiciones respectivas de Michel In-
chauspé y Michèle Alliot Marie en el RPR, o de Bernard Gimenez y Jean-Jacques
Lasserre en la UDF.

En última instancia, el compromiso de los electos departamentalistas acababa cuan-
do se lindaba peligrosamente con la lógica de partido. Por esta razón, no es casual
que el declive del Llamamiento del 9 de octubre coincida con un periodo electoral
en el que se debían elegir a los consejeros generales, las alcaldías, y los puestos de
diputado del País Vasco.

Sin embargo, los goznes de esta lógica partidista revientan en las elecciones sena-
toriales de septiembre de 2001, en las que se presenta una lista pro-departamento
en la que participan militantes de todas las formaciones, compitiendo con las can-
didaturas oficiales de sus propios partidos. Unos comicios –en los que participa so-
lamente el cuerpo electivo, con una circunscripción departamental única–, que
permiten realizar una doble constatación.

– Por una parte, a pesar de que el movimiento se hubiera replegado tácticamente
en la dinamización de esta reivindicación durante más de medio año, la presen-
tación de esta candidatura refleja que la voluntad de los electos de las diferentes
formaciones se había mantenido inmutable. De esta forma, aunque la lista pro-de-
partamento no logra representación en la Cámara Baja francesa, los casi 200 car-
gos electos que la apoyaron la convierten en la más votada del País Vasco.

– En segundo lugar, y más allá de los buenos resultados cosechados, la impor-
tancia de esta candidatura reside en el hecho de que todos sus componentes,
a excepción de los nacionalistas, rompían la disciplina de partido al enfrentar-
se abiertamente con las candidaturas oficiales de su respectiva formación (PS,
RPR, Verdes, y UDF). Lo que refleja, en última instancia, que los cargos elec-
tos priorizan la clave institucionalizadora sobre la partidista por primera vez
en la historia local.

3. A finales de 2001, e insuflados por el éxito de la lista pro-departamento, los re-
presentantes del «Llamamiento del 9 de octubre» inician una reflexión que se
concreta en la constitución de un nuevo movimiento unitario, que esta vez su-
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pera la lógica de «plataforma de personalidades» o «de partidos», para constituir-
se sobre las claves clásicas movimentistas. En este sentido, la estrategia de la Aso-
ciación por el Departamento País Vasco (ADPB), creada oficialmente en enero
de 2002, pasa por la consolidación (a) de un movimiento autónomo, (b) con su
propia organización interna, (c) independiente del resto de colectivos y forma-
ciones políticas, (d) una estructuración en base a plataformas locales departa-
mentalistas, y (e) una estrategia centrada en dos reivindicaciones: creación de un
departamento y oficialización de la lengua vasca y del gascón (ADPB, 2002). So-
bre esta base, la Asociación participa directamente en las presidenciales y legis-
lativas de mayo y junio de ese año, tratando de lograr el posicionamiento de cada
uno de los candidatos ante sus demandas. Finalmente, y a partir de los anteriores
presupuestos, diseña una campaña de movilización de masas que debería visua-
lizar la sensibilidad mayoritaria de la población en otoño de ese año (aunque fi-
nalmente no se concreta).

De esta forma, el nuevo movimiento, que aglutina a los representantes más sig-
nificativos de Iparralde, comienza a superar por medio de una estructuración
más clásica las deficiencias del «Llamamiento del 9 de octubre», fundamental-
mente centradas en la falta de una identidad fuerte. En este sentido, debe ser su-
brayado el hecho de que por primera vez se incorpore a la demanda institucio-
nal un vector que apenas había sido significativo durante el anterior ciclo
movilizador: la reivindicación lingüística. De esta forma, al elemento administra-
tivo y fundamentalmente economicista que había guiado la estrategia del movi-
miento unitario hasta 1999, se añade con fuerza un nuevo eje identitario, que
cada vez es asumido con más contundencia por la ciudadanía y los cargos elec-
tos, hasta el punto de que, como veremos, acaba por ser apoyado por el Conse-
jo de Electos.

En definitiva, el periodo que va de 2000 a 2002 sienta las bases para una nueva
fase que se fundamenta (a) en la asunción de estrategias más radicales, ligadas a
la desobediencia civil, por parte de los sectores institucionalistas; (b) en la su-
peración de la lógica partidista, condición para la aceptación de la citada estra-
tegia por parte de los electos institucionalistas de las formaciones francesas; (c)
en la estructuración del movimiento como organización social convencional,
más allá del modelo del Llamamiento del 9 de octubre, que estaba vertebrado por
personalidades pero sin base social militante; y (d) en la vinculación de la de-
manda institucional con otras reivindicaciones, siendo la primera de ellas la lin-
güística.

Finalmente, las elecciones cantonales de 2001 muestran el poder de la reivindi-
cación departamentalista. Un análisis de los representantes electos refleja que la
mayoría de los nuevos consejeros generales son favorables al departamento País
Vasco –sentándose las bases para que en 2004, cuando se renueve la otra mitad
de consejeros –en cantones mayoritariamente departamentalistas–, la práctica
totalidad de los representantes del territorio en Pau apoyen esta demanda–.
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2.1.3. Un jarro de agua fría: las elecciones legislativas de 2002

En cualquiera de los casos, los resultados de las legislativas de 2002 suponen un ja-
rro de agua fría para las expectativas de estos colectivos. Estas elecciones se ca-
racterizan por la continuidad a nivel local de unas tendencias que se observan a es-
cala nacional. Pero, en comparación con los resultados de 1997, también asistimos
a una serie de discontinuidades que, por una parte afectan a la correlación de fuer-
zas de los sectores departamentalistas, y por otra parte abren un incierto panorama
sobre las posibles respuestas del nuevo Gobierno respecto de las políticas de desa-
rrollo local y promoción del euskera, implementadas tímidamente hasta esa fecha
por el ejecutivo socialista.

1. En este sentido, los resultados de las elecciones legislativas permiten realizar una
aproximación al País Vasco caracterizando este sistema político en base a una serie
de variables que siguen las tendencias que se observan a nivel nacional.

Gracias a la nueva hegemonía de la derecha, la UMP-UDF se apropia de los tres pues-
tos de diputado que representan al territorio vasco en la Asamblea Nacional. Así, el
PS pierde el escaño logrado en 1997 por Nicole Pery en la V circunscripción, que
pasa a manos del alcalde de Baiona Jean Grenet. Por su parte, el socialista François
Maitia, a pesar haber logrado el mejor resultado en la primera vuelta, no es capaz de
superar al aspirante bearnés, Jean Lassalle, en la segunda ronda. Finalmente, como
era previsible, la actual Ministra de Defensa, Michèle Alliot Marie, revalida su acta de
diputada con más del 60% de los votos.

De la misma forma que en el resto del Estado, la primera vuelta de las legislativas en
el País Vasco recompone un mapa electoral que se había visto sacudido en las pre-
sidenciales. Así, la extrema izquierda pasa del 11% de los votos en la primera ronda
de las Presidenciales, al 2% en las legislativas. De la misma forma, la extrema dere-
cha, retrocede en estos últimos comicios en 4 puntos respecto a las anteriores, mos-
trando la diferencialidad del sistema vasco, vacunado contra los extremismos xenó-
fobos gracias a una cultura política fuertemente mediatizada por los valores
cristianos. En este sentido, el FN logra 7 puntos menos que en el resto de Francia en
los dos comicios. Finalmente, los socialistas obtienen un 26% de los votos, 10 pun-
tos más que en las presidenciales, y porcentaje similar al logrado en 1997.

2. En cualquiera de los casos, debemos apuntar una serie de elementos específicos
en Iparralde, relacionados directamente con los resultados de la primera vuelta de
las legislativas, y con las consecuencias que se derivan de la aplastante mayoría de
la derecha en la Presidencia y la Asamblea Nacional.

Estas elecciones no plasman un previsible incremento de votos nacionalistas. Así,
las tendencias bipolarizadoras afectan a las formaciones menos importantes –y en-
tre ellas a las nacionalistas–. A su vez, la dimensión fundamental del debate en estos
comicios es la nacional, a diferencia de 1997, cuando éste se ubicó en torno a las
propuestas de desarrollo e institucionalización para el País Vasco, y frente a las an-
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teriores elecciones municipales y cantonales, donde los nacionalistas lograron ca-
pitalizar su destacado papel en el movimiento departamental y en los organismos de
ordenación territorial. Finalmente, estas elecciones son las de la división naciona-
lista: frente a las 3 candidaturas presentadas en 1988, y a las 6 de 1993 y 1997, en
esta ocasión concurren 8 listas para un espacio electoral que nunca ha superado los
15.000 votos. En consecuencia, la formación mayoritaria, Abertzaleen Batasuna, a
pesar de que no desciende en porcentaje respecto a 1997, se ve desgastada por la
participación de otras candidaturas nacionalistas.

3. Finalmente, este panorama presenta una serie de incógnitas para los sectores ins-
titucionalistas: (a) el interior del País Vasco pierde la representación que había os-
tentado Michel Inchauspé desde 1967, lo cual permite interrogarse sobre la actitud
del nuevo electo bearnés respecto a las políticas de vertebración de este espacio, te-
niendo en cuenta que sus compañeros de partido en el Consejo General ni siquiera
han nombrado en cinco años su representante en el Consejo de Desarrollo del País
Vasco; b) frente a dos diputados que manifiestan su claro compromiso a la reivindi-
cación institucional en 1997, sólo uno de ellos presenta una posición ambigua,
mientras que Alliot-Marie y Lassalle han dejado claro su rotundo rechazo a la modi-
ficación del statu quo, con lo que se cierran parte de las oportunidades que posi-
bilitaron la amplia movilización de 1997 a 2001; (c) finalmente, si en 1995, el can-
didato a la dirección del Gobierno había manifestado su intención de crear un
departamento vasco «si una mayoría de electos así lo demandase», por el contrario
las expectativas son muy diferentes en 2002, ya que Raffarin había dejado bien a las
claras su posición contraria a la institucionalización del País Vasco. En definitiva,
todo apuntaba al inicio de un nuevo contexto político que dejaba pocas puertas
abiertas a los sectores departamentalistas.

Sin embargo, un acontecimiento imprevisto abre las ventanas políticas que permi-
ten la reorganización de las filas departamentalistas sobre nuevas bases que aventu-
ran la apertura de un nuevo ciclo de protesta más estable y radical que el anterior.

2.2. La apertura de las oportunidades

2.2.1. El nuevo proceso descentralizador

Como apuntamos, el modelo de organización diseñado por los arquitectos revolu-
cionarios pivota sobre tres estructuras claramente definidas y omnipotentes en sus
propias escalas: el Estado, el departamento y los municipios. Sin embargo, a lo lar-
go del devenir histórico se han ido añadiendo nuevos escalones que completan el
cuadro institucional hasta configurarlo tal y como lo conocemos en la actualidad.
De esta forma, se dispone un modelo que se fundamenta sobre seis instituciones ali-
neadas en tres parejas que interactúan de forma conflictiva, tratando de subsistir las
unas, y de abrirse paso las otras.
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Así, el Estado debe hacer frente a la pérdida de soberanía derivada de la constitución
de una instancia supra-nacional como es Europa; el departamento se ve afectado du-
rante dos décadas como consecuencia del incremento de poder de una estructura
regional que asume un papel cada vez mayor en el contexto actual de crisis del Es-
tado de Bienestar; y los municipios se muestran impotentes para subsistir aislados
en un mar de fragmentación y dualidad urbana-rural, viéndose obligados a cooperar
en estructuras inter-comunales.

Esta dinámica conflictiva resulta determinante para poder acercarnos al contexto ante
el que se enfrenta una potencial modificación del cuadro institucional en el País Vasco.
En este sentido, parecería que actualmente nos encontramos a las puertas de un nue-
vo round en el conflicto que se establece entre las dos instituciones intermedias del
modelo de organización territorial en Francia. Así, a finales de 2002, el recién nombra-
do Primer Ministro de Francia, Jean-Pierre Raffarin, presenta los ejes de un nuevo pro-
ceso de descentralización que podría haber llegado a modificar cualitativamente el mar-
co institucional sobre la base de cuatro ejes: la organización descentralizada de la
república, la democracia local directa, la autonomía financiera de las colectividades te-
rritoriales y el estatuto de los territorios de ultra-mar.

En primer lugar, este proyecto de ley propone incorporar al artículo 1 de la Consti-
tución el carácter descentralizado del Estado (Proyecto de Ley, Art. 1). A su vez, pre-
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vé la posibilidad de que las colectividades territoriales de rango constitucional (de-
partamentos, regiones, municipios y colectividades específicas) puedan asumir
nuevas competencias que hasta este momento pertenecían en exclusividad al Esta-
do (Art. 4.3). De la misma forma, se plantea la posibilidad de que estas instituciones
asuman un poder normativo, reglamentario, pudiendo derogar determinadas dis-
posiciones legislativas del Estado que afecten a materias de su competencia (Art.
4.5). En consecuencia, se propone un principio de «subsidiaridad» para establecer
la línea que diferencie las prerrogativas del centro y las de los organismos descen-
tralizados. A su vez, el Proyecto de Ley anuncia una modificación Constitucional
que consagra en la Carta Magna el papel de la Región como colectividad territorial
de la República. Por último, esta propuesta abre la posibilidad a la creación de nue-
vas colectividades territoriales por ley, con lo que el legislador podría poner en mar-
cha nuevas delimitaciones a través de la fusión de varios departamentos en una sola
región, incorporando departamentos a otra región, fusionando varias regiones, uni-
ficando municipios, o haciendo desaparecer determinados departamentos 
(Art. 4.2).

En segundo lugar, se establece la posibilidad de que estas unidades descentralizadas
puedan convocar referéndum locales vinculantes en cuestiones que les afecten, en
un intento de profundizar las fórmulas de participación ciudadana (Art. 5) –lo que
abre las puertas a un posible referendo en Iparralde sobre la realidad institucional–.

Finalmente, se determina que la propia Constitución recogerá la autonomía finan-
ciera de las colectividades territoriales (Art. 6), y se ampliará el nivel competencial
de las colectividades de ultramar, estableciéndose una vía para la concesión de un
Estatuto de particular para Córcega (RAFFARIN, 2002).

En definitiva, se propone una nueva dinámica, que pretende sustentarse en un am-
plio proceso de concertación entre los responsables gubernamentales y los de las
colectividades locales, por medio de la celebración de diferentes encuentros, y que
se sustenta en una lógica según la cuál podría ser otorgado a estos organismos un
amplio margen de experimentación.
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3. Propuestas de Institucionalización

El anuncio de la apertura del nuevo proceso descentralizador se acompaña de la re-
acción inmediata de la mayor parte de los representantes políticos y formaciones del
País Vasco. A continuación pasaremos a detallar la propuesta que parecía aunar las es-
trategias de la totalidad de los actores del territorio, presentada por Alain Lamassoure
en el Consejo de Dirección del Consejo de Electos a finales de 2002, y que es acepta-
da unánimemente. Se trata, en consecuencia, de la argumentación más elaborada y
consensuada hasta la fecha por los representantes políticos de este territorio, en la me-
dida en que concita el apoyo de todos los electos, al margen de sus ideologías e iden-
tidades. De la misma forma, trataremos de desgranar las respuestas que se han venido
dando desde la administración del Estado y el Departamento, para de esta forma ha-
cer más visibles los límites a los que se enfrenta la filosofía de gobernación a la que alu-
díamos al final de la primera parte de este trabajo. Unos límites, en definitiva, que ex-
plican la nueva estrategia que define la plataforma Batera y cuya concreción más
acabada hasta este momento es la puesta en marcha de una Cámara Agrícola paralela.

3.1. El Consejo de Electos

El 12 de octubre de 2002, el Presidente del Consejo de Electos del País Vasco, Alain La-
massoure, defiende la necesidad de que la institución que él dirige pueda representar
al País Vasco en los debates que se acababa de comprometerse a realizar el Gobierno
de Raffarin en el marco de su propuesta de descentralización. Así, define los objetivos
sobre los que se estaría trabajando en ese momento: «hacer conocer en Francia la ori-
ginal experiencia que se ha concretado durante diez años en el País Vasco y hacer-
se reconocer; posibilitar que se reconozca la especificidad del País Vasco»22.

Efectivamente, el documento que consensúa la dirección del Consejo de Electos, y
que es aprobado por el Consejo de Dirección el 5 de noviembre de 2002 se asienta
claramente sobre los dos ejes adelantados días antes. Se trata, en este sentido, de una
reflexión que la institución electiva del País Vasco presenta como contribución de
este territorio a las Assises des Libertés Locales, a celebrar en Salies-de-Bearn el 9 de
noviembre de 2002.

3.1.1. El conocimiento y el reconocimiento territorial

El documento consensuado por el Consejo de Dirección del Consejo de Electos co-
mienza subrayando el hecho de que el proceso de descentralización abierto por el
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Gobierno no solo «se sustenta en la cesión de nuevas competencias y más medios
a las colectividades territoriales, sino también la posibilidad de experimentar
nuevos tipos de acciones». Sobre esta constatación, el órgano representativo del
País Vasco considera que la aportación que debe realizar en las Assises des Libertés
Locales, punto de encuentro y de concertación en la reflexión compartida de los
electos sobre sus expectativas de futuro, debe sustentarse sobre dos ejes: el cono-
cimiento de la experiencia del territorio vasco, y el reconocimiento de su especifi-
cidad.

Así, en relación al primero de los objetivos, el CEPB subraya la necesidad de hacer
conocer en Francia la experiencia original que se ha llevado a cabo en Iparralde du-
rante diez años, a partir de la iniciativa Pays Basque 2010. «Hemos sido pioneros, en
gran medida, en las estrategias de trabajo concertado entre los responsables de
un territorio, en el marco de un pays que anticipaba las leyes posteriores sobre
la ordenación del territorio. En el fondo, éste ha sido un claro ejemplo de expe-
rimentación (...). Nuestra práctica original, sin equivalente en Francia, debe ser
conocida».

Pero, de la misma forma, el Consejo de Electos considera que es necesario que los
encuentros previstos sirvan para que sea reconocido «el hecho vasco». «Desde hace
20 años, aquí se expresa una voluntad identitaria. Han sido muchas las inicia-
tivas locales que han sido asumidas por los gobiernos sucesivos. Estas han per-
mitido poner en marcha una gama de instrumentos jurídicos, administrativos,
financieros, y hasta políticos originales, que en su conjunto constituyen el esbo-
zo de un status propio».

Así, el órgano de concertación electiva, por primera vez en la historia, no elude uno
de los más importantes temas que venían mediatizando la vida política local, intro-
duciéndose de lleno –aunque sutilmente, para contentar a todos los sectores–, en el
imperioso y farragoso debate sobre el futuro institucional de Iparralde. «Estas Assi-
ses deben, sobre todo, invitar a los actores locales a hacer una evaluación de es-
tos instrumentos, para reafirmarlos, adaptarlos y/o completarlos. Más aún, ésta
es la ocasión para precisar las formas que puede asumir Francia en el comien-
zo del siglo XXI, para responder a una demanda de reconocimiento identitario
que emana de un territorio histórico».

3.1.2. Afirmación de la estrategia

En primer lugar, el CEPB, realiza un recorrido de las dinámicas experimentadas en
este territorio desde 1992, subrayando que se han consolidado unos modos de in-
tervención en las provincias vascas que se acercan a una estrategia de gobernación
territorial moderna.

– Se destaca, así, la originalidad de la forma de representación territorial que supo-
ne la creación del Consejo de Electos, «lugar único de intercambio y de discu-
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sión entre electos que ejercen mandatos diferentes (...) ilustra la fuerza con la
que puede expresarse un territorio, siempre y cuando éste logre expresar su vo-
luntad en una voz colectiva».

– Se apunta cómo la misma denominación de la Convención Específica expresa la
originalidad de la experiencia vasca. Este instrumento permite que el órgano re-
presentativo del País Vasco sea legitimado por las instituciones para dinamizar las
políticas de desarrollo y proseguir con su función de potenciación de la gober-
nanza.

– En tercer lugar, desde la lógica de valorización de la estrategia desarrollada, se
apunta la importancia de la participación social en el proceso dinamizado desde
1992. Concretamente, el Consejo de Desarrollo posibilita la concertación de los
responsables políticos, administrativos y asociativos en una función de asesora-
miento técnico al resto de estructuras.

En definitiva, la dinámica que se concreta tras la firma del Esquema de Desarrollo ha
generado una metodología que ha permitido «superar las jerarquías convencio-
nales, apostar por la calidad de una reflexión colectiva y partenariada, y ali-
mentar el dinamismo de la democracia de proximidad».

De la misma forma, el CEPB también trata de redundar en la originalidad y especifi-
cidad de la dinámica, acercándose para ello al tratamiento de una serie de políticas
públicas sectoriales que más adelante retoma proponiendo alternativas.

– «La especificidad cultural del País Vasco francés ha posibilitado la creación de
otros instrumentos originales»: el Instituto Cultural Vasco, por ejemplo; o la
Maitrîse d´Ouvrage Publique de la política lingüística, «que se apoya en la fun-
ción de asesoría del Consejo de la Lengua, y unifica al conjunto de poderes
públicos afectados por la materia».

– En el caso de la política agrícola, el CEPB recuerda cómo se ha puesto en marcha
«un procedimiento original por medio de la Instancia de Concertación Agrí-
cola, que asocia a representantes locales de la profesión en la elaboración de
la carta agrícola del pays»23.

– Por último, reconocen cómo las relaciones transfronterizas «han suscitado una
dinámica sin equivalente en nuestro país», recordando las estrategias puestas
en marcha, y que hemos tratado en capítulos precedentes.

Finalmente, concretando los objetivos definidos al comienzo del documento, para
el Consejo de Electos, las Assises des Libertés Locales «deben permitir al País Vas-
co reafirmar la continuidad de un cierto número de experimentaciones, así
como confirmar aquellas que se han iniciado». Se propone, en consecuencia: (1)
la transformación de la MOP de la política lingüística en una institución de derecho
público, (2) la confirmación del papel del CDPB y del CEPB, así como la puesta en
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coherencia de las funciones que deben ser ejercidas a escala del pays entre las dife-
rentes instituciones, la política contractual, etc y (3) la renegociación de la Con-
vención Específica, para adecuarla a las nuevas necesidades.

3.1.3. Respuesta a las aspiraciones de reconocimiento

De esta forma, el Consejo de Electos se introduce de lleno en uno de los debates que
más ha mediatizado la intervención local en materia de desarrollo local, abordando
los interrogantes que se plantean en torno a las posibles soluciones institucionales
que deberían ser abordadas.

1. En primer lugar, el documento subraya cómo «a pesar de sus dimensiones mo-
destas, el País Vasco forma parte de un pequeño número de regiones francesas
que sienten una importante necesidad de ver reconocida de alguna forma su
identidad». Una cuestión, que tal y como señalan, se ha potenciado recientemente
gracias al ejemplo del desarrollo institucional de la CAPV, debido a la concentración
de la actividad económica sobre el litoral, y por el incumplimiento de ciertas pro-
mesas políticas.

«No hay duda de que hoy en día, para una parte importante de los electos y de
la ciudadanía, la creación de una entidad administrativa específica sería la for-
ma más simple y simbólica de satisfacer esta aspiración identitaria». Recono-
ciendo que, hasta la fecha, la idea de la creación de un departamento propio ha cen-
tralizado esta aspiración, el Consejo de Electos se interroga sobre varias cuestiones:
«teniendo en cuenta las competencias departamentales, eventualmente modifi-
cables por la reforma iniciada, ¿es éste el estatuto que mejor responde a las ne-
cesidades apuntadas?; y si no los es, ¿cuál sería la configuración geográfica a re-
comendar? Teniendo en cuenta, en fin, que las instituciones políticas o
administrativas no son hechas por los electos, sino por la ciudadanía, ¿habría
que consultar a la ciudadanía?»

A pesar de todo, sea cuál fuese la opción que se implementase, al CEPB le parece
imprescindible que la estrategia de concertación iniciada desde 1992 se mantenga
en Iparralde: «la respuesta legítima a las aspiraciones de reconocimiento debe
apoyarse sobre esta dinámica, y no sustituirla».

A su vez, el documento consensuado plantea la posibilidad de explorar la viabilidad
de otros escenarios posibles: o bien la transformación del CEPB en un GIP o sindi-
cato intercomunal, respondiendo a los contornos jurídicos delimitados por las dos
leyes sobre los pays; o bien la emergencia de una entidad con estatuto particular en
el seno del organismo departamental o regional existente, pero disponiendo de una
competencia reconocida en materia de ordenación territorial.

En cualquiera de los casos, el texto admite la necesidad de conocer la finalidad del
proceso de descentralización que parece abierto: «¿está prevista la creación de
nuevas colectividades territoriales, o se circunscribe a las ya existentes?». En de-
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finitiva, el CEPB se interroga sobre una de las cuestiones claves de la reforma: «la or-
ganización de la República será «descentralizada»; pero, ¿hasta qué punto se-
guirá siendo también «uniforme»?»

2. A su vez, el documento avanza las demandas de los electos locales sobre cuatro
cuestiones sectoriales:

– En relación con la cuestión lingüística, la propuesta del CEPB va más allá del mar-
co administrativo, de forma que además de reclamar la transformación de la MOP
en agrupación de derecho público, se apunta que «es deseable el reconocimien-
to de la lengua vasca, a fin de salir del contexto que relega a las lenguas re-
gionales a una situación de semi-reconocidas y semi-toleradas». En este senti-
do, el diputado vasco Poulou, asume las preconizaciones del CEPB, y plantea, días
después, una enmienda ante la Asamblea Nacional tendente al reconocimiento
oficial de la lengua vasca, en la que se pretende modificar el artículo 2 de la Cons-
titución. Sin embargo, ésta será rechazada, con lo que se concreta la primera res-
puesta de la administración a las preconizaciones de los electos, incrementando
un malestar que sirve de caldo de cultivo para la movilización de los sectores ins-
titucionalistas y su posterior radicalización.

– En lo que a la enseñanza superior respecta, el CEPB considera que «la búsqueda
de coherencia (en las formaciones) y de visibilidad de la oferta existente en la
enseñanza (...) justificaría la creación de un dispositivo experimental, del tipo
Agrupación de Interés Público (GIP) o Establecimiento Público Administrati-
vo (EPA) que reagrupe al conjunto de universidades asociadas y a las colecti-
vidades territoriales» que intervienen en la materia en el País Vasco.

– En el ámbito agrícola, el CEPB reconoce la amplia aceptación de la demanda de
reconocimiento que se concreta en la asunción mayoritaria de la necesidad de po-
ner en marcha una Cámara de Agricultura para el territorio. Así, señalan cómo la
creación de este organismo no sería problemática en caso de que fuera concedi-
da una nueva colectividad territorial. A pesar de todo, en una hipótesis inversa
(de estabilidad administrativa-institucional) el CEPB sigue apostando por la expe-
rimentación, creando dos Cámaras agrícolas en el seno del Departamento de los
Pirineos-Atlánticos.

– Finalmente, el documento concluye con el apartado transfronterizo, apoyándose
la concesión del derecho de experimentación en la materia al País Vasco; un de-
recho que permita superar las dificultades derivadas de las lógicas sociales, pero
también de las grandes diferencias competenciales entre las instituciones de am-
bos lados de la frontera (CEPB, 2003b).

Este texto, en definitiva, es asumido por unanimidad por electos de todas las ten-
dencias que conforman el Consejo de Dirección del Consejo de Electos. Entre otros,
Alain Lamassoure, Presidente y euro-diputado del UDF; Daniel Poulou, diputado del
UMP; Jean-Jacques Lasserre, Consejero General del UDF; Max Brisson, y Michel In-
chauspé, Consejeros Generales del UMP; Alain Iriart y Jacques Abeberry, alcalde de
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Saint-Pierre-d’Irube y adjunto de alcalde de Biarritz respectivamente; André Darrai-
dou, alcalde centrista de Espellette; o Jean Falagan, alcalde socialista de Briscous.

En definitiva, en un magistral juego de ingeniería política, Alain Lamassoure «agarra
el toro (institucional) por los cuernos», y sin apuntar en ninguna dirección concre-
ta, recoge las posiciones de todos los electos: desde los acérrimos detractores del
reconocimiento institucional, hasta las propuestas de Abertzaleen Batasuna. Algo
que explica las expectativas con las que todos los sectores, y sobre todo los institu-
cionalistas, reciben los primeros pasos del proceso de descentralización. Y lo que
explica también la radicalización que se genera después, cuando se frustren estas es-
peranzas ante la falta de respuesta y el rechazo de las autoridades.

3.2. La respuesta del Gobierno

Como hemos visto, el Presidente del Consejo de Electos logra redactar un docu-
mento que es asumido unánimemente en un contexto marcado por el alineamien-
to de los diferentes actores a partir de la estructura de oportunidad que se abre con
el anuncio del Gobierno. Sorpresivamente, Lamassoure alcanza un consenso en un
momento que –previsiblemente– debería haberse caracterizado por el enfrenta-
miento entre los dos sectores irreconciliables que participan en las políticas de de-
sarrollo –los institucionalistas y los grandes electos, defensores del statu quo–. Sin
embargo, el documento consensuado contenta a todos los electos. En definitiva,
este texto es fundamental ya que (1) parte del reconocimiento de la dinámica en la
que todos han participado conjuntamente, al margen de las diferencias estratégicas.
A su vez, (2) aunque no postula una alternativa institucional concreta, sí que supo-
ne por primera vez el reconocimiento de la existencia de una amplia aspiración so-
cial a favor del Departamento País Vasco. De la misma forma, (3) supone un punto
de inflexión en la esencia sobre la que se edifica la política pública de desarrollo, ya
que asienta ésta y las aspiraciones institucionalistas sobre cierta dimensión identita-
ria. Y en última instancia, (4) el documento del Consejo de Electos legitima en par-
te las posiciones de los sectores euskaltzales y del sindicalismo agrícola vasquista, al
aceptar la demanda de reconocimiento de la lengua vasca y de creación de una Cá-
mara Agrícola.

En definitiva, la posición unánime del CEPB supone la constatación más clara del
paulatino –pero imparable– desplazamiento de las argumentaciones institucionalis-
tas basadas en cuestiones administrativas o económicas, y la asunción de la dimen-
sión identitaria como eje argumentativo. Una cuestión que explica, en parte, el ca-
rácter más político que asume el movimiento institucionalizador Batera, tanto en el
discurso como en la práctica. En última instancia, sirve de argamasa para la radica-
lización de su estrategia de intervención.

Finalmente, este texto supone la constatación más evidente de la dinámica de terri-
torialización de las políticas públicas en Iparralde. De esta forma, el territorio vasco
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es definido como el marco preferente de la intervención política, ante lo que surge,
como corolario, la necesidad de clarificar su futuro institucional.

3.2.1. Las Assises des Libertés Locales de Salies-de-Béarn

El 6 de septiembre de 2002, el Ministro del Interior, Nicolas Sarkozy envía una cir-
cular a todos los prefectos regionales, en la que se apuntan las instrucciones del Go-
bierno cara al proceso de reflexión con el que pretende iniciar la nueva etapa de
descentralización, y que se concretaría en la celebración de una serie de reuniones
territoriales y temáticas en las diferentes regiones y departamentos. En la misiva,
Sarkozy apunta que «el objetivo de estos encuentros es poder conocer las preocu-
paciones, prioridades y proposiciones que debe inspirar el relanzamiento del
proceso de descentralización» (SARKOZY, 2003). Insistiendo en el hecho de que
esta reflexión debe concretar la participación de los responsables socio-profesiona-
les, del mundo asociativo, medio ambiental, de la universidad, la cultura y la inves-
tigación, el Ministro estima que las Assises «serán la ocasión para iniciar un gran
debate sobre la evolución del papel de las colectividades públicas en los años fu-
turos. Conciernen no solamente a los electos locales y a los actores socio-econó-
micos, sino también al conjunto de la ciudadanía, que será quien se vea afecta-
da por las reformas comprometidas por el Gobierno».

En el caso de Aquitania, son convocadas tres reuniones sobre diferentes temas: De-
sarrollo económico local y ordenación rural en Agen; Servicios públicos en el me-
dio rural y descentralización en Dordogna; y Ordenación del espacio, el 9 de no-
viembre en Salies-de-Béarn, en el departamento de los Pirineos-Atlánticos.
Concretamente, el objeto de esta última reunión se delimita «sin excluir temas ge-
nerales de la descentralización (organización de las instituciones, repartición de
competencias entre el Estado y las colectividades locales, recursos para las colec-
tividades locales, coordinación de actividades, temas de experimentación,...)».

Finalmente, los encargados de la organización de esta cita son el Prefecto de la Re-
gión de Aquitania, Christian Frémont, el Presidente del Consejo Regional, los Pre-
fectos departamentales, los Consejos Generales y las asociaciones locales de electos.

El día de la cita, 400 personalidades se reúnen durante dos horas en la mencionada
localidad bearnesa. Tras el inicio de la sesión a cargo del Prefecto, la Ministra de De-
fensa y alcaldesa labortana, Michèle Alliot-Marie, despeja las dudas de los delegados
vascos presentes: «la descentralización que propone el Gobierno contempla sólo
la consolidación de colectividades territoriales fuertes en términos de medios y su-
perficie. (...) La solución a cada problema no es la creación de una nueva estruc-
tura. (...) ¿Por qué no contemplar la posibilidad de ampliar el Departamento de
los Pirineos-Atlánticos integrando a Las Landas?», se interroga, con cierta sorna.

A pesar de todo, los representantes vascos desarrollan, sin grandes sorpresas, el
guión previamente previsto: Alain Lamassoure defiende el texto consensuado por el
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CEPB, (a) subrayando la necesidad de que la experiencia del País Vasco sea conoci-
da en Francia y reconocida para garantizar su continuidad, y (b) apuntando la exis-
tencia de un deseo de institucionalización en el País Vasco ante el que debe dar res-
puesta el Gobierno; Erramun Bachoc reclama la modificación del artículo 2 de la
Constitución para que se pueda reconocer oficialmente a la lengua vasca, y deman-
da la generalización de la enseñanza de y en euskera, así como el reconocimiento
de esta lengua en los servicios públicos y la puesta en marca de estrategias de coo-
peración transfronteriza sobre la materia; Michel Berhokoirigoin, de ELB, solicita la
creación de una Cámara de Agricultura propia; Bernard Darretche, Presidente del
Consejo de Electos, demanda la creación de un establecimiento público del suelo
que permita responder a la creciente fractura de los espacios en esta materia.

Independientemente de ello, resultan significativos los titulares de los medios de co-
municación locales, en tanto en cuanto reflejan el sentir mayoritario de los allí pre-
sentes. Así, La Semaine du Pays Basque se fija más en los resultados, titulando la
noticia con el significativa frase de «ni fu ni fa sobre la descentralización». Por su
parte, Le Journal du Pays Basque se centra en las peticiones de los representantes
vascos, abriendo la noticia con el titular, a cuatro columnas, «El País Vasco norte de-
manda a París el reconocimiento de su territorio y su lengua»24.

Días después, y de forma previa a la celebración de la reunión de clausura de la di-
námica de debate, en Burdeos, la Prefectura regional da a conocer ante el Ministro
del Interior la síntesis del encuentro de Salies-de-Béarn. Este texto se abre con el re-
conocimiento de la diferencialidad del Departamento de los Pirineos-Atlánticos, úni-
ca estructura de Aquitania fronteriza con España, y único espacio en el que existen
aglomeraciones urbanas que superen los 100.000 habitantes. Una personalidad ori-
ginal, que sin embargo, también se complementa con la «existencia en su territo-
rio de dos culturas pluri-seculares». En cualquiera de los casos, la síntesis del Pre-
fecto no obvia el nudo gordiano de las demandas planteadas por los representantes
vascos. «Los debates desarrollados en Salies en torno a la nueva etapa de des-
centralización han constatado la necesidad de dar respuesta a los problemas es-
pecíficos de los Pirineos-Atlánticos, bien sea a la demanda reiterada de recono-
cimiento institucional de la parte vasca, bien sea por la toma en consideración
de las lenguas y culturas vasca y occitana». De esta forma, los servicios de la pre-
fectura pasan a detallar las demandas expresadas en torno a la creación del Depar-
tamento País Vasco, la Cámara Agrícola, y la puesta en marcha de una política lin-
güística efectiva. Finalmente, el documento recoge, de forma curiosa, las cuestiones
relacionadas con la oficialización de la lengua vasca, sin que sepamos si se trata de
una simple transcripción de las argumentaciones expuestas, o si efectivamente, la
Prefectura hace suyas las palabras que aparecen en el documento (es evidente que
imaginamos cuál es su postura...): «cualquier ambición en la materia necesita, no
solamente un compromiso sostenido de las colectividades locales y del Estado so-
bre el terreno, sino también un reconocimiento a nivel legislativo y, sin duda,
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una reescritura del artículo 2 de la Constitución para que cumpla su cometido,
esto es, luchar contra la hegemonía del inglés, pero preservando el patrimonio
viviente que constituyen las lenguas de Francia» (PREFECTURA, 2003).

Como estaba previsto, el 18 de noviembre de 2002 se reúnen en Burdeos cerca de
800 electos y representantes socio-económicos de la Región de Aquitania, que com-
parecen ante cinco Ministros del Gabinete de Raffarin: Sarkozy, Ministro del Inte-
rior; Alliot-Marie, Ministra de Defensa; Jean-Paul Delevoye, Ministro de la Función
Pública; Xavier Darcos, Ministro delegado de Enseñanza; y Patrick Devedjlian, Mi-
nistro delegado de las Libertades Locales.

Nuevamente, resulta significativa la presencia de representantes vascos, desde los
diputados Grenet y Poulou, hasta el presidente de Euskaltzaindia, Haritschelhar, del
Consejo de la Lengua Vasca, Bachoc, o el del CDPB, Darretche. Y de la misma for-
ma que en la reunión anterior, el presidente del CEPB, Lamassoure (a) demanda que
se permita al País Vasco continuar con el proceso de experimentación iniciado diez
años antes, (b) subraya la existencia de un amplio deseo de reconocimiento institu-
cional, y (c) exige de forma contundente que sea modificado el artículo 2 de la Cons-
titución, «que por una interpretación abusiva, impide la ayuda del Estado a las
lenguas regionales»25.

3.2.2. No a la modificación de la Constitución

El 21 de noviembre de 2002 se celebran en la Asamblea Nacional los debates sobre
la modificación de varios artículos de la Constitución, con motivo del examen del
proyecto de ley derivado del proceso de descentralización. Aprovechando la cir-
cunstancia, varios electos presentan diferentes enmiendas al artículo primero, con
el objeto de que se posibilite un reconocimiento de las lenguas regionales. Así, el
texto constitucional estipula que «Francia es una República indivisible, laica, de-
mocrática y social. Asegura la igualdad ante la ley de todos los ciudadanos sin
distinción de origen, raza y de religión, y en el respeto a sus creencias».

Aunque el Diputado vasco Daniel Poulou tenía encomendada la presentación de una
propuesta de reforma, sin embargo, la retira finalmente, mostrando su apoyo a la
presentada por el electo bretón Marc Le Fur. Concretamente, éste pretendía añadir
al citado artículo la frase «y en el respeto a las lenguas y culturas regionales de
Francia». En paralelo, el diputado y líder de la UDF François Bayrou, presenta otra
enmienda con el objeto de añadir «en el respeto y la defensa de las lenguas y cul-
turas regionales de Francia».

A pesar de las expectativas despertadas, sin embargo, ambos textos son rechazados
por 50 votos contra 39, aunque los promotores habían dejado clara su posición con-
traria a cualquier concesión que pudiese favorecer la desintegración de Francia. Por

113

Soziologiazko Euskal Koadernoak / Cuadernos Sociológicos Vascos18

25 LJPB, 18 novembre 2002.



ejemplo Le Fur señala que la razón de su apuesta por la modificación constitucional
es, precisamente, evitar la apropiación de esta demanda por los autonomistas, «para
no dejar el campo libre al comunitarismo»26.

A pesar de todo, ciertos electos de la UMP desentierran el rancio aroma jacobino
que sigue impregnando a una parte de la clase política de Francia. Por ejemplo, para
el Rapporteur del debate, la firma de una carta que reconoce derechos colectivos
(en referencia a la Carta Europea de las Lenguas Regionales y Minoritarias), «sería
contrario a la unidad de la república». En consecuencia, «constitucionalizar las
lenguas regionales y admitir escuelas en las que no se hable más que bretón, se-
ría un paso muy peligroso de franquear». Por su parte, para Dominique Perben,
teniendo en cuenta que «en el estado actual de nuestro derecho es perfectamente
posible desarrollar las lenguas regionales y hasta enseñarlas a título facultativo
en las escuelas», en consecuencia, no se hace necesario «asumir riesgos de intro-
ducir un fermento de división en nuestra República»27.

En definitiva, un jarro de agua fría a las expectativas de los electos vascos, justo al
comienzo de la dinámica de descentralización, y en la que tantas expectativas habí-
an sido depositadas. Se sientan las bases, así, de un profundo malestar que se acre-
cienta como consecuencia de los graves sucesos a los que se asiste en los Tribuna-
les de Baiona, en los juicios a varios jóvenes del movimiento Demo y Zuzen por la
sustitución de una señal monolingüe francesa de la estación de Baiona por otra en
euskera y francés, en los que la sala será desalojada por las fuerzas policiales utili-
zando para ello gases lacrimógenos.

3.2.3. No a la institucionalización del País Vasco

El 10 de enero de 2003 se da a conocer la celebración de sendas reuniones entre
electos vascos y el Primer Ministro por una parte, y el Ministro de Interior por la
otra. A la primera de ellas, de carácter informal, se cita exclusivamente a los electos
del País Vasco: Jean Grenet y Daniel Poulou en calidad de diputados, Didier Borotra
como senador y Alain Lamassoure como euro-diputado. La segunda de las citas pre-
vistas debería suponer la recepción de Raffarin a los cargos vascos y bearneses (seis
diputados, cuatro de ellos del Bèarn, dos senadores, uno del Bèarn, y dos euro-di-
putados). La delegación gubernamental se acompañaría por la Ministra de Defensa,
Michèle Alliot-Marie, y el Prefecto de la Región de Aquitania, Christian Frémont. En
el orden del día de esta reunión «oficial» estarían las cuestiones derivadas de la ma-
rea negra, el túnel de Somport y la descentralización.

Al día siguiente, el Presidente del Consejo General de los Pirineos-Atlánticos, Jean-
Jacques Lasserre solicita una postura oficial del gobierno: «el Gobierno debe mani-
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festar una posición clara, y no una vía con diferentes alternativas. El desarrollo
de nuestra región exige la estabilidad y la paz social»28.

Y parece que el máximo mandatario del ejecutivo francés recoge el testigo. Así, el
13 de enero de 2003, Raffarin expone de forma contundente la posición del go-
bierno sobre la única cuestión en la que se centra el debate. Según señala Jean-Pie-
rre Raffarin, el Gobierno «no desea crear nuevos departamentos». En cambio, «su
preferencia se centra en la reagrupación eventual de colectividades locales siem-
pre que exista un acuerdo entre ellas». Finalmente, el jefe del ejecutivo expresa su
deseo de que se ponga en marcha un Comité de Pilotaje bajo la dirección del Mi-
nistro del Interior «para aportar respuestas concretas a las aspiraciones del País
Vasco»29. El resto de cuestiones no son tratadas en la cita: ni la creación de una Cá-
mara de Agricultura, ni la modificación del artículo 2 de la Constitución (aunque el
Primer Ministro sí se compromete a la dinamización de un grupo de trabajo que es-
tudie la posible puesta en marcha de una ley orgánica que permita el reconoci-
miento de las lenguas regionales).

Por otra parte, la segunda de las reuniones a celebrarse, que debía contar con la pre-
sencia de Sarkozy, es suspendida por problemas de agenda del Ministro del Interior.

Paulatinamente, al ver cómo van cerrándose las puertas de las instituciones del cen-
tro a las demandas portadas por el Consejo de Electos, los diferentes actores del País
Vasco realinean sus posiciones. Así, mientras que los sectores institucionalistas, ya
organizados en Batera redoblan su presión hacia París y hacia los electos locales para
que «se hagan oír en ante las autoridades», por el contrario, los grandes cargos po-
líticos de Iparralde tratan de arrancar compromisos mínimos del proceso de des-
centralización, que amenazaba con ser finiquitado sin que se concretasen modifi-
caciones sustanciales en el statu quo de dicho territorio.

En este sentido, el 2 de febrero, el Presidente del Consejo de Electos se reafirma en
sus posiciones, redundando en la interpretación identitaria sobre la que sustenta la es-
pecificidad institucional que propone para Iparralde. Sin embargo, antes de la vista de
la posición de las autoridades, apuesta por aparcar la demanda departamental, tratan-
do de explorar nuevas vías: «el departamento sería una solución para el reconoci-
miento del País Vasco. Pero el Gobierno (...) apuesta por su agrupación y no por su
división. Pienso que este reconocimiento podría tomar otra forma diferente a la
del departamento. La solución está en Alsacia. Deseo que se encuentre una solu-
ción a las aspiraciones del País Vasco francés al estilo alsaciano. Los alsacianos es-
tán satisfechos de su situación y el reconocimiento de su identidad en las institu-
ciones francesas. (...) Son una región aparte, con un modelo que no se aplica en el
resto de Francia. Algo que se observa en el régimen de los cultos, porque son histó-
ricamente tres las religiones que conviven; es así para el sistema de la seguridad
social, que no es el mismo que el del interior de Francia; y es así para la lengua, ya
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que el dialecto alsaciano es reconocido como la lengua oficial en las colectividades
locales. Y la República no se debilita, más bien lo contrario»30.

A pesar de todo, Lamassoure deja clara su posición: dada la respuesta del Gobierno,
es necesario explorar una vía diferente a la del departamento. En consecuencia, (a)
pierde sentido la sugerencia de realizar un referéndum, contemplada en el docu-
mento del CEPB; y (b) se acepta la posibilidad de elaborar una ley orgánica sobre el
uso de la lengua vasca, aunque pudiera llegar a ser declarada inconstitucional por el
Consejo de Estado, con lo que se volvería al punto de partida: la necesidad de mo-
dificación del artículo 2 de la Constitución.

Como vemos, el creciente malestar entre los sectores institucionalistas se va con-
cretando a medida que la Administración hace explícita la posición contraria a la
modificación del statu quo. En este sentido, el 18 de febrero, tres de los miembros
del Consejo de Electos, Jacques Abeberry (teniente Alcalde de Biarritz), Andde Da-
rraidou (Alcalde de Espellette) y Alain Iriart (Alcalde de Saint-Pierre-d’Irube) pre-
sentan una moción con el objeto de que la asamblea de electos refrende el docu-
mento aceptado por unanimidad por el Consejo de Administración del CEPB el 5 de
noviembre: un documento, subrayan los promotores de la iniciativa, «en el que se
apostaba por la apertura de un debate sobre la demanda de institucionalización
existente en el País Vasco francés, se reclamaba un cambio en el artículo 2 de la
Constitución, se solicitaba la creación de una Cámara de Agricultura y de un
GIP para la gestión de la universidad». Finalmente, el texto de la moción es adop-
tado por unanimidad, con la excepción de las dos abstenciones de Max Brisson y Ju-
liette Seguella, y la ausencia en la votación de Jean-Jacques Lasserre, por ser el Pre-
sidente del Consejo General.

En cualquiera de los casos, este refrendo de los parámetros sobre los que se había
desarrollado el debate en el órgano de concertación electiva desde finales de 2002
no es óbice para que la alocución que realiza el Prefecto en la citada Asamblea deje
constancia del inmovilismo gubernamental. Así, el representante del Gobierno evi-
dencia el rechazo de París al departamento País Vasco, a la creación de la Cámara de
Agricultura, y a la modificación de la Constitución. Finalmente, informa de la pró-
xima celebración de una reunión entre los parlamentarios vascos y Sarkozy. A la sa-
lida de la asamblea, los sectores institucionalistas manifiestan su desazón por la «ac-
titud de desprecio a sus aspiraciones», que consideran les ha trasladado el Prefecto.

Así las cosas, el 10 de marzo se celebra la citada reunión, en la que el Ministro del
Interior manifiesta su voluntad de realizar una visita al País Vasco. Siguiendo el guión
previsto, Sarkozy (a) rechaza la creación de un departamento o cualquier otra es-
tructura que reconociese a este territorio como específico, (b) no menciona la cues-
tión de la Cámara de Agricultura ni de la Universidad, y (c) se muestra a favor de po-
ner en marcha instrumentos originales que permitan la dinamización de la cuestión
del suelo, el desarrollo agrícola y la cooperación transfronteriza. Finalmente, (d) el
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mandatario parisino expresa su deseo de profundizar en los mecanismos de salva-
guarda del euskera, anunciando que su próxima visita se centrará en esta cuestión.

Finalmente, esta visita se realiza en diciembre de 2003, y el Ministro anuncia la pues-
ta en marcha –bajo el apoyo del Sub-prefecto de Baiona– de una serie de grupos de
trabajo en torno a la cuestión lingüística, el suelo, la agricultura y la oferta universi-
taria. Unos trabajos que deben ser remitidos antes de marzo de 2004 para ponerse
en marcha, desde ese momento una estrategia de concertación con todos los acto-
res31. En cualquiera de los casos, se rechaza la definición de una ley para proteger la
lengua vasca –tal y como había sugerido a finales de 2003 el Consejo de Electos–, y
se cierran las puertas a la posibilidad de creación de un departamento. El Ministro,
que realiza su visita relámpago en helicóptero, y no se reune con los sectores insti-
tucionalistas por problemas de agenda, si que tendrá tiempo para realizar un acto
público para los militantes de la UMP. Esta visita será rechazada contundentemente
por parte de la plataforma Batera, que en boca de uno de sus portavoces denuncia-
rá el trato vejatorio del Ministro «a los indígenas vascos»32.

Después de nueve meses de trabajo de las diferentes comisiones encargadas de la
elaboración de los dossiers, los parlamentarios vascos acuden a París para preparar
la visita –prevista para octubre de 2004– del nuevo Ministro De Villepin.

Finalmente, De Villepin realiza una visita, también relámpago, al País Vasco en no-
viembre de 2004, que comienza en la localidad de Izpurua donde, agasajado por los
grandes notables del territorio, saborea los caldos de la localidad. Finalmente, en su alo-
cución en la Cámara de Comercio e Industria, tras recordar «la sangre derramada para
Francia por los Vascos», anunciará la concesión de medio millon de euros para la pues-
ta en marcha de la oficina pública del euskera. Sus palabras de adulación a esta lengua
y a la lucha de los vascos por mantener su identidad y sus esencias, sin embargo se que-
dan en nada cuando desciende a los hechos. Así, se rechaza una modificación consti-
tucional para la oficialización de la lengua vasca. De la misma forma, obviando las de-
mandas del sindicato agrícola ELB, no menciona la petición de una Cámara de
Agricultura, y sin embargo se pronuncia a favor de la concreción de un organismo para
el País Vasco, pero dependiendo de la Cámara de Pau. Y si la vista de Sarkozy se realiza
en un momento de acumulación de fuerzas convencionales, la De Villepin se enmarca
en una nueva estrategia de los sectores departamentalistas, que pasa por la concreción
por su cuenta y riesgo de sus demandas: un mes después de que De Villepin abadona-
se, también en helicóptero –buen ejemplo de la calidad de las comunicaciones del País
Vasco–, los valles de Baja-Navarra, muy cerca, el 15 de enero se ELB abrirá, gracias a las
aportaciones recibidas, la Ipar Euskal Herriko Laborantza Ganbara.

Previamente a esta visita, el Biltzar de Alcaldes había reafirmado su posición ten-
dente a la modificación del artículo 2 de la Constitución para la oficialización del
euskera, lo que es apoyado por unanimidad por los presentes.
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3.2.4. La crisis de los Consejos

Esta reunión, sin embargo, acaba con la paciencia de los sectores institucionalistas,
ya agrupados en la plataforma Batera, que habida cuenta que «los representantes del
País Vasco no responden a sus compromisos y a las expectativas de la sociedad»,
manifiestan su intención de redoblar los esfuerzos para presionar a las autoridades.

En este sentido, el 12 de marzo de 2003, 13 de los miembros del Consejo de Direc-
ción del Consejo de Desarrollo presentan una moción para ser sometida a votación
en la asamblea general del órgano de concertación: justo en el acto en el que esta-
ba previsto hacer un balance bastante positivo de los diez años de dinamización de
las políticas de desarrollo. En consecuencia, los actos de celebración del décimo ani-
versario de la redacción del Informe Pays Basque 2010 son pospuestos sine die, en
la mejor muestra de la crisis que abate a la dinámica que estamos analizando.

En última instancia, el texto presentado por los citados representantes sociales deja
a las claras el malestar existente. Es la constatación de un punto de inflexión en las
políticas públicas de desarrollo en Iparralde.

«La mayor parte de los firmantes de la presente han participado durante años en
un diagnóstico previo, trabajando durante más de ocho en el seno de la Asocia-
ción, con una actitud constructiva y constante para responder al interés público
de nuestro territorio. (...) El Consejo de Desarrollo ha preconizado de forma ma-
yoritaria la puesta en marcha de una Cámara de Agricultura, la concreción de
una verdadera dinámica de enseñaza superior con una dirección más autóno-
ma, el reconocimiento indispensable del euskera y la creación de un Departa-
mento País Vasco. Todos estos elementos, con algunos matices, han sido asumi-
dos unánimemente por el Consejo de Electos, en su contribución de otoño de
2002 a las Assises de Salies-de-Béarn. El Estado, por medio de sus representantes,
participa en esta asociación desde sus orígenes. Por ello, diez años después, cons-
tatamos que: 1) a finales de 2002, en la sesión Parlamentaria, el representante
del Gobierno ha rechazado introducir la simple noción del respeto a las lenguas
minoritarias entre las modificaciones constitucionales en curso, 2) a comienzos
de 2003, el Primer Ministro ha afirmado su oposición a la creación de un De-
partamento, sin proponer nada serio en las otras cuestiones».

«Deploramos y denunciamos la indiferencia y el inmovilismo que muestra el Go-
bierno a las demandas razonables del País Vasco. Esto es perjudicial para la co-
herencia de la dinámica de nuestro territorio, contrario a sus intereses, desfasa-
da con respecto a la voluntad de una gran parte de los habitantes, y sin duda,
peligrosa para su futuro. En tal situación, que rechazamos, estimamos que no
podemos continuar dando credibilidad a soluciones eventuales o servir de ga-
rantes a dispositivos sin efecto real para responder a las necesidades y a la vo-
luntad de la población local. Por ello, si no se dan avances concretos sobre los
puntos clave antes de fin de 2003, la continuación del inmovilismo del Gobier-
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no nos obligará a reconsiderar nuestra participación en la concertación desa-
rrollada durante los pasados años» (VV.AA, 2003).

Al día siguiente, y a la vista del ultimátum, el Presidente del Consejo de Desarrollo,
Bernard Darretche, reflexiona en la tribuna de La Semaine du Pays Basque sobre el
papel de la institución que dirige. Tras subrayar los efectos positivos y originales de
la dinámica desarrollada desde 1992, responde indirectamente a los 13 firmantes de
la moción diferenciando la continuidad del CDPB del devenir institucional de dicho
territorio: «tratamos simplemente de inventar una forma de gobernación un
poco más moderna, que permita a la sociedad civil ser asociada en la elabora-
ción de las decisiones. Todas las cuestiones son abordadas, incluso las que afec-
tan a la cuestión institucional. Creo que el Consejo de Desarrollo (...) es una ins-
titución que debemos proteger. Se debe evitar que este organismo sea
obstaculizado por un debate que es fundamentalmente político. Estoy convenci-
do de que el día de mañana, sea cuál sea el contexto institucional, el Consejo de
Desarrollo deberá continuar jugando su papel: un papel que no depende de la
existencia o no de una institución vasca, de un Departamento País Vasco»33. Fi-
nalmente, el 14 de marzo, se debate el texto de la moción en la Asamblea General
del CDPB, siendo rechazado por un estrecho margen de 35 contra 46 votos.

En cualquiera de los casos, a mediados de ese año se asiste a una nueva ceremonia de
la confusión que vuelve a comprometer la continuidad de la estrategia de concertación,
pero en esta ocasión no desde las asociaciones y colectivos institucionalistas, sino des-
de la propia administración. Así, el 16 de julio de 2003, tras la celebración del Comité
de Pilotaje encargado de la dinamización de la Convención Específica, se da a conocer
el bloqueo de la partida financiera que el Estado debía otorgar al Consejo de Desarro-
llo y al Consejo de Electos para garantizar su continuidad. En cualquiera de los casos,
el Presidente del CEPB, Alain Lamassoure manifiesta en la rueda de prensa –en la que
por primera vez no participa un representante del Estado– su esperanza de que la si-
tuación se reconduzca. Finalmente, al día siguiente, el sub-prefecto de Baiona sale a la
palestra para tranquilizar los ánimos, manifestando la voluntad de la administración
para mantener la partida presupuestaria otorgada en los ejercicios anteriores.

Independientemente de ello, para estas fechas ya hacía tiempo que los sectores ins-
titucionalistas estaban organizados en un nuevo movimiento, la Plataforma Batera,
que defiende una clara propuesta de institucionalización sobre la base de cuatro de-
mandas: Departamento País Vasco, Universidad de pleno ejercicio, Cámara Agríco-
la y Oficialización de la lengua vasca.

3.3. La Plataforma Batera

A finales de diciembre, tras la resolución unánime del Consejo de Electos del País
Vasco y el posterior rechazo a la reforma constitucional en la Asamblea Nacional, los
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sectores departamentalistas salen a la palestra para manifestar su voluntad de iniciar
una nueva fase de movilización. Así, para Peio Labegerie, presidente de la Asocia-
ción por un Departamento País Vasco (ADPB), tras la respuesta del Estado en Salies
y Burdeos se ha generado un «sentimiento de frustración, de exasperación y hu-
millación», ya que «los ministros no han respondido a nuestras demandas en nin-
gún momento».

Ante este contexto, Labegerie anuncia que la asociación ha decidido poner en mar-
cha una estrategia movilizadora hasta mediados de enero «con el conjunto de es-
tructuras que reclaman la Cámara de Agricultura, la universidad de pleno ejer-
cicio, la cultura, la economía, la sociedad civil». En definitiva, se subraya la
importancia del contexto especial ante el que se encuentran los sectores institucio-
nalistas del País Vasco, y que se concreta en una apertura de las oportunidades para
la acción: «la ocasión de la descentralización no se presenta cada diez años». Fi-
nalmente, los representantes del colectivo departamentalista, tras subrayar los signi-
ficativos cambios en la relación de fuerzas que trasluce la posición de Lamassoure, o
la asunción y defensa de la demanda departamental por parte del CEPB en Salies-de-
Béarn y Burdeos, acaban la rueda de prensa recordando la dimensión transfronteriza
del conflicto: «Basta de ingerencia de Aznar sobre la política francesa!»34.

Efectivamente, los dirigentes de las organizaciones institucionalistas son conscien-
tes del contexto de oportunidad ante el que se encuentran. Así, Michel Berhokoiri-
goin, representante del sindicato agrícola ELB, asegura que es necesario constatar la
legitimidad que aporta a sus reivindicaciones el hecho de que hayan sido asumidas,
en gran medida, por el Consejo de Electos del País Vasco. «Los electos han dado un
apoyo unánime a demandas abanderadas desde hace tiempo por los sectores mi-
litantes». Por esta razón, una negativa de las autoridades a estas reivindicaciones –en
ese momento todavía era desconocida la posición del Primer Ministro– podría ge-
nerar un grave sentimiento de «humillación». En definitiva, a juicio del sindicalista,
«actualmente, en términos de relación de fuerzas, estamos mejor situados».

A este respecto, Berhokoirigoin subraya cómo una de las demandas de los sectores
departamentalistas, la de la Cámara Agrícola, ha sido asumida en su integridad, sin
matices, por el Consejo de Electos. «Nos encontramos ante el máximo de adhe-
sión que es posible esperar en el País Vasco. Hemos llegado al sumun, y no po-
demos mantener esta situación de impasse durante años». A su juicio, el nivel de
adhesión al que alude o la mencionada correlación de fuerzas favorable a los secto-
res departamentalistas no puede abstraerse de la dinámica de desarrollo. Lo que le
lleva a argumentar, precisamente, que el inmovilismo actual no conduciría más que
a una crisis de la dinámica de concertación sobre la que tanto esfuerzo han inverti-
do los representantes del País Vasco. «La forma en la que se responda a las de-
mandas de los sectores departamentalistas no dejará de afectar a las experi-
mentaciones que se han concretado en este territorio desde el estudio Pays
Basque 2010. Y si en la teoría todo parece perfecto, lo cierto es que este proceso
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solo funciona porque la gente ha creído en él. Basta con mirar al Bèarn para dar-
se cuenta de esto. Imitando nuestra dinámica han lanzado el proyecto Bèarn
2010. Un proceso que hace tiempo que ha sido abandonado. ¿Por qué se man-
tiene la misma dinámica en Iparralde? Simplemente porque la gente no se lo ha
creído y no se han comprometido (en Bèarn). Pero habiendo pasado diez años
después de que todo haya empezado, es momento de hacer balance en el País
Vasco. (...) Si las reivindicaciones no avanzan, se generará un sentimiento de des-
precio. Y las consecuencias se traducirán en el futuro de todo aquello que ha
puesto en marcha el Estado aquí a título experimental. (...) El poder debe saber
que están jugando con mucho más que con el futuro de nuestras demandas»35,
sugiriendo la posibilidad de que se pongan en marcha estrategias más radicales,
asentadas en el boicot de los órganos de concertación.

De esta forma, los dirigentes del movimiento institucionalista van manifestando la
clara voluntad de presionar a las autoridades con una estrategia que contempla el
bloqueo de las instituciones en caso de que sus demandas no se viesen satisfechas.
Una radicalización estratégica que se concreta en las mociones presentadas por los
representantes departamentalistas en el Consejo de Desarrollo y el Consejo de Elec-
tos, y que finalmente se explicita en la huelga de 13 de los miembros del Consejo
de Dirección del Consejo de Desarrollo, y en la redefinición estratégica de la acción
de Batera que se propone, tras la manifestación del 11 de octubre de 2003, pasar a
una nueva fase de presión que pudiera asentarse en la desobediencia civil.

3.3.1. Las demandas de Batera

El 16 de diciembre de 2002 se presenta al público un nuevo movimiento institucio-
nalista que supone la expresión organizativa más acabada de las aspiraciones de di-
ferentes sectores, hasta ese momento no articulados en una única estructura, pero
que vertebraban un difuso movimiento social que reclama el reconocimiento insti-
tucional del País Vasco. Batera aglutina en torno a sí cuatro reivindicaciones que, en
parte, conectan con los ejes sobre los que el Consejo de Electos había definido su
postura consensuada ante los debates sobre la descentralización.

Los diferentes colectivos departamentalistas –que habían dinamizado la demanda
institucional (a) desde la década de los 1980 en el caso de la Asociación de Electos
por el Departamento País Vasco (AED) y la Asociación socio-profesional por un Nue-
vo departamento (AND), y (b) tras la desaparición del Llamamiento del 9 de octu-
bre en el caso de la Asociación por un Departamento País Vasco (ADPB)–, se unen
a otros grupos que, dado su carácter sectorial, se habían centrado en la reivindica-
ción en torno a demandas relacionadas con la agricultura (ELB), la lengua vasca (Eus-
kal Konfederazioa) y la enseñanza (Colectivo de Profesores e Investigadores de la
universidad). Concretamente, Batera se constituye, además de por las citadas aso-
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ciaciones, entre otras, por los sindicatos LAB, Lantegiak, Ofizialeak, CFDT, el movi-
miento desobediente Demo, las asociaciones culturales Piztu, EDB, Euskal Irratiak,
Seaska, Euskal Haziak, Bertsularien Lagunak, Euskaldun Gazteria y Euskal Herrian
Euskaraz, así como por las asociaciones económicas Hemen y Herrikoa.

Como decimos, el 16 de diciembre, y en un auditorio de la CCI de Bayona abarro-
tado de público, cuatro representantes de Batera presentan el manifiesto fundacio-
nal de la plataforma:

«Nosotros, habitantes del País Vasco, en el deseo de asumir con responsabilidad
nuestro desarrollo económico y cultural, demandamos la asunción y satisfac-
ción de las demandas siguientes:

La co-oficialización de la lengua vasca

Modificación del artículo 2 de la Constitución y ratificación de la Carta Eu-
ropea de las lenguas Regionales o Minoritarias: para garantizar la igualdad
de estatus entre el euskera y el francés en el País Vasco; para obtener el dere-
cho a aprender y utilizar la lengua vasca por parte de todos los habitantes del
País Vasco; para poner en marcha una política de revitalización lingüística
seria y eficaz.

Un departamento País Vasco

Representando los intereses del conjunto del territorio, permitiría al País Vasco:
su reconocimiento institucional y un poder político en los debates sobre la des-
centralización; un desarrollo económico mucho más dinámico, y en consecuen-
cia, creador de empleo; una ayuda mejor y más cualificada a las culturas vasca
y gascona; una mayor solidaridad, indispensable entre el País Vasco interior y la
costa; una cooperación transfronteriza más densa y eficaz; una adaptación de
los servicios públicos, especialmente del Estado, que permitiese que fuesen ver-
daderamente provechosos para la ciudadanía.

Una Cámara de Agricultura para el País Vasco, para la toma en consideración
de las especificidades de la agricultura local; el apoyo a las iniciativas colectivas
e individuales; la promoción de una agricultura sostenible.

Una universidad de pleno ejercicio, para la diversificación y el desarrollo de las
formaciones y de la investigación; la implantación de nuevas empresas y la ge-
neración de una sinergia con la vida socio-económica local.

Nosotros, organizaciones firmantes, demandamos que estas reivindicaciones,
asumidas por la sociedad civil del País Vasco y apoyadas mayoritariamente por
los electos y la población, sean asumidas y satisfechas a lo largo del proceso so-
bre la descentralización en curso; y afirmamos nuestra determinación en apo-
yar estas cuatro reivindicaciones por medio de cuantas movilizaciones sean ne-
cesarias para que sean concretadas» (BATERA, 2002)36.
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Respecto a las dos primeras reivindicaciones, no consideramos necesario profundi-
zar las argumentaciones que se han ido desgranando a lo largo de todas esta expo-
sición. En cualquiera de los casos, sí que resultaría interesante presentar algunos tra-
zos sobre el desarrollo reivindicativo de las demandas agrícolas y universitarias.

3.3.2. La Cámara de Agricultura para Iparralde

Toda Cámara Agrícola es dinamizada por una asamblea profesional elegida por su-
fragio universal. Es un establecimiento público sometido a la tutela del Ministerio
de Agricultura, siendo responsable de una doble misión. Por una parte, una función
consultiva hacia los poderes públicos. Es el interlocutor privilegiado de la adminis-
tración central y de las colectividades territoriales, tomando posición en torno a los
diferentes informes relativos a la agricultura y el mundo rural. Por otra parte, tiene
una función de apoyo a los agricultores, con el objetivo de que su explotación sea
conducida de forma coherente con las necesidades de la sociedad. También es su
objetivo la puesta en marcha proyectos de desarrollo y ordenación agrícola.

En el caso concreto que nos ocupa, la Cámara de los Pirineos-Atlánticos cuenta con
un presupuesto de 6 millones de euros, teniendo su sede en Pau. Sin embargo, tam-
bién existen delegaciones en Hasparren, Saint-Palais y Orthez, en las que, junto a la
sede central de Pau, trabajan 70 empleados.

Si existe algún actor cuyo papel puede ser subrayado en la reivindicación de la pues-
ta en marcha de una cámara agrícola para el País Vasco, éste sería Euskal Herriko La-
borarien Batasuna (ELB). Esta agrupación, que surge a comienzos de la década de
los 80, vinculada a los sectores nacionalistas, observa una manifiesta progresión en
su base social y apoyo electoral, que se concreta de forma evidente el 31 de enero
de 1995, cuando ELB supera en Iparralde al sindicato tradicional FDSEA en las elec-
ciones a la Cámara Agrícola del departamento (47, 28% frente al 47,09%). Sin em-
bargo, el sistema de reparto de escaños perjudica claramente al colectivo naciona-
lista: a pesar de ser la primera fuerza en el País Vasco, ELB sólo suma el 20% a nivel
departamental, con lo que la lista mayoritaria en este ámbito logra directamente 11
de los 21 puestos. Los otros diez se distribuyen proporcionalmente, de forma que
ELB únicamente obtiene 2 delegados. En cualquier caso, la progresión es significa-
tiva: en 1989 FDSEA consiguió el 49,74% frente al 41,05% de ELB; en 1983 la dife-
rencia fue mayor: 54% para el primero y 29,79% para el segundo.

Este sindicato desarrolla desde la década de los noventa una frenética campaña de
defensa de las condiciones de vida de los trabajadores agrícolas del País Vasco, que
se concreta en espectaculares acciones como las ocupaciones de las sedes institu-
cionales, o actos simbólicos como el tapiado de la Cámara Agrícola de Pau en pro-
testa por la situación de las explotaciones de este territorio37. En cualquiera de los
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casos, al calor de la dinámica institucionalista que se pone en marcha a mediados de
los años 1990, ELB asume como un objetivo la consecución de un órgano de repre-
sentación propia, reclamando la escisión de la Cámara Agrícola del departamento y
la creación de una institución para Iparralde. Con este espíritu, el sindicato convo-
ca la primera movilización de la historia concentrando a un millar de personas en la
calles de Baiona en 1995. Una dinámica reivindicativa que es retomada nuevamen-
te en octubre de 2001, cuando el sindicato vuelve a agrupar a un millar de manifes-
tantes en apoyo a la demanda.

En este sentido, la presión comienza a dar sus primeros resultados, de forma que en
noviembre, la Prefectura hace pública su decisión de poner en marcha una instan-
cia de concertación agrícola para el País Vasco. Este organismo reúne a los respon-
sables de organizaciones profesionales agrícolas locales, las colectividades y la ad-
ministración. Su objetivo es (a) favorecer la concertación entre los actores agrícolas
del País Vasco, así como (b) proponer a las instancias decisionales las operaciones
prioritarias del capítulo agrícola de la Convención que puedan ser concretables, y
(c) definir las modalidades de su puesta en marcha. En cualquiera de los casos, ELB
no acepta la salida propuesta por la administración, al considerar ésta una institu-
ción cuyo único objetivo es «cortocircuitar la creación de una Cámara de Agri-
cultura»38.

A pesar de todo, en abril de 2002, el candidato a la Presidencia Jacques Chirac da a
conocer su posición sobre ciertas de las reivindicaciones de los sectores institucio-
nalistas; y aunque manifiesta su rechazo a la puesta en marcha de un departamento,
se muestra favorable a la creación de la Cámara de Agricultura39. Previamente, Lionel
Jospin había respondido a las movilizaciones de ELB proponiendo la apertura de una
comisión encargada de analizar las posibilidades jurídicas para su constitución. Por
esta razón, el propio sindicato agrícola encarga a un profesional la realización de un
informe, que es entregado al Primer Ministro y al Consejo de Electos en febrero de
2002. El texto jurídico considera que, de la misma forma que existen dos cámaras de
comercio en el Departamento de los Pirineos-Atlánticos, podrían existir dos Cámaras
de Agricultura. Se señala, así, que no sería necesaria la redacción y aprobación de una
nueva ley, sino que bastaría con un simple decreto del Primer Ministro.

Por contra, el actual vice-Presidente de la Cámara, el dirigente del sindicato mayori-
tario –a nivel departamental– FDSEA, Sauveaur Urritiaguerre, apunta que la solución
propuesta por ELB no sería factible si no se concretase también en una re-ordena-
ción departamental, ya que, a su juicio, en caso de conflicto entre las preconiza-
ciones de las dos estructuras, la decisión definitiva recaería en el Prefecto, pudien-
do esto generar graves conflictos e incompatibilidades40.
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En cualquiera de los casos, como hemos visto, el documento consensuado por el
Consejo de Electos el 5 de noviembre de 2002 contempla explícitamente la de-
manda de una Cámara Agrícola para Iparralde, con lo que la reivindicación de ELB,
que será posteriormente asumida por Batera, es legitimada por el cuerpo electivo
vasco.

Finalmente, en diciembre de 2002, es creado el Servicio de Utilidad Agrícola Terri-
torial del pays País Vasco (SUAT), que reúne a los miembros electos de este territo-
rio para tratar problemáticas que les son propias. Estructura que es rechazada nue-
vamente por ELB, estimando que «no responde en ninguno de los casos a las
demandas de los agricultores»; algo que solo se satisfaría con la creación de una Cá-
mara Agrícola41.

3.3.3. La Universidad de pleno ejercicio

El debate sobre la situación y las propuestas de desarrollo de la enseñanza superior
es incorporado desde el comienzo de la estrategia de concertación. Así, uno de los
elementos del sistema vasco identificado en el diagnóstico Pays Basque 2010 de
1992 es la inexistencia de una política coherente de formación superior. En este sen-
tido, el análisis estructural determina la influencia clave de este ámbito en el afian-
zamiento de otras variables económicas, territoriales y sociales: «la enseñanza su-
perior es una llave fundamental del desarrollo (...) y (su fortalecimiento) sería un
triunfo estratégico del que se está muy necesitado hoy en día en el País Vasco»
(CP, 1993b: 68). En conclusión, se presentan dos alternativas: o bien «organizar la
Universidad de Pau en forma de red», tratando de especializar cada polo universi-
tario, posibilitando así la mejora de la atracción y la autonomía del campus de Baio-
na; o bien «obtener una universidad autónoma para el País Vasco» que, «siendo
dueña de su futuro, constituiría un motor de desarrollo» (CP, 1994: 37).

En cualquiera de los casos, las demandas relacionadas con esta cuestión apenas son
desarrolladas por los sectores institucionalistas hasta fechas recientes. Entre los ele-
mentos que explican esta paradoja, se encuentra la evidente diferencia entre la po-
tente articulación social y organizativa sobre la que se sustentan las reivindicaciones
departamentalistas, a favor de la lengua vasca y de la agricultura, y la casi nula ver-
tebración de los sectores universitarios que reclaman mayor autonomía para los cen-
tros de enseñanza superior del País Vasco. Así, las anteriores demandas son dinami-
zadas, cuando menos desde mediados de los años 1980 –sino antes, como recoge
CHAUSSIER (1997)– por colectivos como la AED, la AND, el Llamamiento del 9 de
Octubre y la Asociación en Favor del Departamento País Vasco, en el caso de la cues-
tión institucional; por Euskal Konfederazioa, que agrupa a 80 asociaciones lingüísti-
cas y culturales, en el de la oficialización del euskara –ver ORONOS (2000) para un
detallado estudio desde 1950–; y por ELB en el de la Cámara Agrícola. Algo que ex-
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plica la amplia difusión social de las reivindicaciones, la existencia previa de cam-
pañas de movilización sectoriales, y el importante marco discursivo sobre el que se
argumenta su viabilidad y oportunidad. Por el contrario, en el caso de la formación
superior, las reflexiones se habían circunscrito fundamentalmente a los debates di-
namizados en el marco del Consejo de Desarrollo, a partir de las estrategias de or-
denación del mapa escolar que se contemplan en el Esquema de Desarrollo y que
son asumidas en la Convención Específica.

A pesar de todo, a mediados de 2002, varios profesores e investigadores de las uni-
versidades vascas reabren el debate sobre la posibilidad de avanzar en determinadas
fórmulas de profundización de la autonomía de los servicios educativos del País Vas-
co. Así, aprovechando las elecciones legislativas, emplazan a los diferentes candi-
datos a que se posicionen en torno a las estrategias que preveían llevar a cabo sobre
la materia.

En cualquier caso, a finales de septiembre, los profesores Jean-Baptiste Hiriart-
Urruty y Jean-Léon Irigarray, definen de forma más concreta su propuesta. En este
sentido, a su juicio, la solución a los problemas de dicho territorio pasa por la crea-
ción de una universidad de pleno ejercicio. Sin embargo, constatan que para ello es
necesario avanzar previamente por caminos más factibles, por lo que consideran im-
prescindible la creación de un verdadero polo universitario, citando como ejemplo
el caso de Champollion. Desde su punto de vista, este «polo» no sería otra cosa que
un Establecimiento Público Administrativo centrado en la enseñanza superior, pero
que permitiría cierta autonomía vasca con respecto de la Universidad de Pau y de
los Países del Adour (UPPA) o de la Universidad de Burdeos. Una autonomía que, a
juicio de los citados profesores, posibilitaría poner en marcha las filiares de forma-
ción «que corresponden a las necesidades y sobre todo a las expectativas de de-
sarrollo local». De la misma forma, consideran que el carácter de este polo vendría
mediatizado por una clara vocación tecnológica y orientada hacia la profesionaliza-
ción42. Poco tiempo después, esta demanda es asumida por el Consejo de Electos,
que preconiza la creación de un GIP «que reagrupe al conjunto de universidades
asociadas y a las colectividades territoriales».

A pesar de todo, el manifiesto fundacional de Batera va más allá de los compromi-
sos asumidos por el órgano de concertación, y siguiendo la filosofía de los citados
profesores, apunta más alto, considerando imprescindible la puesta en marcha de
una universidad de pleno ejercicio, independientemente de si para conseguirla se
tiene que pasar o no, previamente, por la constitución de una Agrupación de Inte-
rés Público o cualquier otra estructura administrativa.

Así, a finales de enero, los sectores universitarios que apuestan por la consecución
de una universidad autónoma detallan sus argumentaciones. Por una parte, señalan
el desfase existente entre la oferta formativa y las necesidades del País Vasco, en la
medida en que ésta se decide sobre criterios más técnicos que territoriales. En se-
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gundo lugar, destacan el mayor dinamismo de la enseñanza superior en Iparralde en
relación a las del Bèarn, ya que mientras la segunda pierde alumnos, la primera los
gana. En tercer lugar, consideran que a pesar del dinamismo, las potencialidades
existentes no se están concretando, ya que aunque son 3.000 los estudiantes actua-
les (siguiendo los ratios definidos por la Educación Nacional) podrían llegar a ser
12.000. De la misma forma, apuntan la incoherencia y parcialidad de los itinerarios
educativos, de forma que muchos estudiantes deben finalizar el segundo y tercer ci-
clo en universidades ubicadas fuera del territorio vasco. Por otra parte, subrayan el
hecho de que las partidas financieras otorgadas en el marco de los planes financie-
ros del Estado y la Región para el periodo 2002-2007 solo contemplen el pago de las
deudas y no la apertura de nuevas formaciones.

Finalmente, Batera considera que una vez se satisfaga la demanda asumida por el
Consejo de Electos y sea creado el GIP o el EPA de la enseñanza superior, la con-
creción de una universidad de pleno ejercicio solo necesitaría de una verdadera vo-
luntad política43. En cualquiera de los casos, los responsables de la Universidad re-
chazan estos argumentos, apostando por un reforzamiento de la estructura
departamental, aunque consideren necesario adecuar mejor la oferta a las necesi-
dades específicas del País Vasco.

3.3.4. La movilización institucionalista

Sobre la base de estas cuatro reivindicaciones, legitimados por los compromisos del
Consejo de Electos, y habida cuenta de la estructura de oportunidad que parecía
abrirse tras el anuncio del comienzo del debate descentralizador, el día de su pre-
sentación pública en Baiona, y avalada por la presencia de 5 consejeros generales
(los centristas Jean-René Etchegaray, Bernard Gimenez, Bernard Auroy, el socialista
Jean-Pierre Destrade y el nacionalista Jean-Michel Galant) Batera convoca una mani-
festación para el 1 de febrero de 2003.

Así, el colectivo unitario va calentando motores durante el mes de enero, siendo
ayudados, a su pesar, por la toma de posición del Gobierno, que rechaza la pro-
puesta departamental en la visita de los electos a Matignon el 13 de enero y evita
pronunciarse sobre el resto de cuestiones. En este sentido, la movilización es apo-
yada por un centenar de colectivos y un cierto número de cargos electos locales:
dos de los consejeros regionales, 5 de los 21 consejeros generales, 45 de los 157 al-
caldes y 20 tenientes alcaldes.

El 1 de febrero, finalmente, y a pesar de las inclemencias meteorológicas, 7.000 per-
sonas participan en la manifestación, en la que, como sucedió en 1999, muchos de
los electos manifiestan de forma simbólica (portando la banda republicana sobre el
pecho) que su exigencia «es una demanda que no cuestiona la unidad de Francia ni
sus instituciones». Finalmente, además de los mencionados electos, en este acto par-
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ticipan destacados representantes del Llamamiento del 9 de octubre, como es el
caso de los Consejeros regionales Lissar (Verdes) o Maitia (PS).

Tras el éxito de la convocatoria, Batera convoca una nueva movilización para el 11 de
octubre. Sin embargo, mantiene su dinámica de presión, manifestando su apoyo a los
cargos que reclaman del Consejo de Electos el refrendo de su asamblea a los compro-
misos del Consejo de Dirección del 5 de noviembre; se concentran ante la CCI con
motivo de la presencia del Prefecto de los Pirineos-Atlánticos y del Sub-prefecto de
Baiona en la reunión del órgano de concertación electiva del País Vasco; rechazan en
marzo el papel de los representantes vascos que, tras reunirse con Sarkozy, no le tras-
ladan las demandas del CEPB y de Batera; y apoyan el ultimátum presentado por 13 de
los miembros del Consejo de Dirección del Consejo de Desarrollo.

El 17 de mayo de 2003 y ante el anuncio de la inminente visita del Ministro del In-
terior al País Vasco, Batera pone en marcha una nueva iniciativa que, aunque no
cumple su objetivo, sí que permite la visualización del interés social de la demanda
ante la ciudadanía y el cuerpo electivo. Concretamente, la plataforma instituciona-
lista redacta un texto denominado «Dar valor a la democracia en el País Vasco», que
se acompaña de una moción que se pretende sea debatida en la totalidad de las al-
caldías de dicho territorio.

El texto, en el que se reclama la celebración de un referéndum sobre las demandas de
Batera, comienza con la cita de una frase pronunciada el 8 de abril de 2003 por el Pri-
mer Ministro en la Asamblea Nacional, en la que señalaba que la organización de un
referéndum en Córcega se hacía «sin temer la respuesta del pueblo». A lo largo del tex-
to, Batera va desgranando los argumentos sobre los que sienta sus reivindicaciones,
destacando especialmente su asunción mayoritaria por parte de la ciudadanía, el mun-
do asociativo, el cuerpo electivo. Subraya el compromiso de estos sectores en las es-
trategias de desarrollo, y apunta, a su vez, el carácter pacífico de la demanda y la me-
todología consensual de los institucionalistas, «ejemplar en una país trufado de
violencias de todos los orígenes». Razón por la cuál, entienden los redactores, «los po-
deres públicos deberían comprender la necesidad de primar, de beneficiar la es-
trategia democrática en el País Vasco». En cualquiera de los casos, son conscientes
de que estas demandas no son unánimes, citando expresamente las posiciones del
Frente Nacional y del PCF, así como la del Presidente del Consejo General y la Minis-
tra de Defensa Alliot-Marie. «Algo que, sin duda, es normal (...). En consecuencia, ¿no
sería juicioso consultar a la población del País Vasco, de la misma forma que el
Gobierno se ha comprometido a hacer el 6 de julio en Córcega?».

Un planteamiento que, además, es argumentado a partir del «principio de igualdad de
tratamiento de los ciudadanos de la República». De esta forma, el colectivo Batera se
apropia de las tesis de la Administración sobre las que se sustenta el rechazo a la insti-
tucionalización del territorio o el reconocimiento de sus derechos «particulares», y dan-
do la vuelta al argumento, lo utilizan para legitimar su propuesta de celebración de un
referéndum. Finalmente, se presenta la moción que transcribimos a continuación y que
Batera pretende que sea debatida y votada en la totalidad de alcaldías del País Vasco:
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«Nosotros, los firmantes, constatamos que las cuatro reivindicaciones de Batera
han estado en el centro del debate público local durante los pasados años. Re-
marcamos igualmente que este dossier ha sido defendido exclusivamente de for-
ma pacífica. Sondeos de opinión, votaciones de los alcaldes, deliberaciones de los
consejos municipales, peticiones diversas y manifestaciones en las calles reflejan
que hay un movimiento inscrito en la larga duración, y que cuenta con una am-
plia adhesión popular. Constatamos, de la misma forma, que los oponentes a
ciertas de estas reivindicaciones siguen existiendo en ciertos sectores del País Vas-
co y entre determinados electos». En consecuencia, «una consulta por referén-
dum, similar a la que va a concretarse próximamente en Córcega, podría clari-
ficar la opinión de los poderes públicos, de los responsables y electos locales en lo
que respecta a la importancia real del nivel de adhesión de la población local a
las reivindicaciones asumidas por Batera. El gobierno tendría, entonces, un ele-
mento decisivo en sus manos para definir la respuesta que debería iniciar para
satisfacer a las aspiraciones de la población» (BATERA, 2003a).

Finalmente, el 27 de mayo se celebra una consulta simbólica, con unos resultados
sorprendentes para Batera. En este sentido, 138 de los 157 municipios del País Vas-
co celebran debates sobre la moción presentada por la plataforma, 117 de ellos en
las propias sedes municipales. En estos encuentros participan 51 alcaldes, 38 te-
nientes, 331 consejeros municipales y 1.800 ciudadanos. Se superan así las expec-
tativas puestas en el origen, ya que a lo sumo se aspiraba a lograr la celebración de
unos 60 encuentros, con lo que se constata la difusión de la demanda más allá de
cuestiones geográficas o cleavages políticos. A partir de ese momento, Batera se
pone como objetivo la votación de la moción en los diferentes ayuntamientos, para
que el resultado sea presentado durante la visita del Ministro del Interior, prevista
para el 25 de junio de 2003.

Previamente, el 17 de mayo, se había conocido el nombramiento de M. Gillot como
representante del Ministerio del Interior encargado de la realización de unas reu-
niones con los electos y representantes sociales, como forma de preparar la –que
parecía– inminente visita de Sarkozy. En este sentido, este consejero de Interior ten-
dría la intención de reunirse con los diputados del País Vasco, el Presidente del Con-
sejo de Desarrollo, el del Consejo General de los Pirineos-Atlánticos y el del Biltzar
de Alcaldes. Por su parte, Batera nombra una delegación que participaría en la reu-
nión con el Ministro.

Sin embargo, los acontecimientos no evolucionan por los derroteros previstos. El 6
de julio, el referéndum de Córcega se salda con la derrota de las posiciones guber-
namentales, apoyadas tímidamente por los sectores nacionalistas. Un auténtico ja-
rro de agua fría con dos consecuencias inmediatas en la dinámica que estamos des-
cribiendo. Por una parte, Sarkozy, máximo defensor de la postura derrotada en
Córcega, decide «desaparecer del mapa» a la espera de tiempos mejores, de forma
que se suspende la visita al País Vasco para evitar un mayor desgaste político. De la
misma forma, Batera debe redefinir su línea de intervención, al considerar que la al-
ternativa del referéndum, sobre la que estaban pivotando su campaña movilizadora,
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podría conducir a un callejón sin salida a la luz del desánimo provocado por los sor-
prendentes resultados de Córcega.

Pero este suceso ajeno tiene una consecuencia cualitativa mucho más importan-
te. A partir del momento en el que el punto fuerte del proyecto descentralizador
del gobierno se convierte en un fiasco, los sectores institucionalistas constatan
cómo sus posibilidades de doblegar la voluntad de las autoridades del centro dis-
minuyen exponencialmente. Lógicamente, un Gobierno sometido a un fuerte
desgaste desde el punto de vista social, que veía cómo se desbarataban sus pla-
nes en el debate sobre la descentralización, difícilmente podría embarcarse en
un nuevo proceso de redefinición territorial, que además de la complejidad que
acompaña a estas cuestiones, en el caso de Iparralde asumía una dimensión in-
ternacional por las constantes presiones de las autoridades del Gobierno de Az-
nar. De ahí que, ante el previsible parón al que se abocaba el dossier institucio-
nalista y teniendo en cuenta que para esas alturas la postura del CEPB se había
quedado en agua de borrajas, Batera refuerza su estrategia de presión por medio
de instrumentos que van más allá de una movilización convencional que, hasta
esas fechas no había dado resultados.

Confluye así el cierre de la estructura de oportunidades con un contexto de gran
fortaleza movimental; lo que –unido a los efectos pedagógicos de la acción de un
grupo desobediente como los Demo– explica una radicalización de las posiciones
de Batera. De esta forma, tras una fase de acumulación de fuerzas por medio de es-
trategias convencionales, a la que se pone fecha límite, el colectivo parece decidido
a intervenir por medio de estrategias más frontales.

3.3.5. Hacia una nueva estrategia

Una vez que se entra en el nuevo curso, Batera refuerza su intervención poniendo
todos los esfuerzos en la celebración de la que sería «la última expresión conven-
cional» en las calles de Baiona, a celebrar el 11 de octubre. Una estrategia con fecha
de caducidad, que en caso de respuesta negativa de las autoridades, debería dar
paso a una nueva línea de intervención, uno de cuyos contornos se asienta en el blo-
queo de todos los organismos institucionales o de concertación existentes en Ipa-
rralde.

Así, Batera trata de aglutinar fuerzas añadiendo a las reivindicaciones una dimensión
instrumental asentada en los beneficios económicos y, más concretamente, en las
posibilidades de creación de empleo que reportaría la satisfacción de sus demandas
–que se cifra en 5.000 puestos de trabajo directos en cinco años, y en un número
indeterminado de empleos indirectos–. Mientras tanto, (a) 13 de los miembros del
Consejo de Dirección del CDPB inician una huelga que podría cuestionar la conti-
nuidad del órgano de reflexión de la sociedad civil, y (b) una treintena de miembros
de ELB se encierran en la delegación de la Cámara Agrícola de Hasparren, parali-
zando durante tres días su actividad.
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1. Como ya hemos apuntado, a comienzos de 2003, 13 destacados miembros del
Consejo de Desarrollo presentan una moción, que es rechazada por un estrecho
margen, en la que se cuestionaba la continuidad de la estrategia de concertación en
el caso que el Gobierno no satisficiese las demandas mayoritarias de la ciudadanía.
Así las cosas, este colectivo mantiene su actividad en el órgano de representación
de la sociedad civil, hasta que finalmente, a finales de septiembre, anuncia su deci-
sión de cesar su trabajo en el CDPB.

En la carta remitida al Presidente de este organismo, los firmantes señalan que
«nada esencial ha evolucionado durante estos últimos 8 meses». Más bien al con-
trario, constatan una serie de involuciones: «1) la confirmación de la indiferencia
despectiva de París hacia nuestro territorio, concretada en el incumplimiento del
compromiso de Sarkozy de mayo, según el cual se aportarían respuestas a las de-
mandas del territorio, concretadas en el texto preparado por el CEPB en otoño
de 2002 para las Assises de Salies-de-Béarn; 2) dificultades continuas y constan-
tes con la Educación Nacional para lograr compromisos y respuestas a las de-
mandas de incorporación escolar en 2003 a las tres redes de enseñanza, a pesar
de la progresión de la demanda, especialmente en el BAB; 3) el desafío simbóli-
co de la Prefectura al demandar a la alcaldía de Sempé-sur-Nivelle44; 4) una ges-
tión y resolución incorrecta de las consecuencias de la catástrofe del Prestige o
una respuesta aún inexistente a los efectos de la canícula sobre el sector agríco-
la; y 5) la orientación peligrosa e incoherente del proyecto de ampliación de la
carretera de conexión con Navarra45».

Un contexto que, a juicio de los huelguistas, se une a «la situación de absoluto le-
targo en la que se encuentra el Consejo de Electos, sin competencia ni voluntad
política». De la misma forma, critican la evolución del CDPB, y el papel de su Pre-
sidente «ya que desde su asunción de la dirección en 2001 ha derivado hacia
una gestión administrativa engañosamente institucional». En consecuencia, y te-
niendo conocimiento de la decisión de iniciar un nuevo proceso de elección de los
miembros del CDPB, los 13 firmantes «hemos decidido reaccionar contra esta si-
tuación de inmovilismo generalizado, iniciando desde este momento una «huel-
ga de interés público».

Finalmente, finalizan la misiva señalando que, «después de 11 años de trabajo y
de concertación constructiva de nuestra parte, seguimos dispuestos para de-
batir y trabajar para salir de este impasse siempre que se obtengan garantías
indispensables sobre los puntos evocados en nuestra moción de febrero, así
como sobre los elementos necesarios para garantizar el desarrollo del País
Vasco»46.
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44 El 10 de septiembre, el Prefecto de los Pirineos-Atlánticos decide denunciar a la alcaldesa de Sempé-sur-Ni-
velle por considerar ilegal la deliberación de su consejo municipal, en la que se acordaba conceder una sub-
vención de ¡150 euros! a la plataforma Batera, al entender el delegado del Gobierno que ésta no había sido
una decisión de «interés municipal».

45 Vid. Infra.
46 Texte grévistes du Conseil deDirection. 30 septembre 2003.



Sin embargo, esta actitud no goza de la comprensión de destacados departamenta-
listas como Frantxua Maitia, siendo rechazada por los grandes electos. Por su parte,
el Presidente del Consejo de Desarrollo reitera la posición que asume este organis-
mo desde la salida de la dirección de uno de los huelguistas, Ramuntxo Camblong
(AHEDO, 2003a) en 1997, subrayando que el órgano de concertación debe abstra-
erse del debate institucional. Así Bernard Darretche subraya las potencialidades de
estas estructuras, alabando su capacidad de vertebrar las fórmulas de gobernación
en el País Vasco47. En cualquiera de los casos, la actitud de los firmantes, que son va-
rios de los miembros más dinámicos del CDPB, parecía dejar al órgano de concer-
tación a las puertas de una parálisis que podría llegar a suponer su desaparición. Me-
ses después, estos huelguistas llegan a un acuerdo con la dirección del CDPB. Sin
embargo, en las elecciones celebradas en 2004, su actitud es «castigada» de forma
que son excluidos de los órganos de decisión, poniendo en cuestión la pluralidad
de este organismo.

2. Unos días después, el 8 de octubre de 2003, una treintena de agricultores ocu-
pan, como ya hemos avanzado, la delegación de la Cámara de Agricultura de Has-
parren. Como señalan los miembros de ELB, paradójicamente, tras hablar con el Pre-
sidente de la Cámara Agrícola de los Pirineos-Atlánticos, éste no parecía manifestar
gran preocupación por los acontecimientos, lo que sirve a los sindicalistas para re-
afirmarse en la inutilidad de estas delegaciones y en la necesidad de poner en mar-
cha una institución propia para Iparralde.

En la comparecencia pública, el representante de ELB liga esta acción con la estra-
tegia de Batera. «Si una vez finalizada la manifestación (del 11 de octubre) no se
satisfacen las demandas, desde la misma tarde del sábado seguiremos trabajan-
do, pero en una nueva estrategia (...) tenemos claro el único camino que no uti-
lizaremos: la violencia». El resto de alternativas, como apunta Berhokoirigoin, es-
tán abiertas48.

3. Efectivamente, el 5 de octubre, en una multitudinaria rueda de prensa, por boca
de Jean-Noël Etxeberri «Txex», Batera anuncia que la manifestación de 11 de octu-
bre «abrirá un nuevo ciclo» en el País Vasco. Como señala «Txetx», «esta será la úl-
tima manifestación de este tipo. Los poderes públicos están nerviosos, porque lo
tienen claro». En consecuencia, con el cierre de la manifestación, Batera anuncia la
apertura de un proceso de reflexión, al que se invita a participar a toda la ciudada-
nía, del que tendría que surgir en el plazo de tres meses una nueva estrategia de in-
tervención.

Finalmente, el sábado 11 de octubre de 2003, son 8.700 personas las que se con-
centran en las calles de Baiona apoyando las cuatro demandas de Batera. En esta
concentración, además de representantes de las formaciones nacionalistas de la
CAPV, participan destacadas personalidades de la vida social y política del País Vas-
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co, como el Presidente de Euskaltzaindia Haritschelhar, o los miembros de la Aca-
demia Peillen y Charritton, profesores de universidad de Burdeos, Toulouse, Pau y
Baiona, y electos del PS como Capdeville, o de la UMP como Gimenez.

En el discurso final del acto, Jean-Noël Etxeberri destaca el hecho de que esta ma-
nifestación haya sido más numerosa que la celebrada para protestar contra la refor-
ma de las jubilaciones, respondiendo así a acusaciones realizadas esa misma sema-
na por dirigentes del PS como Espilondo o el sociólogo Bidart, que señalaban que
las demandas de Batera no interesaban a la ciudadanía. Un mentís que se une a la
presencia de dos docenas de electos portando la banda tricolor, desactivando las
acusaciones de este colectivo, en el sentido de que estas reivindicaciones estaban
siendo mediatizadas por el nacionalismo.

Finalmente, durante el acto, varias decenas de militantes de la plataforma solicitan
de los presentes un compromiso escrito para participar, en el caso de que así lo de-
cidiese Batera, en ocupaciones de instalaciones públicas, a fin de boicotear su fun-
cionamiento. Así, hacia las siete de la tarde se anuncia desde la tribuna de oradores
que son 600 las personas que se han unido a la iniciativa, lo que es respondido por
los presentes con una salva de aplausos.

En este sentido, a lo largo del trayecto es distribuido un folleto, por medio del cual
Batera abre el proceso de reflexión para decidir la estrategia a seguir a partir de ese
momento. Así, se establece un periodo hasta el 15 de noviembre para que cual-
quiera que lo desee pueda redactar una moción de estrategia que sería sometida a
votación; el 18 de noviembre serían enviadas estas mociones a las 110 asociaciones
que conforman la plataforma; el 1 de diciembre se publicaría la síntesis de las pro-
puestas; y el 13 de diciembre de 2003, en asamblea general, se decidiría la estrate-
gia a seguir.

Finalmente, el documento repartido públicamente presenta varias de las propues-
tas que contempla Batera, que deberían ser completadas con las aportadas por otros
colectivos o ciudadanos que deseen integrarse en la dinámica.

– Una de ellas se asienta en una estrategia de desobediencia civil, centrada, por
ejemplo en la ocupación de instalaciones públicas, del Consejo de Desarrollo, del
Consejo de Electos, e incluso del Consejo General de los Pirineos-Atlánticos, tra-
tando de boicotear su actividad. De la misma forma se citan iniciativas como las
realizadas por los sindicatos agrícolas de Francia, con Jose Bové a la cabeza, orien-
tadas al «desmontaje» de Mc Donalds, huelgas de hambre ante los domicilios de
los diputados, rechazo a pagar determinados impuestos, acciones al estilo
«Demo», o la saturación de líneas telefónicas o correos electrónicos de las autori-
dades.

– Otra de las propuestas contempla la puesta en marcha de un Consejo General pa-
ralelo, con su propio Consejo de la Lengua, su Cámara Agrícola y una delegación
para la puesta en marcha de una universidad propia. Esta estructura se sufragaría
con aportaciones individuales, impuestos paralelos a los existentes, y solicitando
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ayuda a otras instituciones y organismos como Udalbiltza, el Gobierno Vasco. Una
estructura paralela que dinamizaría acciones para concretar sus propuestas, tratan-
do de lograr pactos con el Gobierno Vasco, Udalbiltza, Europa, los municipios, etc.

– Finalmente, se propone la celebración de una campaña exigiendo un referén-
dum, que en caso de no ser aceptada por las autoridades, se pondría en marcha
al margen de ellas, realizándolo en cada ayuntamiento (BATERA, 2003b).

Finalmente, la Asamblea General de Batera decide una estrategia que combina las dife-
rentes opciones, de forma que además de avisar de la realización de varios actos es-
pectaculares que visualicen la voluntad del País Vasco para ser reconocido, se apuesta
por un calendario que prevé la puesta en marcha de una Cámara Agrícola paralela en
2005, la celebración de un referéndum para ese mismo año, y la creación de un Con-
sejo General paralelo para 2007. Hoy en día, la primera de las piedras ha sido puesta.

Como hemos visto, en 2002 había sido creado el Servicio de Utilidad Agrícola para
Iparralde, que es rechazado por ELB, que va a centrar todos sus esfuerzos, junto a
otros colectivos de Batera, en la consecución de las cuatro demandas, entre las que
se incluye la puesta en marcha de una Cámara Agrícola. De esta forma, en noviem-
bre de 2003 Confederation Paysanne, por boca de su líder Jose Bove, hace suya la
propuesta; el 23 de noviembre ELB deja de participar en el SUAT ante la falta de
avances; y tras la visita de Sarkozy, en la que el Ministro de Interior no hace refe-
rencia a la Cámara Agrícola, ELB decide en una Asamblea Extraordinaria del 23 de
enero de 2004 la creación de una comisión encargada del estudio de las modalida-
des para la puesta en marcha de una Cámara paralela. En julio de 2004, en conse-
cuencia, se presenta la estructura que se propone, que contaría con 39 puestos, de
los que 21 responderían a representantes de los agricultores. De esta forma, el 5 de
enero de 2005 se anuncia la compra de una sede para el organismo en Ainhize-Mo-
jolos por parte de la Fundación Manu Robles de ELA, recién estructurada en Ipa-
rralde. Inmediatamente, el Prefecto remite una carta a los 140 alcaldes que habían
apoyado la iniciativa, amenazando con posibles acciones legales, y recordando de
paso que la legislación solo permite una Cámara Agrícola por departamento. El 12
de enero, los sindicatos abertzales inician una campaña de recogida de fondos, y el
15, ante la presencia de centenares de representantes –entre ellos socialistas que ha-
cen caso omiso de las directrices de su formación; miembros de ELA, LAB, PNV, EA,
Batasuna, AB, Los Verdes, UDF; el viceconsejero de pesca del Gobierno Vasco (lo
que provoca la airada reacción de Lasserre dias después...– se inaugura la Laboran-
tza Ganbara –se utiliza su nombre en euskera para sortear los problemas legales, de
forma que el Gobierno debería oficializar el euskera para considerar que este orga-
nismo incumple la legalidad– con las palabras de Berhokohirigoin «en este país con-
tamos con armas de construcción masivas»49.
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ELB da a conocer, así, una serie de datos. Por una parte, se contempla un presu-
puesto de 600.000 euros para el ejercicio del 2005, que garantiza la contratación de
2 empleados, y los gastos derivados de su actividad. La mitad de los recursos se ob-
tendrían de instituciones vascas del sur y del norte, un cuarto de personas indivi-
duales y el resto de actividades propias. La asamblea se compondría de 21 repre-
sentantes sindicales, 11 de los cuales pertenecen a ELB en función de los resultados
de las elecciones agrícolas, y 10 a FDSEA (que decide no ocuparlos por rechazar la
iniciativa); 4 a asociaciones de agricultores, dos a la asociación de extrabajadores, 2
a las asociaciones de consumidores, 2 a asociaciones medio-ambientales, dos a «ami-
gos de la Ganbara» y otros dos a asociaciones de desarrollo rural. Finalmente, la eje-
cutiva está formada por 13 miembros, 7 pertenecientes a los sindicatos, y uno más
para cada grupo de colectivos que se integran en la Asamblea. Como consejeros sin
voto se prevé la participación (si así lo desean) de representantes del Estado, Aqui-
tania, Departamento, Consejo de Electos y de Desarrollo y de los organismos insti-
tucionales de Hegoalde.

3.4. Otras propuestas

La efervescencia a la que se asiste entre 2002 y 2004 evidencia la vertiginosa evolu-
ción de los acontecimientos, de forma que las alternativas se suceden sin que ten-
gamos tiempo de asimilar su virtualidad, y analizar con detenimiento los contornos
sobre los que se asientan. En cualquiera de los casos, no creemos oportuno finalizar
este recorrido sin mencionar, cuando menos, dos propuestas recientemente cono-
cidas, que pueden modificar de forma cualitativa el debate institucional ante el que
se enfrenta Iparralde. Una de ellas, concretada en un documento que se ha enviado
a los 76 miembros del Consejo de Electos para ser debatida, se asienta en la consti-
tución de dos asambleas territoriales en el seno del Departamento de los Pirineos-
Atlánticos. Otra, defendida por el alcalde de Baiona, contempla la creación de un
Departamento que no solo integre al territorio vasco, sino también a los del sur de
las Landas.

3.4.1. Departamento Pays Basque-Adour

Concretamente, en este caso, más que ante una propuesta nos encontramos con
una declaración de intenciones de Grenet, que hasta este momento nunca se había
pronunciado explícitamente por la creación de un Departamento propio. Sin em-
bargo, a finales de septiembre de 2003 se manifiesta a favor de la institucionaliza-
ción del País Vasco, a condición de que el nuevo departamento incorporase al te-
rritorio del sur de las Landas. Se trata de una declaración significativa desde el punto
de vista cualitativo, en tanto en cuanto Grenet cuenta con un gran peso en el cuer-
po electivo en calidad de alcalde de la «capital simbólica del País Vasco francés».
Es significativo, a su vez, porque denota el cambio de actitud de uno de los grandes
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electos del territorio, que paulatinamente ha pasado de ser un acérrimo detractor
de la institucionalización vasca, a un observador que trata de distanciarse de la de-
manda sin rechazarla de plano, para finalmente, asumir la reivindicación a finales de
2003, aunque sea con ciertas condiciones y a regañadientes.

De hecho, la propuesta de Grenet no es nueva. Conecta con las primeras argumen-
taciones de la Asociación por un Nuevo Departamento (AND) a comienzos de los
años 1980. De la misma forma, está «en consonancia» con la estrategia del Consejo
de Desarrollo, que tomando en consideración el potencial económico de la margen
derecha del Bidasoa, venía incorporando la evolución de varios municipios del sur
de Las Landas en todos sus informes. Finalmente, existiría un elemento más prag-
mático en la propuesta de Grenet, que no oculta su deseo de potenciar las fórmulas
de cooperación inter-comunal con estos municipios, incluso contemplando la posi-
bilidad de ampliar la Aglomeración BAB más allá de los límites históricos del País Vas-
co y de los límites administrativos del Departamento de los Pirineos-Atlánticos. Por
su parte, esta estrategia de aproximación no es rechazada de plano por estas comu-
nas landesas, que se sienten fuertemente atraídas por el potencial del BAB, frente al
desierto económico que encuentran al norte.

En cualquiera de los casos, la plataforma Batera se opone con contundencia a esta
propuesta, al considerarla una maniobra personalista que trata de confundir y com-
plicar el debate. A juicio de este colectivo, la propuesta de Grenet tendría un com-
ponente «malicioso» porque este electo, siendo consciente de las dificultades que
se encuentra para dividir un solo departamento, «sería un iluso si pensase que el
Gobierno aceptaría la división de dos».

3.4.2. Asambleas territoriales

Quizá sea más importante, por las consecuencias que pudiese tener a medio plazo,
la propuesta realizada por un grupo de electos, encabezado por Michel Inchauspé,
que plantea la creación de dos asambleas territoriales en el seno del Departamento
de los Pirineos-Atlánticos50. La iniciativa se apoya en el proyecto presentado por Ni-
colas Sarkozy en Córcega, que preveía la puesta en marcha de una Asamblea Territo-
rial que remplazase los dos departamentos existentes, pero salvaguardando la exis-
tencia de un prefecto en cada parte de la isla. Los promotores de la iniciativa
contemplan, así, la cesión de competencias a dos Asambleas Territoriales, una en Ipa-
rralde y otra en Bèarn, sin que se escinda el Departamento de los Pirineos-Atlánticos.

A juicio de sus promotores, estas asambleas asumirían jurídicamente parte de las
competencias que actualmente detenta el departamento, fundamentalmente en ma-
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teria de infraestructuras, de política social y economía. Entre los firmantes de esta
propuesta se encuentran destacados miembros de la plataforma Batera, e incluso
–como es el caso de Alain Iriart o Jacques Abeberry– de Abertzaleen Batasuna. A su
vez, además de los mencionados y del promotor Inchauspé, otros miembros del
Consejo de Administración del Consejo de Electos, como Vicent Bru, Jean-René Et-
chegaray y Bernard Gimenez, solicitan, una vez enviado el texto a los miembros del
CEPB, la celebración de una asamblea general a fin de debatir la propuesta.

En esta misiva, los firmantes justifican su iniciativa –que además de suponer la creación
de un Consejo territorial, debería contemplar la puesta en marcha de la Cámara Agrí-
cola, un Establecimiento Público del suelo y un Establecimiento Público Administrati-
vo de la enseñanza superior– teniendo en cuenta la situación de impasse ante la que se
encontraba el Consejo de Electos debido al rechazo del centro a sus demandas.

A su juicio, «esta reflexión es, ante todo, una invitación al debate en el seno del
Consejo de Electos. Las propuestas tienen en cuenta la voluntad del gobierno de
no dividir las colectividades existentes y la posición del presidente del CGPA con-
traria a la creación de un departamento País Vasco».

Para los siete firmantes, «la creación de un Consejo territorial y una circunscripción
administrativa que no divide la estructura departamental», sin embargo «respon-
de a las aspiraciones en materia de reconocimiento territorial e identitario, o a la
creación de organismos de proximidad». Esta nueva organización administrativa,
que englobaría a los 21 cantones del País Vasco, estaría conformada por los conseje-
ros generales vascos y pondría en marcha en el territorio vasco las políticas definidas
por el CGPA. Finalmente, se considera que al citado Consejo le serían confiadas com-
petencias tales como la gestión de la ayuda social y de las carreteras, o la asistencia a
las comunas. De la misma forma, el Prefecto de los Pirineos-Atlánticos contaría con la
colaboración de un nuevo Prefecto instalado en Baiona, responsable de la circuns-
cripción administrativa del País Vasco (VV.AA, 2003b).

Esta propuesta, sin embargo, es contextualizada por electos que en su momento la
refrendaron –como es el caso de André Darriudou– en el marco de los debates oca-
sionados por la (que parecía una) inminente vista de Sarkozy. Sin embargo, a juicio
de este alcalde, en el contexto en el que se retoma –28 de agosto de 2003–, carece
de virtualidad, y a lo sumo podría servir para re-introducir el debate sobre el De-
partamento en el CEPB51. Esta interpretación es refrendada por Abertzaleen Batasu-
na, que justifica la participación de varios de sus miembros en la iniciativa desde un
punto de vista táctico52.

A pesar de todo, con motivo de la presentación de este texto, históricos represen-
tantes del movimiento institucionalista, como es el caso del líder de la AND, Jacques
Saint-Martín, se descuelgan de la demanda departamental53.
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Finalmente, esta propuesta es criticada por otro líder histórico de la reivindicación,
Renaud D´Elissagaray, que publica un durísimo artículo de opinión en los diarios lo-
cales, con el más que contundente título de «la traición de los notarios», en el que cri-
tica despiadadamente a los firmantes del texto, acusándoles de plegarse a las presio-
nes del Gobierno. En este texto D´Elissagaray desmonta cada uno de los argumentos
aportados. A juicio del expresidente de la Asociación de Electos por el Departamen-
to País Vasco, esta propuesta crearía un nuevo «fantasma» institucional, sin ningún in-
terés: (1) carecería de competencias reales en materias sensibles para el desarrollo
del territorio (2) generaría confusión al solaparse con otras estructuras ya existentes,
como el Consejo de Electos, y (3) no tendría ninguna virtualidad ante la población.

En cualquiera de los casos, el primer efecto seductor de este texto en ciertos electos
anti-departamentalistas desaparece tras su presentación pública, sin que hasta el mo-
mento podamos predecir las consecuencias que podría llegar a tener a medio plazo.

3.5. Propuestas de la Administración

Más allá de las respuestas de los actores locales que intentan aprovechar el proceso
descentralizador abierto por el Gobierno de Raffarin para tratar de lograr determi-
nadas fórmulas de institucionalización que garanticen la coherencia de unas políti-
cas públicas territorializadas a escala del País Vasco, desde las estructuras adminis-
trativas en las que se inserta este territorio, y más concretamente, desde el Consejo
General de los Pirineos-Atlánticos, también se define un nuevo proyecto territorial,
que en este caso se asienta en el mantenimiento de la cohesión departamental.

3.5.1. Les Pyrénées-Atlantiques européenes

La apertura de la dinámica descentralizadora es aprovechada de forma inmediata
por el Presidente del Consejo General, Jean-Jacques Lasserre, para definir una estra-
tegia para el departamento que dirige y que se sustenta en la profundización de los
mecanismos de cooperación transfronterizos, habida cuenta de la posición privile-
giada de los Pirineos-Atlánticos. En este sentido, el documento (CGPA, 2003a) se-
ñala que «la estrategia territorial que se ha iniciado y a la que nos compromete-
mos para los próximos meses, se sustenta en la intervención que pueda realizar
el Consejo General frente a las oportunidades que reporta a los Pirineos-Atlánti-
cos su ubicación transfronteriza». Para los redactores del texto, los parámetros so-
bre los que debería discurrir este proceso se asientan en los intercambios econó-
micos, culturales, sociales y humanos «con nuestros vecinos españoles».

Así, esta estrategia se ve favorecida si tenemos en cuenta que el Estado francés es-
tudia en el marco de los debates sobre descentralización la transferencia de las com-
petencias en infraestructuras de comunicación viaria a los Consejos Generales. «Nu-
merosos Presidentes de Consejos Generales, entre los que me encuentro –señala
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Lasserre– consideran que hoy en día es más coherente que la red de carreteras
nacionales sea dinamizada desde el terreno, concretamente desde los departa-
mentos. Desde este punto de vista, el concepto Pyrénées-Atlantiques Européennes
asume su dimensión más acabada en un ámbito que puede mejorar cualitati-
vamente, en términos de desarrollo, nuestro departamento. Nuestra institución
podría solicitar ser considerada como colectividad responsable de la dinamiza-
ción de las infraestructuras viarias transfronterizas (...). Por su parte, el Estado
y la Región, libres de su función, deberían asumir la dirección de los grandes
equipamientos ferroviarios, fundamentales para el desarrollo armonioso y equi-
librado de nuestro territorio» (LASSERRE, 2002).

Desde este planteamiento, Lasserre define dos prioridades: la vía Somport (RN 134),
y la conexión de los Pirineos-Atlánticos con Navarra, ampliando a cuatro carriles la
carretera que conecta el sur de los Pirineos con Saint-Jean-Pied-de-Port (una pro-
puesta que es rechazada por muchas de las comunas bajo-navarras). De la misma
forma, el texto reconoce la importancia del año 2003 en la renegociación de los
Contratos de Plan Estado-Región, subrayando la necesidad de garantizar que éstos y
otros proyectos puedan reforzar la vocación transfronteriza del Departamento.

Lasserre presenta esta propuesta en nombre de la presidencia del Consejo General
ante las Assises del Libertés Locales, al considerar que «hasta el presente hemos te-
nido pocos resultados satisfactorios en materia transfronteriza». Por esta razón,
solicita a los responsables gubernamentales que se faculte a la institución que diri-
ge «la experimentación en la materia»54. En este sentido, Lasserre es consciente de
la voluntad existente entre las autoridades del otro lado de la frontera para profun-
dizar en esta estrategia. Pero también conoce las diferencias entre la CAPV y la CFN;
lo que incrementa sus posibilidades a la hora de cooperar, en la medida en que exis-
te una clara competencia entre las instituciones vasco-navarras, para quienes su úni-
co socio institucionalmente reconocido es el Departamento de los Pirineos-Atlánti-
cos (además de la región).

Pero, a su vez, Lasserre también es conciente de que las autoridades francesas cono-
cen esta voluntad de las instituciones vasco-españolas. Lo que en última instancia le
permite sugerir a París la posibilidad de que el Departamento que dirige pueda em-
pezar a mirar con más interés al otro lado de los Pirineos que a Burdeos o París. De
esta forma, muy sutilmente, Lasserre se siente capacitado para presionar al Gobierno
para que aumente su marco competencial, y en consecuencia sus poderes, gracias a
las posibilidades de experimentación que parece dispuesto a favorecer Raffarin.

En cualquiera de los casos, este proyecto no responde a las expectativas instituciona-
les abanderadas por el Consejo de Electos y mucho menos a las de la Plataforma Ba-
tera. Y desde la perspectiva de los dos ejes sobre los que pivota este trabajo, esta pro-
puesta rompe con la lógica territorial vasca sobre la que se sustenta la estrategia de
desarrollo en Iparralde, así como las iniciativas puestas en marcha, en las que el socio
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fundamental es el Consejo de Electos. En definitiva, Lasserre trata de redefinir el ám-
bito de gestión de las políticas públicas, fundamentalmente centrado en los contornos
del País Vasco hasta ese momento, para reforzar la institución departamental que di-
rige. Una contradicción con la territorialización de las políticas públicas que hemos
descrito en la primera parte de este trabajo, y que se profundiza con la propuesta de
reordenación territorial del Departamento de los Pirineos-Atlánticos, que Lasserre pre-
senta dos días después de la manifestación de Batera, el 13 de octubre de 2003.

3.5.2. La estrategia territorial de los Pirineos-Atlánticos

Como decimos, en octubre de 2003, el Presidente del Consejo General presenta
ante medio centenar de cargos electos del País Vasco la estrategia territorial del De-
partamento, cuyo documento base fue aprobado el 23 de mayo de 2003, con la abs-
tención de Inchauspé (UMP), el voto contrario de Galant (AB) y la ausencia de 25
de los 51 consejeros generales.

Sobre la base de un análisis demográfico y económico, y sin tomar en cuenta otro
tipo de variables, el texto de Lasserre define cuatro territorios «sobre los que sus-
tentar una nueva aproximación territorial de la intervención pública». A partir de
estos cuatro sistemas se plantean una serie de políticas orientadas «al reforzamien-
to de la cohesión y la atracción del departamento de los Pirineos-Atlánticos».

El documento, en su declaración de intenciones, subraya el deseo de lograr que el
«Consejo General sea un verdadero animador del desarrollo territorial». De la
misma forma, el texto conecta con el proyecto transfronterizo que acabamos de pre-
sentar, proponiendo la puesta en marcha de una «Confederación Interregional
para identificar los objetivos de desarrollo comunes y las fórmulas de coopera-
ción a medio plazo» con la CAPV, la CFN y Aragón (CGPA, 2003b)55.

En definitiva, se identifican cinco sistemas de intervención en un único proyecto,
cada uno de ellos definidos por una serie de elementos comunes, y para los que se
adelantan varios compromisos o propuestas:

– La conurbación litoral: espacio de fuerte evolución demográfica, que concentra
una parte significativa de la economía, pero sufre de una urbanización incontro-
lada e inflacionista en materia de suelo, hasta el punto de que resulta difícil la
apertura de nuevas empresas por problemas de espacio.

Como objetivo, el proyecto se plantea regular las tensiones identificadas para ase-
gurar un desarrollo sostenible. En primer lugar, se detectan fragilidades ligadas a (1)
la especialización residencial, (2) el agotamiento de otros motores de desarrollo, so-
bre todo productivos, (3) el envejecimiento de la población y (4) el estancamiento
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de la calidad de los servicios, medios e infraestructuras. Sobre estas bases, Lasserre
propone un proyecto asentado (a) en la preservación de la atracción sostenible del
territorio, y (b) la diversificación de espacios y de funciones.

– La cuenca del interior: históricamente agrícola e industrial, es un espacio que se
está orientando hacia los servicios y a la actividad residencial. Los riesgos de este
sistema serían (1) una sustitución incoherente de los motores de desarrollo, (2)
el decaimiento demográfico y (3) la desestructuración de las capitales de cantón,
ante lo que el documento propone (a) modernizar las actividades tradicionales y
(b) reforzar las infraestructuras de estas villas.

– La red de municipios del Bèarn: primer polo industrial del Departamento, se or-
ganiza en torno a una red de municipios con una evolución demográfica y eco-
nómica positiva, aunque siga habiendo determinados elementos que la fragilizan.
Un modelo que se explica por la concentración de servicios sobre la aglomera-
ción de Pau, que limitan la atracción del resto de la red.

La propuesta presentada por Lasserre plantea la necesidad de reforzar el polo ur-
bano para dinamizar el conjunto, respondiendo a varias fragilidades: (1) una con-
centración de los servicios entorno a Pau, (2) un riesgo de concurrencia econó-
mica entre los centros de producción, (3) la debilidad de la economía residencial
y (4) la inadaptación de las infraestructuras de transporte a las necesidades de los
usuarios y las empresas. Ante estos déficit, se propone poner en red los recursos
de desarrollo económico y reforzar la atracción residencial.

– Las marches du Béarn: territorio eminentemente productivo y dedicado a las ex-
plotación, sufre múltiples influencias del espacio anterior, aunque no haya logra-
do superar un cierto declive. En este espacio, el más pequeño de los sistemas te-
rritoriales, se observan una serie de problemas específicos: (1) caída demográfica
y envejecimiento poblacional, (2) dificultad para satisfacer las necesidades de
mano de obra de las empresas, y (3) déficit de servicios, que debilita la vocación
residencial. Finalmente, el documento propone (a) integrar el espacio en redes
de influencia múltiples y (b) favorecer la dinamización del desarrollo, espacial-
mente el productivo.
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Por último, nos encontraríamos con el ya aludido sistema de los Pyrénées-Atlanti-
ques Européennes que, a juicio de Lasserre, «manifiesta la necesidad de que el de-
partamento supere una posible dependencia de los centros de decisión exteriores
y de la fragmentación de los marcos institucionales»56. De esta forma, el Consejo
General de los Pirineos-Atlánticos alude la demanda de institucionalización del País
Vasco, sin mencionar explícitamente, pero dejando claro que cualquier modifica-
ción de statu quo no sería bien recibida.

Llegados a este punto, es necesario subrayar dos elementos implícitos en el docu-
mento, pero que expresan claramente la forma en que el Jefe del ejecutivo depar-
tamental toma en consideración la estrategia definida por los órganos de concerta-
ción en Iparralde:

– Si observamos el gráfico incorporado en los párrafos anteriores, salta a la vista el
hecho de que ninguno de los sistemas definidos por Lasserre corresponde a los
límites geográficos del pays País Vasco. Más aún, el texto del CGPA no solo no re-
conoce la unidad territorial sobre la que se asienta la territorialización de las po-
líticas públicas que se ponen en marcha en 1992, sino que profundiza en la divi-
sión del espacio vasco, al separar el sistema que pivota en torno al BAB, del
interior del País Vasco, que junto a otro municipios del Bèarn, conformaría el se-
gundo de los espacios definidos en el documento.

– Por otra parte, tan significativo como lo anterior, resulta el dato de que en ningu-
na de las páginas del proyecto territorial para los Pirineos-Atlánticos, se nombra
la palabra País Vasco. Tras una lectura atenta, una persona que no conociese la
ubicación de Baiona o de Tardets podría pensar que se está hablando del Ile de
France. En consecuencia, el documento no solo se centra en las dimensiones eco-
nómicas y geográficas, sino que obvia, difumina, y oculta cualquier otra: incluso
las existentes administrativamente, como un pays que no tiene otro nombre que
el de País Vasco.

Es el mejor ejemplo de la actitud de unas autoridades que, como es el caso de Las-
serre, conocen a la perfección la dinámica desarrollada en Iparralde durante una dé-
cada.
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1. La Territorialización de las Políticas 
Públicas en Iparralde

1. Como hemos visto, el punto de partida de las dinámicas que analizamos en este
trabajo es la grave crisis local de este territorio, caracterizada por: (1) una desverte-
bración que se explicitaba administrativamente en la falta de reconocimiento insti-
tucional del País Vasco y en su división en dos circunscripciones, de forma que el
territorio de Zuberoa se integra en una estructura diferenciada a la de la costa, jun-
to a determinados cantones del Béarn. (2) Una desvertebración económica asenta-
da en la cada vez mayor diferencia de dinamismo entre una costa que gana peso por
la influencia del BAB y un interior que languidece por su debilidad agrícola. (3) Una
desvertebración lingüística y cultural provocada por la crisis de la lengua vasca, la
llegada de inmigrantes a la costa y la pérdida de población en el interior. (4) Una
desvertebración identitaria provocada por el proceso de centralización del Estado,
que se ve simbólicamente reforzada por la falta de reconocimiento institucional del
País Vasco y la nula visibilidad de este territorio para la ciudadanía.

Un panorama que, en definitiva, determina hasta los noventa un modelo de inter-
vención pública, política y administrativa, que se sienta sobre la escala municipal,
cantonal, de circunscripción desconcentrada o departamental, dependiendo de la
institución de referencia o del «territorio de caza» electoral del electo que ejecuta
las políticas públicas. En definitiva, ninguna de las políticas ni las estrategias de de-
sarrollo afecta al territorio vasco de forma íntegra.

2. Bajo el auspicio de las Autoridades del Estado, en 1992, se inicia una dinámica de
reflexión sobre la situación local, en la que participan centenares de responsables
de Iparralde consensuando un diagnóstico dramático de la situación del territorio.
Un territorio sobre el que intervenir, y esta cuestión es determinante, cuyos con-
tornos son definidos por la administración estatal –la que inicia todo el proceso–, y
que se asientan en una realidad administrativamente inexistente, fantasmagórica,
virtual hasta entonces: el País Vasco.

De esta cuestión se deriva, en consecuencia, una primera constatación: la dinámica
que inicia la administración del Estado reconoce la existencia de un territorio con
unas problemáticas específicas, sobre las que se realiza un primer diagnóstico, cuya
denominación no es baladí: el informe Pays Basque 2010. A la luz de la situación,
se proponen una serie de alternativas de desarrollo, que son asumidas por todas las
partes implicadas, entre ellas la administración. Estas alternativas, las más impor-
tantes de las cuáles son las que hacen referencia a los instrumentos de concertación
que se proponen poner en marcha, se asientan sobre varios ejes, unificados todos
ellos por el concepto de «alianza»:
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a) Alianza entre la cultura y la modernidad: se señala el contraste entre la fragilidad
de la cultura vasca y la fortaleza del sentimiento de pertenencia territorial, apos-
tándose por una revalorización de la identidad que permita una coherencia en-
tre la cultura, el territorio, y los habitantes del País Vasco desde una clave mo-
derna.

b) Alianza de atracción y solidaridad: se apunta la importancia de la Aglomeración
BAB (a) como eje del desarrollo del País Vasco y (b) como centro de atracción
que posibilite su reestructuración territorial. Por ello se considera que el desa-
rrollo de este espacio urbano debe ser coherente con una política de equilibrio
entre la costa y el interior, entre el entorno urbano y el rural.

c) Alianza de habitantes, espacios y actividades, sustentada en tres ideas privilegia-
das: suscitar una nueva dinámica económica, construir un polo universitario sig-
nificativo y asociar agricultura, ordenación y turismo dentro de una estrategia de
desarrollo específico.

d) Alianza entre apertura y colaboración: reforzando la posición estratégica del País
Vasco en las redes de intercambio europeas y favoreciendo el enclavamiento del
territorio en una euro-región futura (CDPB, 1996).

En definitiva, el documento Lurraldea, sobre el que se asienta el Esquema de Orde-
nación y de Desarrollo del Territorio, es asumido por el Estado con la firma del Con-
venio de Desarrollo de 1997 y la Convención Específica de 2000; es incorporado
por el Consejo General de los Pirineos-Atlánticos, que lo vota y aprueba el 3 de oc-
tubre de 1997; es aceptado por el Consejo Regional, que lo refrenda en febrero de
1998. Finalmente, estos cuatro ejes, sobre los que se sustenta el Esquema de Orde-
nación, son aceptados el 2 de octubre de 1995 por el Consejo de Electos que era di-
rigido en esa fecha por Jean-Jacques Lasserre, actual presidente del Departamento
de los Pirineos-Atlánticos, y redactor del documento que hemos presentado en el
capítulo anterior.

Y ¿qué quieren decir estos cuatro elementos sobre los que se estructura el Informe
Lurraldea y el Esquema de Ordenación del Territorio? Desde nuestro punto de vis-
ta, y a la luz de las evoluciones que hemos presentado a lo largo de este texto, sus
implicaciones son evidentes:

– La asunción de la especificidad vasca como elemento justificador de una dinámi-
ca propia y diferenciada al resto del territorio francés;

– La demanda de una regulación pública fuerte en materia de ordenación territorial;

– La necesidad de poner en marcha mecanismos de implementación y control au-
tónomos;

– La exigencia de concreción de medios de contractualización adecuados a la par-
ticularidad vasca;

– Un implícito reconocimiento de la necesidad de institucionalización territorial;

146

Gobernanza y Territorio en Iparralde



– El reconocimiento de la identidad vasca como factor generador de solidaridades
y sinergias necesarias para garantizar y favorecer el desarrollo;

– Todo ello gracias a una dinámica concertada que posibilita un consenso sin pre-
cedentes entre la totalidad de actores locales (representantes sociales, económi-
cos y culturales agrupados en el CDPB, y cargos electos reunidos en el CEPB), ex-
pertos, delegados de la Administración y agencias de gobierno.

Es posible, por tanto, subrayar una segunda constatación: los primeros pasos de la
dinámica que hemos analizado se sustentan en un elemento clave, cual es la terri-
torialización de la política pública de desarrollo en un marco concreto y diferencia-
do, todavía sin definir institucionalmente, pero que responde a una realidad asumi-
da por la administración.

3. La creación del pays País Vasco permite la unificación administrativa del territo-
rio vasco por primera vez en su historia. De esta forma, se une el arrondissement
de Baiona con los dos cantones suletinos de Tardets y Mauléon (dependientes de la
sub-prefectura de Oloron). Con esta medida se satisface la voluntad del Biltzar y la
del Consejo de Electos, el cual solicitó, el 31 de mayo de 1996, la creación de esta
figura. En consecuencia, el Estado a través del Prefecto reconoce que Iparralde «pre-
senta una cohesión geográfica, cultural, económica o social», y «conforma un es-
pacio de proyectos» (LEY 95-115).

Lo que remite a una tercera constatación: desde 1997, el «fantasma» sobre el que ve-
nía vertebrándose una estrategia de desarrollo tiene nombre; y no es otro que el de
pays País Vasco. De hecho, el actual Presidente del CGPA, y redactor de la estrategia
territorial de una institución que obvia la existencia de los territorios vascos, es-
tampa su firma en el documento que dar carta de naturaleza a las políticas públicas
territorializadas en el País Vasco. Lasserre, en calidad de presidente del CEPB, da car-
ta de naturaleza al pays Pays Basque.

4. A partir de ese momento, se edifica un aparato complejísimo, cuyos contornos
hemos tratado de delimitar en este trabajo, pero que se asienta sobre la misma pre-
misa: Iparralde es una entidad específica sobre la que es necesario intervenir, desde
una perspectiva territorial, para poder garantizar su existencia.

– El Consejo de Desarrollo y el Consejo de Electos se conforman como órganos de
concertación y decisión, que asumen la perspectiva territorial en su filosofía y
composición. En 1996, Lasserre señalaba: el Consejo de Electos «traduce en sus
actos la identidad común que hace que los actores piensen en el País Vasco
como un bien indivisible» (CDPB, 2001: 6).

– El Consejo de la Lengua Vasca, como su propio nombre indica, interviene sobre
el territorio en el que se practica la lengua vasca. Al oeste de Lapurdi está el mar
y al este de Zuberoa no se habla euskera, sino el occitano. La lengua vasca no deja
de hablarse en los límites de la subprefectura de Baiona, sino en los límites del
País Vasco.
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– Finalmente, se estructuran una serie de organismos territorializados que tratan de
aplicar las políticas a escala vasca. Entre estos, destaca el Biltzar de Alcaldes, uni-
ficado en 1994; la instancia de concertación agrícola del País Vasco o el Servicio
de Utilidad Agrícola Territorial del pays País Vasco (SUAT); el Consejo de Orien-
tación Científica y Técnica para la enseñanza superior en este territorio; la Cá-
mara de Comercio y de Industria de Baiona, a la que se incorpora Zuberoa en
1991; o el Consorcio Txingudi y la Eurociudad Baiona-San Sebastián en materia
de cooperación transfronteriza.

Tres elementos que, en última instancia, permiten que señalemos una cuarta cons-
tatación: el País Vasco «ha sido pionero, en cierta manera, en hacer trabajar con-
juntamente a los responsables de un territorio en el marco de un pays, antici-
pándose a las posteriores de ordenación del territorio». Y quien lo dice es el
Presidente del Consejo de Electos del País Vasco, Alain Lamassoure, que es cons-
ciente de que este trabajo compartido se sustenta en una lógica asentada en la te-
rritorialización de las políticas públicas a escala del País Vasco, que rompe la lógica
de las décadas precedente y permite la visualización del espacio local.

Como conclusión, podemos subrayar que el marco sobre el que se asientan todos
los diagnósticos, las estrategias y las preconizaciones que se derivan de las estrate-
gias de desarrollo se fundamenta en una lógica territorial. Iparralde –y éste es uno
de los frutos más evidentes de la dinámica que se inicia en 1992– se presenta como
una realidad incontestable, como un marco de intervención específico, diferencia-
do al del Bèarn y el resto de Aquitania; lo que no quita para que en determinadas
ocasiones se diseñen estrategias de intervención que incorporan la realidad de es-
tos otros espacios. Sin embargo, lo que es evidente es que desde la constitución del
Consejo de Electos y el Consejo de Desarrollo, y sobre todo, tras la redacción del Es-
quema de Ordenación Territorial, el prisma territorial de escala vasca condiciona los
perfiles y contornos de las políticas públicas en dicho territorio. ¿Por qué, entonces,
Lasserre, que había sido uno de los dinamizadores más importantes de este proce-
so, propone una ordenación de su departamento que rompe con la lógica territorial
vasca?
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2. La Gobernación en Iparralde

Al finalizar la segunda parte de este trabajo presentábamos una serie de elementos
que denotan la apertura de una nueva fase de elaboración de las políticas públicas
en el País Vasco, asentada sobre la lógica de la gobernación territorial. El reconoci-
miento de los actores, el conocimiento mutuo, la concertación permanente, la ne-
gociación regular, la aceptación de las decisiones, las aplicaciones efectivas y la eva-
luación compartida... son la esencia de una experiencia de gobernación que, en
parte, rompe la dirección unívoca de la toma de decisiones, y con la estrategia bi-
dimensional de una concreción de las políticas públicas diseñadas por los políticos
e implementadas por los técnicos. Se amplían así, los restringidos mecanismos de
intervención del cuerpo privado en la acción pública, que a los sumo se ceñían al
poder de persuasión de determinados grupos de interés.

2.1. La ruptura del «triángulo de hierro»

Como apunta IBARRA (1999) el elemento central de la Ciencia Política no es tanto
la acción colectiva (o el análisis de los movimientos sociales, los grupos de interés
o los partidos políticos) por si misma, sino en tanto en cuanto ésta se inserta en el
proceso político y genera mayores o menores impactos en el mismo. De la misma
forma, el estudio del proceso político no puede hacer abstracción del papel que,
más allá de las instituciones o autoridades, juegan los diferentes actores colectivos.
Esta interacción entre acción colectiva y proceso político obliga a introducir un ele-
mento determinante en el caso de las políticas públicas, cual es el de la participa-
ción.

En este sentido, la participación política puede ser identificada como la conducta
individual o de grupo que incide en el proceso de gestión de los conflictos sociales
(VALLES, 2000). Los canales de participación existentes serán determinantes para
estudiar las características de la acción de los diferentes colectivos en un determi-
nado contexto político. En este sentido, los mecanismos de consulta y negociación,
el papel de los grupos de interés y los movimientos sociales, el sistema de partidos
y el sistema político en general, o la cultura política pueden dar luz sobre la apertu-
ra o cerrazón a la participación de un determinado entramado institucional.

Por otra parte, los repertorios de participación de los actores serán tan amplios
como lo permita cada contexto político, aunque deba diferenciarse la participación
formal de la informal. Ambos mecanismos están presentes en el proceso de las po-
líticas públicas, pudiendo establecerse varias tipologías que permiten caracterizar
las relaciones entre las instituciones y las entidades privadas.
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– El modelo más simple considera que las demandas de la ciudadanía son canaliza-
das por los partidos políticos y los grupos de presión, los cuales las reelaboran y
las incorporan a la agenda institucional, para que sean implementadas por los
responsables gubernamentales.

– De forma parecida, la propuesta del «triángulo de hierro» delimita los sujetos que
intervienen en el proceso en base a tres tipos de actores: grupos de presión afec-
tados, representantes parlamentarios vinculados, y la burocracia aludida, que
controlan la elaboración y aplicación de las políticas. Este modelo, en definitiva,
presenta una clara tendencia a cerrarse sobre sí mismo, obviando las llamadas de
atención de otros ámbitos, a los que únicamente resta la participación informal
para tratar de afectar al núcleo decisor.

En cualquier caso, estas propuestas hacen abstracción de varios elementos presen-
tes en el País Vasco, característicos de las políticas públicas: la pluralidad de actores,
la pluralidad de niveles institucionales concernidos y las interacciones mutuas entre
(a) actores, (b) entre niveles de la administración, y (c) entre actores y niveles de la
administración. Cuestión ésta que remite a la necesidad de analizar la participación
en el proceso de las políticas públicas desde una perspectiva más amplia: la de las
policy networks o redes de políticas públicas. En este sentido, MARSH (1998) defi-
ne las policy networks como las alianzas estratégicas que se forjan en torno a una
agenda común de beneficio recíproco a través de la acción colectiva. Un corpus
conceptual que se adecua como un guante al modelo edificado en este territorio.

2.2. Las potencialidades de la gobernación

A nuestro juicio, la estructura bicéfala que se constituye desde 1994/1995 hasta la
actualidad, con el Consejo de Electos y el Consejo de Desarrollo como punta de lan-
za, se muestra como una de las formas más acabadas de las redes de políticas públi-
cas que podamos conocer. De esta forma, Iparralde se convierte en el ejemplo de
un nuevo modelo de intervención política que se asienta en la concertación entre
los actores sociales, la administración y sus técnicos y el cuerpo electivo. Se supera
la lógica del triángulo de hierro, configurándose un sistema permeable que posibi-
lita la participación social en el diseño del futuro local.

Un sistema muy complejo de concertación de una macro-política pública que afec-
ta a cuestiones relacionadas con la cultura, la economía, el hábitat o las infraestruc-
turas. Dimensión múltiple que marca la diferencia con la mayor parte de las policy
networks conocidas en la política comparada, centradas tradicionalmente en polí-
ticas sectoriales. Un sistema de concertación, a su vez, que se complejiza más en la
medida en que, en torno a la network bicéfala, se articulan nuevos niveles específi-
cos de gobernación en los que, tal y como hemos visto, se vinculan a todos los ac-
tores para interactuar en políticas públicas específicas como las de la enseñanza su-
perior o la normalización lingüística.

150

Gobernanza y Territorio en Iparralde



Pero también debemos apuntar un segundo elemento. En un sistema administrativo
tan centralizado como el francés no se da una cesión de las competencias del cen-
tro a las colectividades territoriales del estilo al que nos encontramos en el modelo
autonómico español, sino que estas competencias se superponen en los diferentes
niveles de poder. Así, cada institución es responsable en una serie de materias que
otras no abordan.

En conclusión, en el modelo actual, aunque el CEPB y el CDPB no tienen poderes
como tales, son capaces de concitar en torno a un determinado proyecto los pode-
res del conjunto de colectividades territoriales. Es un sistema original que refleja a
escala vasca las potencialidades de la gobernación multi-nivel, permitiendo la con-
certación sobre el terreno de actores institucionales que, de otra forma, actuarían
aisladamente.

2.3. Los limites de la gobernación

Pero, a pesar de estas potencialidades, el sistema que se edifica en Iparralde mani-
fiesta un alto nivel de fragilidad ya que no se ve acompañado de una institucionali-
zación que dote de poder ejecutivo a las decisiones que se preconizan desde una fi-
losofía concertada.

1. Efectivamente, los Consejos son organismos consultivos cuya misión es proponer
informes, formular preconizaciones, evaluar acciones contractualizadas para la
puesta en marcha de las políticas públicas. Planteado de otra forma, estos organis-
mos existen para ayudar a los poderes públicos a asumir las decisiones adecuadas:
son estos poderes públicos los que deciden, aunque apoyándose sobre los trabajos
técnicos diseñados de forma concertada en el seno de estas redes.

Si las preconizaciones dirigidas a las instituciones son concertadas, aunque sea par-
cialmente, la ausencia de poder decisional de estas estructuras de gobernación no
afecta a la dinámica. En última instancia independientemente de quién ejecute la po-
lítica pública, estos Consejos han llevado acabo una reflexión compartida que ha
posibilitado orientar a los poderes públicos y contribuir a la definición de sus polí-
ticas. Sin embargo, si sus recomendaciones no son aplicadas, como es el caso de las
referidas a la cuestión institucional o lingüística, la capacidad de estas redes puede
ser puesta en cuestión.

En definitiva, esta estructura de gobernación permite una efectiva concertación de
las políticas de desarrollo entre la totalidad de los actores. Pero, sin embargo, el ca-
rácter vinculante de las políticas propuestas carece de efecto más allá de la buena
voluntad de las administraciones a las que se les encomienda la efectiva toma de de-
cisiones, o más exactamente, la puesta en marcha de las preconizaciones contem-
pladas. En este sentido, el Consejo de Electos y el Consejo de Desarrollo pueden di-
señar una estrategia de intervención en materia de promoción de la lengua vasca,
pero la decisión última sobre la señalización bilingüe en la compañía de ferrocarri-

151

Soziologiazko Euskal Koadernoak / Cuadernos Sociológicos Vascos18



les queda al margen de su capacidad. Así, es imprescindible que la decisión de tra-
ducir los paneles sea tomada por el Consejo Regional de Aquitania, para el caso de
las pequeñas estaciones, y por la dirección nacional de la SCNF para la de Baiona.
De esta forma, de las expectativas que se generan tras el trabajo de reflexión se pasa,
en muchos casos a la frustración ante la incapacidad para lograr que las propuestas
aceptadas sean implementadas.

2. Y esta es una de las cuestiones que mina la efectividad de los instrumentos de go-
bernación, hasta el punto de que la impaciencia da paso al enfrentamiento y al blo-
queo. En este sentido, a la falta de capacidad normativa para hacer que las preconi-
zaciones sean implementadas, se une la burocracia y la compleja estructura
administrativa ante la que se enfrentan estos órganos de concertación. Así, y a pe-
sar de que existiese una voluntad efectiva por parte de los responsables de la admi-
nistración para que los compromisos sean satisfechos, en ocasiones se deben supe-
rar largos procesos de decisión que retrasan sine die la puesta en marcha de la
propuesta.

De forma que el proceso decisional necesita de la consulta y posterior aprobación
de todos los actores afectados, o al menos de la mayor parte de ellos. Las comisio-
nes dinamizadas por las redes aglutinan a organismos representativos del suelo, de
la cooperación transfronteriza o de la enseñanza superior para analizar el estado de
la cuestión, tratar de superar los obstáculos y definir las preconizaciones que per-
mitan mejorar la situación definiendo políticas públicas adecuadas.

La heterogeneidad sobre la que se edifican estas redes se une, a su vez, con la com-
plejidad posterior al proceso de reflexión. Así, los poderes públicos tienen que ne-
gociar con ellos mismos y con los maîtres d´oeuvres para delimitar el proyecto di-
señado por las redes de concertación, a fin de determinar si éste merece ser tomado
en consideración y financiado y, en caso afirmativo, para señalar la o las institucio-
nes que serán responsables de su dinamización y de su financiación. De esta forma,
el proceso decisional puede prolongarse durante meses e incluso hasta años.

Y si esta realidad se acepta en periodos de calma, sin embargo, en situaciones de
bloqueo, como puede ser el de las demandas institucionales, se retroalimentan los
sentimientos de frustración y las impaciencias de determinados actores. De esta for-
ma, se llega a la conclusión de que la administración no toma en consideración los
trabajos de estos órganos de concertación, lo que redunda en los argumentos sobre
los limites estructurales. Esta decisión retardada, en definitiva, se une a la falta de ca-
pacidad de implementación de estos órganos de concertación, generando une con-
cepción según la cual el aparato puesto en marcha en el País Vasco desde 1992 toca
techo.
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3. Estilos en la Política Pública 
de Desarrollo

En definitiva, el modelo que se experimenta en Iparralde y de cuya importancia son
conscientes todos los actores, suscita a lo largo del tiempo dos estilos de interven-
ción diferenciados.

El periodo 1992-1997 se caracteriza por el modelo de negociación. Así, el número
de los actores concernidos se amplía al conjunto de representantes de la sociedad
vasca desde el origen de la política pública territorializada. Como muestra el proce-
so que hemos analizado, el nivel de acuerdo es máximo y se asiste a un juego de con-
cesiones en el que todos los actores rebajan sus contenidos maximalistas en aras de
la consolidación de una dinámica ilusionante. De esta forma, no puede hablarse de
una lógica de ganadores y vencedores, ya que mientras que los sectores departa-
mentalistas ceden para lograr un consenso inicial, las élites políticas admiten la im-
portancia de la sociedad civil, la territorialidad vasca y la asunción de componentes
del discurso que hasta ese momento sólo defendían los nacionalistas.

Sin embargo, a media que se concreta el Esquema de Desarrollo, (a) las dudas de la
dirección de la network de concertación en torno a las fórmulas que permitirían la
continuación del proceso, (b) los efectos del movimiento departamentalista, y (c)
las suspicacias de la administración y el cuerpo tecnocrático, provocan una recom-
posición interna de las fuerzas, con lo que a partir de 1997 se asiste a una clara di-
ferenciación de los estilos de la política pública en función del prisma desde el que
sea observado.

– Si analizamos la estrategia que sigue la nueva colación dominante en el CDPB, que
centra sus esfuerzos en la negociación del Esquema por parte de la Administra-
ción, así como en la concesión de partidas presupuestarias que hiciesen posible
su aplicación, el estilo podría ser caracterizado como de autogobierno. En este
sentido, el CEPB, como representante del País Vasco de un lado, y el departa-
mento, la Región y el Estado, como actores institucionales de otro, fundamentan
su estrategia en la negociación, el respeto de las competencias de cada uno y la
asunción de unas reglas del juego asentadas en la aceptación de la dinámica local
por parte de las unidades descentralizadas, y en los ritmos decisorios de éstas por
parte del organismo de representación vasca. Sin embargo, este último se ve ate-
nazado entre sus posibilidades de presión y las «señales de apremio» que recibe
como consecuencia de la acción deslegitimadora que sufre internamente por la
otra coalición existente en la network, y externamente por un movimiento social
institucionalizador que comienza a estructurarse de forma unitaria: señales que le
recuerdan constantemente sus límites para garantizar la efectiva concreción del
Esquema.
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– En este sentido, analizando la network local internamente, y sobre todo, ob-
servando las relaciones entre los actores que conforman el CDPB, asistimos en-
tre 1997 y 2000 a una lógica que se asienta en la confrontación. Así, la defini-
ción del problema y de las soluciones aceptadas en 1992 se ven cuestionadas,
ya que el consenso inicial, asentado en una correlación de fuerzas muy dife-
rente a la existente a finales de los noventa, se intenta sustituir por otro «con-
senso» que trata de hacerse visual, vinculando el desarrollo con la instituciona-
lización. En definitiva, el nivel de conflicto se acentúa, y el desacuerdo acaba
por afectar a las reglas del juego en sí mismas. Paulatinamente y en la medida
en que se consolida el espíritu escisionista en los diferentes actores, la coalición
departamentalista va abandonando su destacado papel en el Consejo de Desa-
rrollo, centrando sus esfuerzos en la estrategia deslegitimadora externa que de-
sarrolla el movimiento social.

– Finalmente, en el periodo que va de 2000 a 2002 asistimos a una recuperación de
la lógica del consenso que se ve ayudada (1) por la inyección de ilusión y el balón
de oxígeno que supone la firma de la Convención Específica y (2) por la desacti-
vación temporal del movimiento departamental del «9 de octubre».

Pero desde 2000 se inaugura también un período que llega hasta la actualidad, que
a pesar de ser quizá el más fructífero en lo que a resultados se refiere, sin embargo,
se caracteriza por el hecho de que se minan las confianzas sobre las que se susten-
taba todo el aparato gubernativo edificado. Por una parte, observamos cómo las di-
ficultades en la implementación de las políticas de desarrollo posibilitan que todos
los actores asuman la necesidad de una cierta evolución institucional, más allá de si
esta debería o no concretarse en la creación de una Colectividad Territorial especí-
fica para el País Vasco. A su vez, esta cuestión es definitivamente asumida por el ór-
gano de representación electiva, que ve en el proceso de descentralización la opor-
tunidad de cerrar definitivamente un debate que venía condicionando la dinámica
desde sus orígenes. Se insufla, en consecuencia, de legitimidad a los sectores insti-
tucionalistas. Sin embargo, la respuesta de la administración no está a la altura de las
circunstancias, de forma que se generaliza la dimensión conflictiva de la gestión de
los conflictos entre las dos coaliciones presentes en los órganos de concertación. Se
llega así, a un punto en el que los sectores que más se habían comprometido, lan-
zan un hordago que puede amenazar la continuidad de la dinámica.

En conclusión, la capacidad de unificar el conjunto de materias que pueden guiar el
desarrollo del País Vasco gracias una network que aúna las sensibilidades de los elec-
tos y las de la sociedad civil en una original estrategia de gobernación, sin embargo,
no solventa las exigencias de otros sectores que reivindican la institucionalización
de este territorio. En este sentido, frente a un modelo que se asienta en una gober-
nación que, sin embargo, no es capaz de garantizar un estatuto local que posibilite,
no solo la reflexión, sino la toma de decisiones, los sectores departamentalistas de-
mandan la institucionalización vasca, entendiendo ésta como la puesta en marcha
de mecanismos de reconocimiento del País Vasco como sujeto político.
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Asimismo, desde el punto de vista práctico, esta experiencia demuestra hasta qué
punto toda dinámica de desarrollo en Iparralde se ve condicionada por la voluntad
y los intereses de la administración, a falta de una institución con capacidad propia
de gestión. Así, tanto la lógica de gobernación como la de territorialización de las
políticas públicas en este territorio dependen de un hilo.

Por una parte, la gobernación se muestra como una quimera cuando la Administra-
ción retrasa la puesta en marcha de las preconizaciones que había asumido, o sim-
plemente se niega a implementarlas. Y curiosamente, observamos cómo los ele-
mentos más sensibles, relacionados con la lengua y cultura vascas son los más
obviados. En consecuencia, los sectores nacionalistas retroalimentan una sensación
de agravio que les lleva a cuestionar la lógica sobre la que habían trabajado durante
décadas. Esta es unas de las explicaciones de la huelga de los 13 miembros de Con-
sejo de Dirección del CDPB. Es la manifestación evidente del punto de inflexión en
el que se encuentra una lógica de gobernación sin institucionalización en el País Vas-
co, a pesar de los avances positivos y los logros alcanzados.

Por otra parte, las estrategias de territorialización de las políticas públicas, poten-
ciadas en un primer momento por la administración, se vuelven contra sus promo-
tores. De la visualización teórica de una realidad diferenciada se pasa a la concre-
ción práctica de esta realidad en las políticas de desarrollo. El siguiente paso es
evidente y natural: este territorio debe ser institucionalizado. Por esta razón, se al-
canza el consenso en noviembre en el CEPB... Y por esta razón, Lamassoure asume
la existencia del debate. Sin embargo, esta deriva inexorable hacia derroteros no de-
seados se enfrenta a los intereses y las relaciones de poder existentes. ¿Quiénes son
los afectados y cuáles son las respuestas? Ya lo hemos visto:

– Por una parte, una administración estatal que es incapaz de resolver definitiva-
mente un problema alimentado por ella misma en 1981 (propuesta de Mitte-
rrand), en 1995 (propuesta de Jospin) y en 2003-2004 (expectativas del proceso
de Raffarin). Una administración que se pliega a los intereses de países extranje-
ros (presiones de Aznar) y que responde con la ausencia y el silencio.

– Por otra parte, una administración departamental que diseña su estrategia tratan-
do de rehacer el camino. Si en 1990 se observa que la crisis del País Vasco nece-
sita de una solución específica, lógicamente se inicia una dinámica que se con-
creta en la territorialización de las políticas públicas a escala vasca. Pero, si esta
territorialización hace evidente en 2004 la necesidad de una institución propia,
hay un perjudicado inmediato: el Departamento del que se propone la escisión.
Y si el País Vasco carece de institución, las estrategias que se definen son imple-
mentadas difícilmente a no ser que el que goza de las competencias le interese
implementar otra. ¿Cuál es, por tanto, su estrategia? Comenzar desde el principio.
Negar la existencia del Pays Basque –no mencionándolo en su documento–, para
desde ahí, desenclavar las políticas públicas –cuatro sistemas que no asumen la
territorialidad vasca–, reforzando la institución que se ve dañada por un círculo
vicioso que nunca se debió haber iniciado.
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Ante este panorama, desde nuestro punto de vista, la única alternativa que se deri-
va de la dinámica de territorialización de las políticas públicas y del ingenioso mo-
delo gubernativo pasa por la institucionalización del País Vasco. Sin embargo, esta
propuesta se enfrenta a una serie de problemas de más calado que la simple volun-
tad de la administración del Estado.
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4. Los límites de la reivindicación 
departamental

La propuesta de descentralización de Raffarin comienza un camino que puede rom-
per con varios de los ejes sobre los que se ha sustentado tradicionalmente el siste-
ma de organización territorial en Francia. Por una parte, podría «estallar por los ai-
res» la histórica doctrina según la cual no existían cuerpos intermedios entre la
ciudadanía y la soberanía popular: lo que negaba a las unidades descentralizadas
cualquier tipo de competencia normativa. La ruptura de esta máxima provocaría, en
consecuencia, la reformulación de un segundo principio, ya que esta inexistencia
de espacios intermedios entre el ciudadano y la representación soberana cerraba las
puertas a cualquier forma de participación directa de la ciudadanía en unidades de
menor rango que el Estatal. Finalmente, la posibilidad de reunificación del territo-
rio histórico dividido institucionalmente rompería con la lógica racionalista, mate-
mática y a-cultural sobre la que se edificó el aparato territorial en Francia.

Pero lo que es más importante: esta reforma parece consolidar definitivamente a la
Región en el entramado institucional. En este sentido, el proyecto de ley presenta-
do por Raffarin inicia el camino que empieza a apuntillar a los anquilosados depar-
tamentos, que se ven atenazados entre una estructura que podría quedar definitiva-
mente apuntalada y unas nuevas formas de organización intercomunal que
comienzan a despuntar. En este sentido, la reforma prevista por el nuevo gobierno
de derechas complementaría el corpus legislativo que, entre 1995 y 1999, había per-
mitido la emergencia de nuevas fórmulas intercomunales. Se cierra así uno de los
conflictos resultantes de la modernización territorial del Estado necesaria para res-
ponder de forma eficiente a los nuevos retos de una economía cada vez más globa-
lizada. Una modernización que debe dar respuestas adecuadas en una escala local
lo suficientemente pequeña para ser gobernada y lo suficientemente grande como
para ser eficaz. En consecuencia, las regiones parecen imponer su hegemonía fren-
te a los departamentos.

De la misma forma, en lo que respecta a la evolución de la tensión en la última de
las parejas dicotómicas que hemos presentado, municipio-intercomunalidad, pare-
cería que asistimos a un proceso similar al que se ha dado en el caso que acabamos
de presentar. Al igual que sucedió en la década de los 1970 con las regiones, la le-
gislación de 1995 y 1999 ha sentado las bases para la estructuración de dos nuevas
figuras, las aglomeraciones y los pays-es, que a pesar de carecer de competencias
concretas, podrían llegar a jugar un papel relevante habida cuenta de su participa-
ción en el diseño de las políticas públicas a nivel local en el marco de los Contratos
de Plan Estado-Región.
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Sin embargo, siguiendo el modelo de la evolución regional, estos organismos inter-
comunales carecen aún de legitimación democrática, siendo éste uno de los más im-
portantes hándicaps para su consolidación definitiva. Y si bien es cierto que se re-
chaza de plano que esta(s) nueva(s) estructura(s) puedan llegar a sustituir a la
institución municipal, también resulta evidente que se adecúan de forma más cabal
a la grave fragmentación y polarización comunal de Francia. De esta forma, no ex-
traña el que antes de que se haya finiquitado el nuevo proceso de descentralización
y cuando las reformas legislativas de 1995 y 1999 aún están calientes, se comience
a plantear la posibilidad de que estas fórmulas de cooperación puedan ser dotadas
de un poder ejecutivo elegido de forma democrática en 2007 (ADCF, 2001b). En
consecuencia, podrían modificarse las prioridades de los cargos electos, que siem-
pre han mimado los municipios como pieza clave de acceso al centro. Finalmente,
cuando la dicotomía región-departamento aún no se ha acabado de cerrar, parece
abrirse un nuevo conflicto que podría acabar de reconfigurar las relaciones de po-
der territorial en Francia, haciendo imposible su reconocimiento en comparación
con la arquitectura revolucionaria.

Esta realidad afecta de forma determinante a nuestro objeto de estudio desde va-
rios puntos de vista. Las propuestas de institucionalización se han centrado his-
tóricamente en la única estructura descentralizada que se disponía en 1792,
1836, 1945, 1963 o 1981: el departamento. Y si bien determinados sectores del
nacionalismo apuestan desde la década de los 1980 por un Estatuto de Autono-
mía que suponía la ruptura del marco jurídico político, finalmente optarán por la
reivindicación departamental. La razón de este planteamiento estriba en el he-
cho de que se trata de una estructura reconocible por la ciudadanía, con un cier-
to nivel competencial y con prerrogativas específicas en materia de desarrollo ru-
ral. Una opción instrumental ya que, más allá de sus facultades, la demanda de un
departamento vasco explicita la diferencialidad del País Vasco, permite aglutinar
en torno a los nacionalistas a amplios sectores, y cataliza las sinergias y expecta-
tivas sociales que se abrieron gracias a las políticas de desarrollo y concertación
iniciadas en 1992.

Pero, a pesar de que este análisis se hace realidad, también parecería que la reivin-
dicación institucionalista tal y como se ha planteado se manifiesta como una apues-
ta «a caballo perdedor», sobre todo una vez que se empieza a aceptar la posible cri-
sis de la institución departamental. En consecuencia, el Estado se refugia en
argumentaciones como «la reforma presentada no contempla la división de de-
partamentos, sino su fusión, la potenciación de las estructuras y no su disgrega-
ción»57, ocultando la falta de voluntad para responder de forma efectiva a las de-
mandas de la ciudadanía. Una actitud que está en la base de la nueva estructuración
territorial del Estado, pero que también puede ser consecuencia de las presiones de
las autoridades españolas, de prejuicios sobre una posible extensión de la violencia
a Iparralde, o de simples suposiciones sobre un incremento de las demandas de los
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sectores nacionalistas, cada vez mejor situados en el sistema político-electivo, una
vez que se satisficiese la reivindicación.

La otra cara de la moneda se encuentra en la profundización de los mecanismos de
cooperación intercomunal: una apuesta de las autoridades estatales, fundamental-
mente vertebrada en torno a la figura de las comunidades de aglomeración y del
pays, en cuya consolidación se debe destacar el papel precursor que han jugado el
territorio vasco. De esta forma, la dinámica puesta en marcha en el País Vasco des-
de 1992 –concretada en la creación de los Consejos de Desarrollo y de Electos y en
la elaboración del Esquema de Ordenación Territorial en 1997– sirve de campo de
pruebas para la posterior legislación de 1999. Una norma que extiende el modelo
vasco al conjunto de Francia, hasta el punto de que en la actualidad existen 232
pays-es que aglutinan al 60% de los municipios y a 25 millones de personas (ADCF,
2002b).

Sin embargo, esta estructura administrativa ha demostrado su insuficiencia para res-
ponder a los retos y a los diseños estratégicos de los actores locales, fundamental-
mente debido a sus limitadas competencias y sobre todo por su falta de legitimidad
democrática. De esta forma, la representación del pays recae en la presidencia del
Consejo de Electos, figura que no podría equipararse a la de un ejecutivo departa-
mental.

Paralelamente, la fortaleza de una aglomeración como el BAB se entiende no sólo
por el peso demográfico de los tres municipios labortanos, sino por el hecho de que
este organismo limita con otras comunas que pertenecen al departamento de las
Landas, pero que han alcanzado un importante grado de desarrollo económico gra-
cias a la influencia del puerto de Baiona. Por ello no extraña que todos los docu-
mentos redactados por el Consejo de Desarrollo incorporen a comunas como Tar-
nos o Capbreton a sus diseños estratégicos. De esta forma, en buena lógica,
parecería posible que caso de superarse las reticencias de los electos de ambos la-
dos del Adour, pudiera plantearse la ampliación de la aglomeración bayonesa más
allá de las fronteras históricas y culturales del País Vasco.

Nos encontramos, por tanto, ante un panorama totalmente abierto a medio plazo,
pero fuertemente limitado en el corto plazo: en este sentido, el BAB, capital in-
cuestionable del País Vasco, no es capaz de vertebrar institucionalmente un entor-
no económico más amplio y que dotaría al espacio vasco de mayor capacidad de res-
puesta ante su debilidad estructural. Por otra parte, la figura del pays carece del
nivel de desarrollo suficiente como para poder ser asimilada a la mínima institucio-
nalización que reclaman los sectores escisionistas. Finalmente, la talla del territorio
vasco impide barajar la posibilidad de que la administración atribuya a este territo-
rio un modelo experimental con competencias similares a las de una Región.

De forma que el éxito de la estrategia de los sectores institucionalistas podría verse
limitada (a) por su apuesta por una institución que tiende a desaparecer, (b) por la
imposibilidad de lograr un reconocimiento equiparable con la nueva estructura re-
gional que se consolida en el entramado territorial y (c) por la inadecuación de los
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organismo intercomunales, todavía demasiado etéreos como para poder concitar las
simpatías del colectivo contencioso.

Por otra parte, la cuota de poder alcanzada por estos sectores departamentalistas pi-
vota sobre una reivindicación clara, bien definida y concretada, y asimilable por la
ciudadanía. Por el contrario, una reformulación de sus demandas en claves regiona-
listas o autonómicas se presenta como maximalista a corto plazo, pudiendo reducir
el nivel de apoyo y legitimidad que han conseguido. De la misma forma, un giro es-
tratégico que tratase de adecuar la reivindicación a una nueva estructura interco-
munal por concretar, que a medio plazo pudiera ser dotada de poder ejecutivo, le-
gitimidad democrática y competencias apropiadas para responder a las necesidades
del territorio, se manifiesta como excesivamente vaga, abstracta. Y difícilmente
puede movilizarse a la sociedad sobre «castillos en el aire». Por último, la cada vez
mayor importancia del BAB, y su posible y lógica aspiración a interrelacionarse con
el sector más dinámico de la Landas aumentaría la macrocefalia del País Vasco, dis-
tanciando nuevamente al litoral de la costa.

En cualquiera de los casos, e independientemente de las dificultades para lograr una
efectiva institucionalización vasca, lo cierto es que la entrada de este año ha puesto
de manifiesto el cada vez más claro consenso de la totalidad de los electos sobre la
necesidad de modificar el statu quo administrativo e institucional de dicho territo-
rio. Así, si hace 20 años el Biltzar de Alcaldes de Iparralde se manifestaba como una
espacie de «cortafuegos» de la reivindicación departamental, hoy en día, su presi-
dente, comparece ante la prensa con los miembros de ELB, y haciendo caso omiso
a las amenazas de la Prefectura, da todo su apoyo a la Laborantza Ganbara.

En consecuencia, hasta a fecha y a la espera de que el tiempo confirme si las es-
tructuras intercomunales están llamadas a consolidarse democráticamente y com-
petencialmente, la única institución capaz de responder a la realidad del País Vasco
sigue siendo el departamento. Una vez visualizado el territorio, el corolario es su ins-
titucionalización. Y hasta la fecha, la demanda se ha realizado al Estado. Ahora se ha
dejado de mirar a París. Iparralde comienza a edificar sus instituciones.
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LEHENDAKARITZA PRESIDENCIA

GOBERNANZA Y TERRITORIO EN IPARRALDE

Como trataremos de demostrar en este Cuaderno, Iparralde se encuentra en un cruce
de caminos resultado de un sorprendente recorrido que comenzó en la década de los
90. No en vano, la desvertebración territorial, cultural, administrativa, económica y sobre
todo institucional... sienta las bases para que en 1992 se inicie una dinámica de reflexión
local que acaba edificando un complejo aparato de gobernación. Un modelo que posibilita
la reflexión concertada de todos los actores de Iparralde, y cuyo primer resultado es el
paulatino consenso interno sobre la diferencialidad local; reconocimiento que, sin embargo,
no se acompaña de la respuesta de la administración.

Por esta razón, no extraña que muchos actores pasen a pensar del cómo garantizar el
desarrollo del Iparralde, al quién debería pilotarlo. Renace de esta forma una demanda
de institucionalización, formulada ya hace más de 200 años por Joseph-Dominique Garat,
pero que dormía en el sueño de los justos desde 1980. De esta forma, nos encontramos
con la paradoja de que el sistema de concertación y participación local (gobernanza) se
ve limitado por la falta de reconocimiento local. Sin embargo, estas mismas estrategias
de gobernación se asientan sobre una lógica territorial y sobre el reconocimiento de la
especificidad local; lo que retroalimenta y legitima las posturas de los sectores
institucionalistas.

La paradoja, en consecuencia, descansa en el hecho de que mientras el territorio vasco
es reconocido por la ciudadanía, y su diferencialidad y especificidad es aceptada por la
administración, sin embargo, la estrategia de  gobernación no puede sortear el callejón
sin salida de los límites institucionales. Se entiende, por tanto, que la mayoría social y
política de Iparralde haya iniciado una estrategia que pasa por la configuración de un
contra-poder local, cuya primera piedra es la creación de la Euskal Herriko Laborantza
Ganbara.

Eusko Jaurlaritzaren Argitalpen Zerbitzu Nagusia
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